




  No existe un sólo modelo de 
democracia, o de los derechos 

humanos, o de la expresión 
cultural para todo el mundo. 

Pero para todo el mundo,  
tiene que haber democracia, 

derechos humanos y una  
libre expresión cultural.

Kofi Annan
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En este número Dignitas presenta trabajos que combinan 
la experiencia de años en la investigación y la defensa de 
los derechos humanos del Dr. Miguel Carbonell, con los 
interesantes planteamientos de tres autoras que están 
en las primeras etapas del camino de la investigación y el 
estudio sistematizado de los derechos humanos de una 
candidata a Doctora en Derechos Humanos y que pone a 
consideración de los lectores una reflexión, que ubicada 
en la historia de México, cobra especial importancia 
ante los fenómenos migratorios que cotidianamente 
vive nuestro país y el mundo entero. El tema que nos 
presenta el Dr. Miguel Carbonell analiza la realidad del 
país en relación con el acceso al agua. El derecho al agua 
como derecho fundamental, nos dice el Dr. Carbonell, 
es interdependiente, complementario y mutuamente 
revelador para el cumplimiento de los demás derechos. 
Este es un derecho que apenas comienza a estudiarse y 
su formulación en términos jurídicos es todavía débil. 
Mientras esto sucede, tanto en el ámbito nacional como 
en el internacional, se debe plantear el derecho al agua 
en relación con otros derechos, como el derecho a la 
alimentación, el derecho a la vida o el derecho a una 
vivienda digna. El autor concluye que lo importante 
es tener clara la necesidad de comenzar a plantear el 
derecho al agua como derecho fundamental, que el 

Marco Antonio Morales Gómez 
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Estado asuma sus obligaciones (como suministrador 
de la cantidad suficiente y de buena calidad) y que los 
particulares también asuman su corresponsabilidad en 
el manejo del recurso.

Hilda Alejandra Rodríguez Rico pone sobre la mesa de 
discusión un polémico tema. ¿Es válido mentir para 
ejercer ciertos derechos fundamentales como la libertad 
de expresión, el derecho de defensa y el de inviolabilidad 
de la personalidad? La mayoría de los sistemas legales 
condenan el acto de mentir. Sin embargo, cuando este 
acto deriva directamente de diversos derechos humanos 
nace un conflicto pues, según el planteamiento de la au-
tora, se estaría condenando al sujeto que miente por el 
ejercicio de una facultad básica. Rodríguez Rico presen-
ta una definición del derecho de mentir, analiza sus al-
cances y sopesa los beneficios y problemas que presenta 
esta figura. La autora concluye que bajo ciertos límites 
y alcances, que señala en su texto, el derecho a mentir 
adquiere importancia cuando se erige en el medio ne-
cesario para que el individuo pueda defender ciertos 
derechos fundamentales que resultan esenciales para la 
condición humana. El derecho que analiza la autora, se-
gún su presentación, propondría que el Estado autorice 
al individuo a defender ampliamente sus propios dere-
chos con un rol activo en defensa de un interés legítimo.

Por su parte, Angélica Castañeda Martínez, presenta una 
reflexión filosófica sobre el Humanismo y los derechos 
humanos. A partir de la interrogante ¿en qué consiste 
la humanidad del hombre? En su texto nos lleva de la 
mano para meditar sobre lo humano y lo no-humano, 
es decir, lo ajeno a la esencia de mujeres y hombres. La 
autora comienza presentándonos un concepto de Hu-
manismo como aquello que pertenecer al ser. Todo el 
esfuerzo para que el hombre se torne libre y encuentre 
en su humanidad su propia dignidad es identificado por 
Castañeda como Humanismo. Esa humanidad se deter-
mina desde la perspectiva de una interpretación de la 



naturaleza, de la historia, del mundo. La autora destaca 
la trascendencia de la No-violencia, entre los derechos 
humanos de la tercera generación, como un elemento 
que le permite al ser humano acercarse a la felicidad, re-
chazar la aflicción y asumirse como seres no violentos 
para quienes sea accesible vivir en armonía.

La siguiente colaboración corresponde a Magaly 
Hernández Alpízar quien presenta un análisis teórico 
y una descripción práctica de las actividades que en 
materia de mediación está realizando la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de México (CODHEM). 
Hernández Alpízar describe el impulso que ha recibido 
esta actividad como medio alternativo de solución 
de conflictos y presenta algunas reflexiones sobre 
la factibilidad y conveniencia de incluirla entre las 
atribuciones de los organismos públicos de derechos 
humanos. La autora despliega los elementos más o 
menos comunes que, según los teóricos, deben reflejar 
las actividades para ser consideradas como mediación. 
En el texto plantea la pregunta ¿por qué optar por vías 
colaborativas o no violentas como la mediación para 
afrontar el conflicto? Y presenta siete aspectos que 
considera ventajas de la mediación. En su parte práctica 
Hernández Alpízar describe las actividades que hasta 
ahora han constituido la experiencia de la CODHEM, 
presenta los retos y la prospectiva de esta actividad no 
violenta en el Organismo y dice, entre otras conclusiones, 
que “la mediación es un método no violento, humanista, 
dialéctico y no confrontativo, cuyas características y 
principios pueden realizar importantes aportaciones 
al ámbito público de la protección y defensa de los 
derechos humanos”. 

Finalmente, Laura Elizabeth Benhumea González 
nos acerca a un tema de absoluta actualidad en la 
globalización que desde hace, por lo menos, dos 
décadas ha transformado a nuestro planeta en una 
aldea global: la migración y la condición de extranjero 



de quienes deciden, por necesidad o por elección 
personal, vivir en un país que no es el que les ha dado 
una nacionalidad. Benhumea González nos remonta 
a los conceptos de extranjero y derecho de extranjería 
en la Nueva España y aporta elementos que permiten 
conocer las condiciones que para quienes llegaban 
a territorio americano, entre los siglos XVI y XVIII, 
estaban plasmadas en las Leyes de Indias. A partir del 
análisis de esta legislación los lectores nos acercamos a 
conocer, con mayor certeza, los requisitos que debían 
reunir quienes migraban, las circunstancias que -según 
su conveniencia- establecía la Corona Española, el 
tipo de personas que fueron recibidas, las prioridades 
establecidas en relación con las condiciones sociales que 
se pretendía mostrar para los indígenas y cita elementos 
que permiten tener un contexto más amplio sobre 
algunas de las versiones populares respecto a quiénes 
fueron los primeros migrantes desde la península 
ibérica hacia América. Benhumea González nos dice que 
es de suma importancia explicarnos la forma como han 
evolucionado los derechos humanos, conocer acerca 
de su trayectoria y como han evolucionado, a partir del 
ejercicio del poder público, hasta llegar a los derechos 
universales y mayoritariamente reconocidos por las 
naciones. 

Hasta aquí la aportación de este nuevo número de Dignitas 
a la discusión fundamental de los temas de derechos 
humanos. Reiteramos nuestro interés para contribuir al 
diálogo enriquecedor del análisis de nuestros derechos a 
partir de una pluralidad de opiniones y puntos de vista 
que reflejen de mejor manera lo que acontece en una 
sociedad tan dinámica como la mexicana. En ese esfuerzo 
Dignitas y la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de México tendrán siempre una puerta abierta tanto a 
las nuevas voces que se construyen como a las voces que, 
teniendo algún tiempo en el debate, siguen aportándonos 
reflexiones sustantivas sobre cuestiones de primer orden.
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Resumen

El artículo aborda el derecho al agua desde una pers-
pectiva en derechos humanos. En particular analiza la 
realidad imperante en nuestro país producto de las li-
mitantes y carencias que impiden su accesibilidad en 
gran parte del territorio. Debido a que estamos ante un 
derecho interdependiente, complementario y mutua-
mente revelador para el cumplimiento de los demás de-
rechos, el derecho al agua representa un tema priorita-
rio y de urgente trato en cualquier parte del globo. Más 
aún cuando la disponibilidad del recurso se acota a un 
minúsculo porcentaje disponible para satisfacer las ne-
cesidades humanas básicas, y en el que además priman 
otros desafíos, como su contaminación y uso irracional. 
Ante esta necesidad apremiante se devela la premura 
por adoptar medidas legislativas y sociales en aras de re-
conocer, respetar y satisfacer el derecho humano al agua 
para enfrentar responsablemente el gran desafío que se 
cierne en un futuro próximo.

Abstract
It addresses the right to water from human rights pers-
pective. In particular examines the realities in our coun-
try the product of the limitations and shortcomings that 
prevent their access in much of the territory. Given that 
we have a right interdependent and mutually comple-
mentary developer to carry out others duties, the right 
to water is a priority and urgent treatment anywhere in 
the world. Especially when resource availability is boun-
ded to a small percentage available to meet basic human 
needs, and also the precedence that other challenges 
such as pollution and irrational use. Given this pressing 
need is revealed the rush to adopt legislative and social 
measures in order to recognize, respect and fulfill the 
human right to water responsibly to address the great 
challenge that looms in the near future.
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Palabras clave: Derechos fundamentales, derechos hu-
manos, derecho al agua, accesibilidad, desafíos, obliga-
ciones básicas. 

Keywords: Fundamental rights, human rights, water 
rights, accessibility challenges, core obligations.

1. Introducción

La historia de los derechos fundamentales está 
marcada, entre otras cuestiones, por el proceso 
de expansión del catálogo que los reconoce como 

tales, ya sea que se los contemple en los textos constitu-
cionales o en los tratados internacionales1. Se trata de 
un proceso claramente expansivo puesto que el listado 
de derechos fundamentales no ha parado de crecer en 
las últimas décadas, lo que incluso ha llegado a suscitar 
las críticas de algunos teóricos conservadores, quienes 
han llamado la atención sobre esta senda inflacionaria, 
ya que la juzgan negativa para los propios derechos fun-
damentales y para sus titulares. 

Lo cierto es que, pese a las críticas, la tendencia expansiva 
no ha cesado y que se siguen discutiendo con intensidad 
nuevas declaraciones de derechos y nuevas posiciones sub-
jetivas que deberían ser tuteladas como tales (la Carta de 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea del 2001 es 
un buen ejemplo). 

En la discusión sobre las pretensiones que deberían re-
cogerse como nuevos derechos encontramos el caso del 
derecho al agua, que no está reconocido como tal en las 
constituciones de América Latina y tampoco (al menos 

1	 Un análisis más detallado de este proceso puede verse en Car-
bonell, Miguel (2010), Una historia de los derechos fundamentales, 
México: Porrúa, UNAM, CNDH.
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en su literalidad) en los principales tratados internacio-
nales de derechos humanos.

El derecho al agua podría calificarse como una mani-
festación concreta del derecho a la alimentación.  
El derecho al agua es usualmente definido como el dere-
cho a poder acceder y utilizar en cantidades suficientes 
y bajo condiciones sanitarias adecuadas la cantidad de 
agua que necesitamos para poder llevar una vida digna. 

Para algunos analistas, el tema del derecho al agua acer-
ca la teoría de los derechos fundamentales al iusnatu-
ralismo, por dos razones principalmente: la primera 
porque se trata de defender un derecho que –como ya 
se dijo- no está claramente recogido en casi ningún or-
denamiento jurídico; la segunda porque al tratarse de 
una cuestión estrictamente biológica (en la medida en 
que nuestro cuerpo está formado en un 70% de agua y 
ese nivel es esencial para la vida, y por tanto para el dis-
frute del resto de derechos), parecería ser una exigencia 
derivada de forma directa e inmediata de la “naturaleza 
humana” (Fantini, 2002: 4).

Aunque es un tema sobre el que apenas se ha empeza-
do a generar una incipiente literatura jurídica, creemos 
que su abordaje teórico es del todo pertinente, pues en 
México y en muchos otros países será una cuestión de la 
mayor importancia práctica dentro de muy poco tiem-
po2. De hecho, en la actualidad ya hay problemas serios 
de abastecimiento de agua en muchas partes del terri-
torio nacional, lo cual ha generado diversas reacciones 
de los particulares y de las autoridades, incluyendo a la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, como 
veremos más adelante. Según datos internacionales, el 

2	 En nuestro país se le empieza a catalogar como una cuestión de 
“seguridad nacional”.
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12% de la población en México no tiene acceso sosteni-
ble a fuentes de agua mejoradas (PNUD, 2003: 45); y es 
probable que este porcentaje se eleve sensiblemente en 
los próximos años3.

2. El derecho al agua en el derecho  
	 internacional de los derechos humanos

El tema del derecho al agua ha sido abordado desde una 
óptica internacional, a través de interesantes documen-
tos producidos en el seno de las Naciones Unidas. Hay 
tres documentos sobre los que vale la pena detenerse; 
el primero es el informe preliminar presentado por el 
relator especial El Hadji Guissé sobre la “Relación entre 
el disfrute de los derechos económicos, sociales y cultu-
rales y la promoción del ejercicio del derecho a disponer 
de agua potable y servicios de saneamiento”, rendido 
ante la Comisión de Derechos Humanos de la ONU el 
25 de junio de 20024; el segundo es el “Informe de las 
Naciones Unidas sobre el Desarrollo de los Recursos 
Hídricos en el Mundo”, coordinado por la Organización 
de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y 
la Cultura (UNESCO) y realizado por 23 agencias de las 
Naciones Unidas, que fue publicado a principios del año 
2003; el tercer documento es la Observación General 
número 15 del Comité de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales de la ONU5.

3	 Pueden verse otros datos de gran interés en la página web de la 
Coalición de Organizaciones Mexicanas por el Derecho al Agua: 
www.comda.org.mx

4	 Figura en el documento E/CN.4/Sub.2/2002/10.
5	 Se encuentra en el documento E/C.12/2002/11; fue aprobada du-

rante el 29° periodo de sesiones del Comité, celebrado del 11 al 29 
de noviembre de 2002.
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Antes de comenzar el estudio de esos documentos con-
viene mencionar que el derecho al agua encuentra su 
fundamento jurídico –directo o indirecto- dentro del 
derecho internacional de los derechos humanos en va-
rias disposiciones, tanto de carácter general como sec-
toriales. Así por ejemplo, se encuentra contenido de for-
ma implícita en el derecho a la salud establecido por el 
artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales o en el derecho a la vivien-
da y a la alimentación del artículo 11 del mismo Pacto. 
Además, está expresamente mencionado en el párrafo 2 
del artículo 14 de la Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer (la 
CEDAW) y en el párrafo 2 del artículo 24 de la Conven-
ción de los Derechos del Niño.

En el documento citado del relator especial se da cuen-
ta de la problemática mundial sobre el acceso al agua 
y se apunta la debilidad de las construcciones jurídicas 
en torno a esa necesidad básica. Para empezar, el relator 
cita un dato estrictamente biológico del que no pode-
mos desentendernos: el contenido mismo del cuerpo 
humano está formado en gran parte de agua; entre un 
58% y un 67% en los adultos y entre un 66% y un 74% en 
los recién nacidos.

Los datos que aporta en su informe son alarmantes, 
por más que sean de sobra conocidos: 1,500 millones de 
personas no tienen acceso a agua potable en el mundo 
y 4,000 millones carecen de servicios de saneamiento 
adecuados. Un dato todavía más escalofriante si cabe: el 
80% de las enfermedades se transmiten a través del agua, 
lo cual demuestra la necesidad de asegurar un cierto ni-
vel de calidad en la provisión del líquido. El futuro no 
se presenta muy halagüeño; el relator calcula que para 
el año 2025 cerca de 3,000 millones en todo el planeta 
sufrirán escasez de agua.
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La escasez de agua se produce por muchas razones; entre 
ellas el relator especial identifica las siguientes: la des-
trucción de las cuencas hidrográficas, la deforestación, 
los efectos nocivos de las prácticas agrícolas basadas en 
la utilización masiva de plaguicidas y otros productos 
químicos y la descarga de desechos tóxicos en los man-
tos acuíferos. En el caso de las grandes ciudades mexi-
canas habría que añadir que la escasez se produce por el 
nulo mantenimiento de la red de conducción de agua, 
por sus constantes fugas, por la sobre-explotación de los 
mantos freáticos, por el irracional uso que la población 
hace del agua y por la falta de planeación estratégica de 
las autoridades, entre otras cuestiones.

El objetivo del derecho al agua, explica el relator en su 
documento, es “garantizar a cada persona una cantidad 
mínima de agua de buena calidad que sea suficiente para 
la vida y la salud, es decir, que le permita satisfacer sus 
necesidades esenciales que consisten en beber, preparar 
los alimentos, conservar la salud y producir algunos ali-
mentos para el consumo familiar” (párrafo 19).

Entre las obligaciones que para los Estados se generan a 
partir del derecho al agua (no concebido, todavía, como 
derecho autónomo, pero sí derivado de otros derechos) 
el relator señala las de tipo positivo y las de tipo negati-
vo; entre las obligaciones positivas menciona la de sumi-
nistrar agua potable, la de evacuar las aguas residuales y 
la de darles tratamiento; entre las negativas menciona 
la de no interrumpir el servicio de agua. En ambos casos 
los Estados tienen la obligación de igualdad de trato ha-
cia los distintos usuarios.

El derecho al agua se relaciona con otros derechos hu-
manos. El relator señala varios casos, de entre los que 
conviene mencionar el derecho a la paz, pues en su opi-
nión la escasez de agua es foco de conflictos, tanto en 
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las relaciones entre Estados como hacia el interior de 
un país. Este asunto es especialmente importante en 
México, en donde se han generado importantes tensio-
nes sociales por la falta de aprovisionamiento de agua 
a determinadas comunidades. A reserva de lo que más 
adelante se dirá sobre el caso del Distrito de Riego 025, 
en varias ciudades del país se han registrado enfrenta-
mientos entre grupos de personas y la policía por la falta 
de agua. Los habitantes han tenido que manifestarse ce-
rrando vialidades importantes o agrediendo a las fuerzas 
de seguridad para que las autoridades los atendieran. La 
represión estatal ha estado presente en muchos casos.

El relator también destaca la relación entre el derecho al 
agua y el derecho a la libre determinación. ¿Puede haber 
libre determinación de un país si el agua que consume pasa 
por otro país que le puede cortar en cualquier momento el 
suministro? El grado de injerencia en temas relacionados 
con el agua puede ser muy alto, como en México lo sabe-
mos bien, sobre todo en la frontera norte en relación con el 
intercambio de recursos hídricos con los Estados Unidos.

Desde luego, el derecho al agua está muy vinculado con 
el derecho a la vivienda, pues no puede hablarse de vi-
vienda digna y decorosa si no se cuenta con agua potable 
en la misma.

La escasez de agua, como se encarga de poner de ma-
nifiesto el relator especial, afecta al derecho a la educa-
ción, particularmente en el caso de las niñas, las cuales 
asumen la tarea en muchos casos de trasladar el agua 
desde grandes distancias hacia el hogar. El relator des-
cribe el dramatismo de la situación: “En lo que respecta 
a las necesidades domésticas de agua para beber, prepa-
rar los alimentos, lavar la ropa, fregar los platos y lavarse, 
son las mujeres, de preferencia las jóvenes e incluso las 
niñas, las que con un barreño sobre la cabeza recorren 
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largas distancias, a menudo varias veces, para llegar al 
punto de agua más cercano. El camino a la escuela no lo 
conocen” (párrafo 45).

Por lo que respecta al “Informe de las Naciones Unidas 
sobre el Desarrollo de los Recursos Hídricos en el Mun-
do”, coordinado por la UNESCO, conviene considerar 
los siguientes puntos importantes.

El informe destaca que aunque pudiera pensarse que el 
agua sobra en el planeta, lo cierto es que solamente el 
2.53% del total es agua dulce; de ese pequeño porcentaje 
hay que tomar en cuenta que la mayor parte se encuentra 
inmovilizada en los glaciares y en las nieves perpetuas.

También retoma el informe el asunto de la contamina-
ción de las aguas y menciona que 2 millones de tone-
ladas de desechos son arrojados cada día en aguas re-
ceptoras; la producción global de aguas receptoras es de 
1,500 kilómetros cúbicos, lo que da como resultado que 
el 50% de la población que vive en los países en vías de 
desarrollo esté expuesta a aguas contaminadas. 

Las proyecciones hacia el futuro, si no se toman medi-
das drásticas, no son muy halagüeñas; hacia el año 2050 
se calcula que 7,000 millones de personas en 60 países 
sufrirán escasez de agua, aunque si las tendencias se co-
rrigen dicha escasez afectará únicamente a 2,000 millo-
nes de personas en 48 países.

La UNESCO ubica, entre otros, los siguientes desafíos 
mundiales en torno al agua:

»» Satisfacer las necesidades humanas básicas; de acuer-
do con algunos estudios, cada ser humano necesita 
entre 20 y 50 litros de agua no contaminada cada día.

»» Proteger los ecosistemas en bien de la población y del 
planeta. La degradación ecológica ha suscitado cam-
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bios medio-ambientales que han reducido la dispo-
nibilidad de recursos hídricos; al haberse roto varios 
ciclos naturales la recarga de los mantos acuíferos no 
se da de forma completa, lo cual tiene impactos en la 
agricultura y en el suministro de agua para las gran-
des concentraciones de población.

»» Satisfacer las necesidades de los entornos urbanos. 
Hay que considerar que para el año 2030 el 60% de 
la población mundial vivirá en pueblos y ciudades, lo 
cual requiere de una gestión planificada y racional del 
agua6. Este desafío también comporta la conexión de 
una toma de agua en las viviendas existentes y en las 
que se vayan construyendo.

»» Asegurar el abastecimiento de alimentos para una 
población mundial creciente. 

»» Promover una industria más limpia en beneficio de 
todos. En el mundo el uso industrial del agua supone 
el 22% del total, aunque en los países desarrollados esa 
cifra alcanza un 59% y en los países con desarrollo me-
dio y bajo apenas llega al 10%. Para cubrir este desafío 
es importante contar con la participación decidida del 
sector privado, haciendo responsables a los particula-
res por el uso racional del agua que consuman.

»» Utilizar la energía para cubrir las necesidades del desa-
rrollo. Se propone utilizar el agua para generar electri-
cidad, la cual a su vez tiene una incidencia directa en 
el combate a la pobreza. El uso de la energía hidráulica 
puede reducir las emisiones de gases de efecto inver-
nadero y de muchos otros contaminantes.

6	 Una buena introducción a los temas relacionados con la gestión 
de entornos urbanos puede verse en el libro de Borja, Jordi y Cas-
tells, Manuel (2002), Local y global. La gestión de las ciudades en la 
era de la información (reimpresión), Madrid: Taurus.
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»» Compartir el agua. Ya se ha hecho referencia a los po-
tenciales conflictos que se pueden desatar por causa 
del agua. La idea de este desafío va en el sentido de 
señalar que un uso responsable del agua implica que 
se comparta, por medio de acuerdos que garanticen 
una correcta gestión interregional y transfronteriza.

La Observación General (OG) número 15 del Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU 
viene a sintetizar de forma clara y bastante acertada el 
estado de la problemática del derecho al agua y a preci-
sar sus alcances jurídicos. En algunas de sus partes re-
toma conceptos que ya estaban contenidos en los dos 
documentos que acabamos de analizar.

La OG 15 comienza reconociendo la importancia que 
tienen los recursos hídricos en nuestro mundo: “El agua 
es un recurso natural limitado y un bien público fun-
damental para la vida y la salud. El derecho humano al 
agua es indispensable para vivir dignamente y es condi-
ción previa para la realización de otros derechos huma-
nos” (párrafo 1).

El Comité define el derecho al agua como “el derecho de 
todos a disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, 
accesible y asequible para el uso personal y doméstico. 
Un abastecimiento adecuado de agua salubre es necesa-
rio para evitar la muerte por deshidratación, para reducir 
el riesgo de las enfermedades relacionadas con el agua y 
para satisfacer las necesidades de consumo y cocina y las 
necesidades de higiene personal y doméstica” (párrafo 2).

El Comité reconoce que el derecho al agua es de carác-
ter complejo, en tanto que involucra libertades como 
derecho a acciones positivas por parte del Estado: “las 
libertades son el derecho a mantener el acceso a un su-
ministro de agua necesario para ejercer el derecho al 
agua y el derecho a no ser objeto de injerencias, como 
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por ejemplo, a no sufrir cortes arbitrarios del suminis-
tro o a la no contaminación de los recursos hídricos. En 
cambio, los derechos comprenden el derecho a un siste-
ma de abastecimiento y gestión del agua que ofrezca a 
la población iguales oportunidades de disfrutar del de-
recho al agua” (párrafo 10).

El Comité señala ciertos factores que deberán estar pre-
sentes en cualquier circunstancia para asegurar el dere-
cho al agua (párrafo 12):

A.	 Disponibilidad: el abastecimiento de agua para cada 
persona debe ser continuo y suficiente; la cantidad 
de ese abastecimiento tiene que adecuarse a los es-
tándares establecidos por la Organización Mundial 
de la Salud.

B.	 Calidad: el agua disponible debe ser salubre y por 
tanto no contener microorganismos o sustancias 
químicas y radioactivas que puedan constituir una 
amenaza para la salud de las personas, lo que incluye 
un adecuado color, olor y sabor.

C.	 Accesibilidad: el agua debe ser accesible para todos 
dentro del territorio de un Estado; la accesibilidad 
tiene cuatro distintas dimensiones:

a.	 Accesibilidad física, lo que significa que se pueda 
acceder al suministro de agua desde cada hogar o 
lugar de trabajo, o que se le encuentre en las cer-
canías inmediatas;

b.	 Accesibilidad económica, lo que significa que los 
costos y cargos directos e indirectos asociados con 
el abastecimiento de agua deben ser asequibles 
para todos;

c.	 No discriminación, que comprende la posibili-
dad de que todos accedan al agua, sobre todo los 
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sectores más vulnerables y marginados de la po-
blación; y

d.	 Acceso a la información, de modo que cualquier 
persona pueda solicitar, recibir y difundir infor-
mación sobre cuestiones relacionadas con el agua.

El Comité se detiene en un aspecto central del derecho al 
agua al señalar medidas específicas para tutelar ese dere-
cho en favor de los grupos vulnerables. Particularmente, se 
señala el especial énfasis que las autoridades deben poner 
en el abastecimiento de agua de las mujeres (que en mu-
chos casos tienen la carga de conseguir el agua), de los ni-
ños (que pueden ver conculcado su derecho a la educación 
por falta de agua en las instituciones de enseñanza o en su 
hogar), de los habitantes de las zonas rurales, de los pue-
blos indígenas, de las comunidades nómadas y errantes, de 
los refugiados, solicitantes de asilo, desplazados internos y 
repatriados, de los presos y detenidos, así como de las per-
sonas que tienen dificultades para acceder al agua por sus 
condiciones físicas, como son los adultos mayores, las per-
sonas con discapacidad, las víctimas de desastres naturales 
o los habitantes en zonas áridas (párrafo 16).

El Comité también señala que los Estados deben tomar 
medidas no solamente para garantizar el abasto de agua 
para las actuales generaciones, sino también para las ge-
neraciones futuras. Para lograrlo, se proponen una serie 
de medidas que el Estado debe tomar, entre las que se 
encuentran las siguientes (párrafo 28):

»» Reducción de la disminución de recursos hídricos 
por extracción, desvío o contención;

»» Reducción y eliminación de la contaminación de las 
cuencas hidrográficas y de los ecosistemas relaciona-
dos con el agua por radicación, sustancias químicas 
nocivas y excrementos humanos;
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»» Vigilancia de las reservas de agua;

»» Aumento del uso eficiente del agua por parte de los 
consumidores; y

»» Reducción del desperdicio durante el proceso de 
distribución.

Siguiendo la terminología adoptada desde la Observa-
ción General número 3, el Comité señala en la OG 15 
las obligaciones básicas de los Estados en relación con el 
derecho al agua (párrafo 37):

A.	 Garantizar el acceso a la cantidad esencial mínima de 
agua, que sea suficiente y apta para el consumo perso-
nal y doméstico y para prevenir las enfermedades;

B.	 Asegurar el derecho de acceso al agua sin discrimi-
nación, especialmente por lo que hace a los grupos 
vulnerables o marginados;

C.	 Garantizar el acceso físico a las instalaciones o ser-
vicios de agua que proporcionen un suministro su-
ficiente y regular, que tengan las salidas necesarias 
para evitar largos tiempos de espera y que se en-
cuentren a una distancia razonable del hogar;

D.	 Velar porque no se vea amenazada la seguridad per-
sonal cuando se acuda en busca de agua;

E.	 Velar por una distribución equitativa de todas las 
instalaciones y servicios de agua disponibles;

F.	 Adoptar y aplicar una estrategia y un plan de acción 
nacionales sobre el agua para toda la población; se 
deben crear indicadores y niveles de referencia que 
permitan evaluar los avances logrados;

G.	 Vigilar el grado de realización, o no realización, del 
derecho al agua;
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H.	 Adoptar programas de agua orientados a fines con-
cretos y de relativo bajo costo para proteger a grupos 
vulnerables o marginados; y

I.	 Adoptar medidas para prevenir, tratar y controlar 
las enfermedades asociadas al agua, en particular 
velando por el acceso a unos servicios de sanea-
miento adecuados.

Estas obligaciones básicas deben ser siempre cumplidas 
por los Estados, con independencia de la disponibilidad 
a recursos que tengan y de si están o no atravesando por 
periodos de crisis económica. Cualquier violación de 
una de estas obligaciones básicas arrojaría una presun-
ción prácticamente irrefutable en el sentido de que el 
Estado está violando el Pacto.

Para lograr vencer algunos de los desafíos que se han se-
ñalado hay que considerar que, según datos de la Organi-
zación Mundial de la Salud, cada día se hace necesario lle-
var agua potable a 274,000 nuevas personas, es decir, 100 
millones al año en todo el planeta. Para cubrir las necesi-
dades de saneamiento básico se requiere atender cada día 
a 342,000 nuevas personas, o sea, 125 millones cada año. 
De ese tamaño es el reto al que se enfrenta la humanidad.

Todos los anteriores son desafíos de gran escala, que in-
volucran cuestiones centrales de nuestras organizaciones 
sociales; tienen que ver con la forma en que nos relacio-
namos con la naturaleza y con la manera en que gestiona-
mos nuestros espacios comunes, tanto en el sector rural 
como en el urbano, tanto en el ámbito de los particulares, 
como en el de las empresas y en el de las autoridades. 

Sobra señalar los múltiples puntos de enlace entre los 
desafíos señalados y los derechos fundamentales: ¿cómo 
pensar en la inviolabilidad del domicilio si en dicho domi-
cilio no hay agua potable?, ¿cómo mejorar la educación si 



− 27 −

M
ig

ue
l C

ar
bo

ne
ll

El
 d

er
ec

ho
 a

la
gu

a 
co

m
o 

de
re

ch
o 

fu
nd

am
en

ta
l

los niños no pueden asearse o beber cantidades suficientes 
de agua?, ¿qué se puede exigir a las autoridades en relación 
con el derecho a la salud si no han resuelto el problema del 
abastecimiento de recursos hídricos a los núcleos urbanos 
de población? Las preguntas podrían continuar y multipli-
carse, pero lo que queda claro es la importancia del tema 
y la necesidad de comenzar a valorarlo como parte de la 
temática de los derechos fundamentales.

3. Un apunte sobre el derecho al agua  
	 en México

En México el tema se encuentra vagamente regulado en 
el artículo 27 constitucional, aunque de su texto quizá no 
pueda inferirse un derecho fundamental al agua; en efecto, 
en sus párrafos primero, tercero, cuarto, quinto, octavo y 
noveno, así como en sus diversas fracciones, el artículo 27 
contiene referencias al agua o a las aguas, tanto interiores 
como marítimas, tanto nacionales como internacionales, 
pero sin que en ninguna de esas disposiciones se establezca 
en términos constitucionales un “derecho al agua”7. 

La ley que desarrolla en parte los mandatos del artículo 
27 constitucional es la Ley de Aguas Nacionales. La ley 
se refiere, en términos muy generales, a los distintos ti-
pos de recursos hídricos, a su forma de explotación y a la 
coordinación que deben observar las autoridades com-
petentes en la materia. No contiene derechos subjetivos 
articulables frente a la jurisdicción constitucional, aun-
que sí permite algunas impugnaciones en el ámbito de la 
jurisdicción administrativa.

7	 Un análisis más amplio de la problemática del derecho al agua en 
México puede verse en Gutiérrez Rivas, Rodrigo (2007), “Desalación 
del agua en México: una visión desde la teoría de los derechos socia-
les fundamentales” en la obra colectiva Desalación de agua con ener-
gías renovables, México: IIJ-UNAM, pp. 243 y siguientes.
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Otra referencia constitucional al agua se encuentra en 
el artículo 115, en cuya fracción III se establece que los 
municipios tienen a su cargo la prestación del servicio 
público de “agua potable, drenaje, alcantarillado, tra-
tamiento y disposición de sus aguas residuales” (inciso 
A). De nuevo hay que decir que tampoco en el artículo 
115 se contiene un “derecho al agua”, aunque existe la 
obligación de las autoridades municipales de prestar los 
servicios públicos que han sido mencionados. 

El tema del derecho al agua ha sido examinado por la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos en su Re-
comendación 47/2002, referida al caso de los usuarios 
del Distrito de Riego 025. En ese Distrito de Riego la 
Comisión Nacional del Agua restringió hasta el 100% el 
suministro de agua durante los ciclos agrícolas de 2000-
2001 y 2001-2002. Dicha restricción se hizo con el ar-
gumento de la fuerte sequía registrada a partir del año 
2000. La Comisión emitió una Recomendación a los Se-
cretarios de Medio Ambiente y de Relaciones Exteriores, 
por apreciar que se habían vulnerado en contra de los 
quejosos el principio de legalidad y los derechos de se-
guridad jurídica y de petición. 

En algunos párrafos de su Recomendación, la CNDH se 
refiere a violaciones al derecho al desarrollo. Aunque no 
utiliza el argumento de un “derecho al agua”, la Reco-
mendación mencionada es un tímido avance en la me-
dida en que contribuye a someter a la lógica de los dere-
chos fundamentales una cuestión que no hace muchos 
años hubiera sido simplemente archivada con cualquier 
argumento banal. Con toda seguridad servirá para que 
en el futuro próximo se vaya dando reconocimiento ju-
rídico a la necesidad básica de tener acceso al agua, así 
como para ir delimitando los derechos y obligaciones de 
particulares y autoridades en el tema.
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4. A modo de conclusión

Como se desprende de lo que llevamos dicho, el 
derecho al agua apenas se está comenzando a estudiar 
y su formulación en términos jurídicos es todavía muy 
débil. Sin embargo, en tanto se trata de una necesidad 
apremiante para muchos millones de personas, 
cualquier teoría de los derechos fundamentales que 
quiera ser mínimamente realista debe dar cuenta de la 
problemática tan ardua que se genera alrededor de este 
tema. En un futuro no muy lejano deberemos reconocer 
como derecho fundamental, de carácter tanto individual 
como colectivo, protector de las generaciones actuales y 
de las futuras, el derecho al agua (Fantini, 2002: 7).

Mientras se desarrolla plenamente el derecho al agua en 
las constituciones nacionales y en los instrumentos in-
ternacionales, los temas relacionados con los recursos 
hídricos se deben plantear en relación con otros dere-
chos, como el derecho a la alimentación, el derecho a 
la vida o el derecho a una vivienda digna8. Desde luego, 
su defensa también se puede dar con los instrumentos 
que proporciona el derecho administrativo, que como 
es obvio tiene una capacidad limitada para solucionar el 
fondo de este tipo de problemas.

Como se ha expuesto, el derecho al agua genera dos dis-
tintas obligaciones básicas o primarias para los poderes 
públicos: la primera consiste en proveer materialmente 
el líquido, haciéndolo asequible para la población en ge-
neral y de manera especial para los grupos más vulne-
rables; la segunda es asegurar que ese líquido tenga la 
calidad necesaria para el consumo humano, ya sea di-

8	 Es un tipo de argumentación que se utiliza también en el caso de 
ciertos derechos sociales, como lo han demostrado Víctor Abra-
movich y Christian Courtis.
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recto (es decir, cuando el agua se usa para beber o para 
la higiene personal) o indirecto (para usos agrícolas o ali-
mentarios en general). De esas dos obligaciones básicas 
pueden derivarse muchas otras, como por ejemplo la ne-
cesidad de limitar y controlar los productos agrícolas que 
deterioren los mantos freáticos, proteger los ecosistemas 
para generar un uso sostenible del agua, depurar las aguas 
ya utilizadas, impedir que algún particular se haga inde-
bidamente con grandes cantidades de aguas, administrar 
racional y responsablemente el agua, etcétera.

Lo importante es ir teniendo clara la necesidad de co-
menzar a plantear que el derecho al agua es un derecho 
fundamental y que, en consecuencia, existen obligacio-
nes de distinto tipo para las autoridades y los particula-
res dirigidas a reconocerlo, respetarlo y satisfacerlo. A 
partir de esa comprensión, la teoría y la dogmática ju-
rídicas tendrán mucho que aportar para el importante 
debate que sobre el derecho al agua tendremos en las 
próximas décadas.
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Resumen

Por lo general, los sistemas jurídicos imponen a los go-
bernados el deber de conducirse con la verdad, tanto en 
sus actos como en sus palabras, por lo que, en princi-
pio, el mentir no es permisible dentro de un sistema de 
derecho, pero ¿este deber es absoluto o existen excep-
ciones al mismo?, esto es, ¿el individuo tiene el derecho 
de mentir sin que ello le acarree consecuencias jurídicas 
desfavorables? Aún más, ¿la protección de este derecho 
de mentir se puede tomar como la condición sine que 
non para el ejercicio de ciertos derechos fundamentales, 
en concreto el de libertad de expresión, el de defensa y 
el de inviolabilidad de la personalidad? En el presente 
escrito se realizará un análisis que busque dar respuestas 
a las preguntas formuladas.

Abstract

In general, legal systems impose on the ruled the duty to 
say the truth, both in their actions and words, therefore, 
in principle, within a system of law to lie is simply not 
allowed, but this duty is absolute or are there exceptions 
to it? That is, the individual has the legal right to lie 
without creating any adverse consequences for himself? 
Furthermore, does the protection of this right to lie can 
be taken as the sine qua non condition for the exercise of 
certain fundamental rights, namely freedom of speech, 
right to defense and to the inviolability of personality? 
In this paper, we will go through an analysis that seeks 
to answer these questions.

Palabras clave: derecho de mentir, libertad de expresión, 
derecho de defensa y derecho de inviolabilidad de la per-
sonalidad.
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Keywords: right to lie, freedom of speech, right to 
defense and to the inviolability of personality.

Reseña

En la mayoría de los sistemas legales el acto de 
mentir no está protegido por las normas como 
un derecho, sino que por el contrario, dicho acto 

es condenado, y en ocasiones crea consecuencias jurídi-
cas de carácter penal. Sin embargo, lo anterior no puede 
tomarse como una regla general que deba aplicar en to-
dos los casos, pues no debe pasarse por alto que el acto 
de mentir, en algunos casos, es un derecho que deriva 
directamente de diversos derechos fundamentales o hu-
manos. Y es precisamente en este último caso cuando 
nace un conflicto, pues en ciertos casos al condenarse 
a un sujeto por mentir, se le estaría condenando por el 
ejercicio de una facultad básica.

La idea de que un sistema jurídico proteja el acto de men-
tir podría parecer incongruente si se toma en cuenta que 
la verdad es uno de los fines del Derecho, y entonces no 
es posible admitir que dentro de un sistema jurídico se 
contemple un “derecho de mentir” para el gobernado, 
pues al permitirse la inobservancia de la verdad, ello re-
sultaría en una contradicción del sistema mismo que le 
impediría el logro de uno de sus fines. 

Sin embargo, ésta es una conclusión precipitada en la 
que se considera que el gobernado tiene la obligación 
de cumplir con el deber de decir la verdad, lo que, en 
principio, es cierto, y así lo han recogido diversos siste-
mas jurídicos, por citar un ejemplo, al considerar como 
delito el falso testimonio. Mas no puede aceptarse que 
dicho principio deba admitirse en todos los casos. Por 
ejemplo, a mediados del siglo pasado, si un gobernado ale-
mán, al ser cuestionado por un oficial de la GESTAPO, 



A 
fo

nd
o

D
ig

ni
ta

s 
16

, M
ay

o-
Ag

os
to

 2
01

1

− 34 −

negara saber el paradero de una familia judía que de he-
cho tiene escondida en su casa, estaría incurriendo de 
forma clara en el delito de dar falso testimonio a una 
autoridad. Del ejemplo anterior podemos admitir que 
entonces “no decir la verdad” se justifica en algunos ca-
sos. Por lo que se podría decir que en principio “decir la 
verdad” es una obligación, que en ciertos casos admite 
excepciones, y es justo dentro de esas excepciones que se 
puede admitir que se tiene el derecho de mentir. 

Así, en el presente ensayo se analizará cuándo el acto de 
mentir merece protección legal, como condición necesa-
ria para poder proteger otros derechos fundamentales, en 
concreto, el de libertad de expresión, el de defensa y el de 
inviolabilidad de la personalidad. Para ello se desarrolla-
rá, en primer orden, la definición del derecho de mentir; 
enseguida se determinarán sus alcances a través de un 
análisis teórico y práctico; y, por último, se sopesarán los 
beneficios y problemas que presenta esta figura.

1. Definición del derecho de mentir 

Como dijimos con anterioridad, “decir la verdad” es, en 
principio, un deber, y sólo cuando se actualizan ciertas 
excepciones a dicha obligación, nace entonces el dere-
cho de mentir. Así, se puede decir que este derecho de 
mentir es la opción que tiene el individuo para elegir 
entre mentir o no hacerlo, y sin importar cuál sea la de-
cisión del sujeto, ello no le acarreará consecuencias jurí-
dicas desfavorables únicamente en lo que al ejercicio del 
derecho de mentir respecta. Así por ejemplo, si A comete 
delito de homicidio en contra de B, y A niega su respon-
sabilidad, y después, de las pruebas se colige que en efec-
to A mató a B, no se producirán consecuencias jurídicas 
desfavorables para A por la falsa declaración, sino que 
éstas derivarán de la comisión del acto delictivo per se.
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Es de mencionarse que este derecho de mentir no es ili-
mitado, pues los hechos o actos sobre los que se mienten 
deben de ser propios y sólo con la intención de proteger 
un derecho fundamental propio. En el ejemplo anterior 
A ejerció su derecho de mentir sobre hechos propios 
para proteger su derecho fundamental de defensa. 

Por lo que, al ser el acto de mentir un medio que el ser 
humano utiliza de forma natural para proteger sus dere-
chos básicos, se considera que el derecho positivo debe 
acogerlo bajo su protección.

2. El derecho de mentir como  
	 libertad de expresión

De forma preliminar, cabe aclarar que el presente estu-
dio no versa sobre la libertad de expresión en sí misma, 
sino sobre ésta en relación con el derecho de mentir, 
por lo que, si bien es cierto que la libertad de expresión 
abarca tanto la expresión de opiniones, como la asevera-
ción sobre hechos, cuando aquí se hable sobre libertad 
de expresión se estará haciendo referencia únicamente 
a la segunda, pues cuando de opiniones se trata no tiene 
sentido hablar sobre verdad o falsedad.

2.1 Marco jurídico

A continuación se examinarán algunos ordenamientos 
jurídicos que regulan la libertad de expresión y que son 
aplicables en la República Mexicana, con la finalidad de 
analizar si el acto de mentir está o no protegido como par-
te del derecho fundamental de la libertad de expresión.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos de-
fine a la libertad de expresión como el derecho a no ser 
molestado por difundir información por cualquier me-



A 
fo

nd
o

D
ig

ni
ta

s 
16

, M
ay

o-
Ag

os
to

 2
01

1

− 36 −

dio de expresión. Por su parte, el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, si bien impone restriccio-
nes para el ejercicio de la libertad de expresión1, dicho 
instrumento internacional en ningún lugar impone la 
exigencia de que dicha información deba ser verdadera. 
De lo anterior resulta claro que la libertad de expresión 
no es irrestricta, pero si se respetan las limitaciones se-
ñaladas, entonces se podría decir, en principio, que la 
libertad de expresión conlleva una protección de la ex-
presión falsa, es decir, del derecho de mentir. 

En la Constitución mexicana se define a la libertad de 
expresión como la libre manifestación de ideas, y el mis-
mo ordenamiento establece ciertos límites al ejercicio de 
dicho derecho2, pero en ninguna de dichas restricciones 
se impone la obligación de una manifestación veraz de 
ideas, pues de hacerlo obligaría al gobernado a cumplir 
con un estándar tan difícil que desnaturalizaría el ejerci-
cio del derecho mismo. Así, se puede afirmar que siempre 
y cuando se respeten las restricciones impuestas por la 
Ley Suprema, cabe la protección del derecho de mentir. 

Cabe mencionar que dichas restricciones constitucio-
nales fueron delimitadas por el constituyente origina-
rio de forma restrictiva, es decir, éste trazó la línea entre 
la expresión de ideas que se encuentra bajo protección 
constitucional y la que no, por lo que no podría admi-
tirse que en las leyes ordinarias se añadiera el requisito 
de veracidad, y de esa forma condenar el ejercicio de un 
derecho de mentir que el constituyente originario per-
mitió al considerar que la expresión de ideas necesitaba 

1	 Las restricciones a que se hace referencia son: el respeto a los de-
rechos o a la reputación de los demás y la protección de la seguri-
dad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.

2	 Dichos límites son: que se ataque a la moral, los derechos de ter-
cero, se provoque algún delito o se perturbe el orden público.
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de un espacio para sobrevivir en donde el poder público 
no pudiera intervenir. 

Bajo este contexto, el acto de mentir es un derecho que 
deriva de la libertad de expresión, y como consecuencia, 
el poder público no puede condenarlo por el simple hecho 
de tratarse de una aseveración falsa, pues de hacerlo, esta-
ría atentando contra un derecho básico de los gobernados. 

Es de aclararse que cuando el Estado considera al fraude 
y a la difamación como delito y como causa de respon-
sabilidad civil respectivamente, no está condenando la 
mentira per se sino ésta aunada el daño económico en el 
primer caso, y a la falta de respeto a los derechos o a la 
reputación de terceros en el segundo.

2.2 Situación en México

Lamentablemente en México aún existen supuestos nor-
mativos en los que se criminaliza la expresión de aseve-
raciones falsas, limitando con ello la pluralidad de ideas, 
la generación de más escenarios de discusión y vías para 
disentir. Este proceder de nuestras autoridades se en-
cuentra en franca contravención con el derecho inter-
nacional y con el interno, pues con ello atenta contra el 
derecho fundamental de la libertad de expresión. 

Como ejemplo de lo anterior, se puede citar el artículo 
250 del Código Penal Federal de México en el que se im-
pone una pena de prisión de uno a seis años, así como 
una multa de carácter económico por atribuirse el ca-
rácter de profesionista sin tener el título profesional o 
autorización para ejercer alguna profesión reglamenta-
da, es decir, se penaliza únicamente el acto de realizar 
una aseveración falsa sin más, es decir, sin que sea nece-
sario que se incurra en daño a terceros o alguna otra de 
las restricciones marcadas por la Constitución.
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Así por ejemplo, si una persona afirma ser Licenciado 
en Economía sin que ejerza la profesión u obtenga al-
gún lucro indebido por ello, se actualizaría para éste una 
sanción penal y económica, imponiendo de esta forma el 
requisito de veracidad en la manifestación de ideas, con lo 
que esta ley ordinaria impone una limitación a la libertad 
de expresión que la Constitución Federal no contempla. 

Se podría argumentar que en el caso anterior la protec-
ción de las aseveraciones falsas no constituye un requi-
sito sine qua non para el ejercicio de la libertad de expre-
sión. Sin embargo, al respecto se afirma que no sólo en el 
caso citado, sino en ningún caso resulta imprescindible 
decir una mentira para ejercer la libertad de expresión, 
además, no se debe soslayar que si la Constitución Fe-
deral no exige la veracidad en la manifestación de ideas, 
mucho menos impone la obligación de demostrar la ne-
cesidad o no de la mentira. 

El empleo de métodos para silenciar la expresión de 
ideas –aún y cuando éstas sean falsas-, representan un 
obstáculo para la transición democrática que necesi-
ta nuestro país. El penalizar como conducta criminal 
el acto de mentir per se es un medio de intimidación y 
coerción por parte del Estado mexicano, quien debe ga-
rantizar el derecho de mentir, pues con ello estaría ga-
rantizando las condiciones necesarias para la libre circu-
lación de ideas y opiniones. 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha 
reconocido que en México la libertad de expresión es 
limitada, el Estado no debe olvidar que su deber no es 
coartar aún más dicho derecho fundamental, sino pro-
teger y respetar su ejercicio pleno, y el primer paso que 
podría tomar es creando un marco jurídico acorde a lo 
aquí expuesto.
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2.3 Derecho comparado

México no es el único país que tiene este tipo de leyes 
que no sólo imponen más restricciones al derecho de 
libertad de expresión que las contenidas en la ley fun-
damental, sino que indebidamente crean consecuencias 
de carácter penal para aquél que, en uso de su libertad de 
expresión, realice aseveraciones falsas. 

Por ejemplo, en Estados Unidos, el Acta del Valor Robado, 
la cual es una ley de carácter federal, impone hasta un año 
de prisión a aquél que realice la aseveración falsa de haber 
recibido una medalla de honor. El año pasado, la Corte 
de Apelaciones del Noveno Circuito de Estados Unidos 
declaró la invalidez de dicho ordenamiento federal, al 
considerar que la protección de las mentiras, como parte 
de la libertad de expresión, es una exigencia de carácter 
constitucional, debido a que se trata de un espacio del go-
bernado en el que el Estado no puede intervenir.

De lo anterior se puede apreciar que la Corte de Apela-
ciones de Estados Unidos consideró que no se debe ha-
cer un criminal de un mentiroso, si con su proceder no 
daña derechos de terceros ni el orden público.

Así, se considera que, el derecho de mentir que derive 
del derecho fundamental de libertad de expresión, y 
que respete los límites establecidos por la Constitución 
y por el Derecho Internacional, debe gozar de protec-
ción, para que así pueda ejercerse una verdadera libertad 
de expresión. Se puede pensar que el permitir realizar 
aseveraciones falsas puede crear confusión, pero ello no 
es así, pues ello daría pie al debate, y las aseveraciones 
falsas, al ser contrastadas con las verdaderas, saldrían fá-
cilmente a la luz.
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2.4 Abuso de derecho

Se considera que se incurre en un abuso de derecho cuan-
do el derecho de mentir es exigido por personas jurídicas. 
Diversas multinacionales en Estados Unidos han deman-
dado judicialmente el ejercicio del derecho de mentir, 
arguyendo esencialmente que las corporaciones también 
son personas. Pero, como menciona Thom Hartmann, 
“las corporaciones no están vivas, no respiran, no pueden 
ir a prisión, pues son simples ficciones legales”. Se consi-
dera que por el simple hecho de que el derecho de mentir 
derive directamente de ciertos derechos fundamentales, 
sigue las mismas reglas que éstos, es decir, es exclusivo de 
personas físicas, de los seres humanos.

3. El derecho de mentir como derecho de  
	 defensa durante el proceso

En este apartado se examinará el derecho de mentir 
como un derecho derivado del derecho fundamental de 
defensa, para poder entender la importancia y la necesi-
dad del mismo durante el proceso penal.

3.1 Marco jurídico

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
y la Convención Americana de Derechos Humanos es-
tablecen que durante un proceso, el acusado no podrá 
ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declarar-
se culpable. Lo anterior tiene como finalidad proteger 
al acusado contra el abuso de autoridad para obtener 
confesiones forzadas, y en general se interpreta como el 
derecho del acusado de guardar silencio, sin que por ello 
se presuma su culpabilidad. 
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La cuestión que aquí se plantea es si ese derecho de no 
autoincriminación se limita al derecho del acusado a 
guardar silencio o si se extiende a la posibilidad de faltar 
a la verdad durante el proceso. Se considera que el Es-
tado debe garantizar el derecho del acusado de mentir 
para tratar de exculparse siempre y cuando con ello no 
inculpe a terceros. 

Contra lo anterior se puede argumentar que el derecho de 
mentir en un proceso penal no se justifica si se considera 
que el acusado tiene el derecho de guardar silencio y una 
presunción de inocencia a su favor. Sin embargo, no se 
debe soslayar que bajo la realidad que vive un acusado, el 
acto de mentir se puede justificar como una reacción na-
tural, pues muchas veces el acusado no conoce con preci-
sión la sanción que enfrenta, aunado al hecho de que los 
defensores de oficio tienen muchas limitaciones.

Por su parte, la Constitución mexicana establece que el 
acusado no podrá ser obligado a declarar de donde se 
desprende su derecho de elegir entre declarar y no ha-
cerlo, y en el último caso nace la presunción de inocen-
cia a favor del mismo.

El Código Penal Federal, por su parte, si bien contempla 
el delito de falsedad en declaraciones judiciales, este de-
lito no se actualiza cuando el que miente tiene el carác-
ter de acusado. 

De lo anterior se puede concluir que en México se debe 
entender que el derecho de defensa implica la facul-
tad que tiene el acusado de abstenerse de declarar, o 
de hacerlo en los términos que estime pertinentes, aún 
cuando con ello se faltare a la verdad, es decir, que sí se 
protege el derecho de mentir como un derecho derivado 
directamente del derecho fundamental de defensa. 
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3.2 Situación en México

En relación a lo antes expuesto, la Suprema Corte deter-
minó que el derecho de defensa se limita a la facultad de 
no declarar o no hacerlo, sin que se pueda extender a una 
autorización para declarar con falsedad ante la autoridad. 

Sin embargo, se considera que dicha interpretación es 
incorrecta, pues el Máximo Tribunal decidió realizar 
una labor de integración, pasando por alto que sólo debe 
integrar la ley cuando ésta esté incompleta, por lo que, al 
no encontrar una respuesta clara en la Ley Fundamental, 
debió hacer uso, en primer orden, de una interpretación 
sistemática, analizando la legislación como un conjunto 
ordenado y coherente, en el presente caso, debió acudir 
al contenido del Código Penal Federal. Lo anterior pone 
de relieve el desconocimiento de los tribunales mexica-
nos de los alcances del derecho de defensa. 

El derecho de defensa no puede limitarse a una con-
ducta pasiva del sujeto, es decir el derecho de guardar 
silencio, sino que debe protegerse también la conducta 
activa, esto es el derecho de mentir del acusado, pues 
ello se relaciona directamente con la dignidad del suje-
to, pues si se afirma que una vez que éste decide declarar 
debe conducirse con la verdad, ello equivaldría a obli-
garle a que contribuya a su propia condena en contra de 
sus intereses legítimos, degradando así al inculpado a un 
objeto involuntario, a un objeto pasivo del proceso que 
adquiere importancia sólo como medio de prueba. Ade-
más, este derecho de mentir también encuentra justifi-
cación porque la ley, independientemente de si el sujeto 
es culpable o no, presume la inocencia del sujeto si éste 
decide callar, por lo que cabría preguntar, si la ley crea 
una ficción en favor del sujeto, entonces por qué éste no 
podría activamente sostener la misma ficción, esto es, su 
falsa inocencia, así el pretender obligar al sujeto a decir 
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la verdad cuando decide declarar resulta incompatible 
con el derecho al silencio. 

Si bien es cierto que el fin del proceso es la búsqueda de 
la verdad, también lo es que dicha búsqueda no debe ser 
a cualquier precio, pues de ser así nada impediría justi-
ficar el uso de cualquier medio para obtener la verdad, 
volviendo de esa forma a un régimen inquisitivo. 

3.3 Derecho comparado

En otros países se ha considerado que el derecho de 
mentir deriva directamente del derecho de defensa, en-
tre ellos se encuentra España. Así, el Máximo Tribunal 
español ha establecido por jurisprudencia que durante 
el proceso penal ningún acusado puede ser obligado a 
declarar en su contra, entendiendo lo anterior no sólo 
como el derecho de guardar silencio, sino extendiéndolo 
al derecho de mentir, afirmando que el acusado “puede 
callar total o parcialmente, o incluso mentir”.

3.4 Abuso de derecho

El derecho de mentir del indiciado no es absoluto, pues 
éste no se puede extender a las autoridades. Ello es así por-
que cuando el inculpado comete un delito en su carácter 
de autoridad no puede equipararse a un particular, puesto 
que aquél se encuentra revestido con poder público. 

El anterior argumento ha sido defendido por el Tribu-
nal Constitucional español, al negar un amparo a dos 
policías que realizaron manifestaciones falsas durante 
el proceso penal, en el que se les acusaba de abuso de 
autoridad, intimidación y amenazas, así como de la im-
posición arbitraria de multas administrativas, conclu-
yendo que en este caso los indiciados “se encuentran 
en una posición diferente a la del resto de ciudadanos” 
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y por ende existe “una mayor exigibilidad de rigor en 
sus manifestaciones”

4. El derecho de mentir como derecho de  
	 inviolabilidad de la personalidad

El derecho de la personalidad es aquél que se considera 
indispensable para que el ser humano pueda alcanzar 
sus fines, y por tanto, ha sido elevado a la categoría de 
derecho fundamental o humano. En el presente apar-
tado se analizará el derecho de mentir como el medio 
con que debe contar el individuo para defender la in-
violabilidad de su vida privada y de esa forma lograr el 
desarrollo integral de la personalidad.

4.1 Marco jurídico

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre establece que toda persona tiene el deber de con-
vivir con las demás de manera que todas y cada una puedan 
formar y desenvolver integralmente su personalidad. 

Por su parte, la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos y la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos establecen que ninguna persona puede ser 
objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida 
privada, en su familia o su domicilio. 

El hecho de que en los documentos internacionales so-
bre derechos humanos antes mencionados se reconozca, 
por un lado el derecho del desarrollo a la personalidad, y 
por otro el de la inviolabilidad de la vida privada, implica 
un reconocimiento de la dignidad de la persona huma-
na como elemento necesario para el desarrollo integral 
de la personalidad. Y en esa línea, al reconocer una su-
perioridad de la dignidad humana, se prohíbe cualquier 
conducta que la violente.
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El derecho a la inviolabilidad de la vida privada engloba el 
derecho a la intimidad, esto es, cada sujeto tiene derecho 
a tener un espacio propio y reservado ante los demás, así 
como de decidir sobre la publicidad de los datos relativos 
a su persona o familia, ideología o sentimientos.

El derecho de la personalidad no es absoluto, pues encuen-
tra sus límites en el derecho de terceros y en el orden públi-
co, pero cabe preguntarse hasta qué punto se debe permitir 
la invasión de la esfera privada de la persona en aras de sal-
vaguardar derechos de terceros o el orden público. 

Tomando en cuenta que el ataque a la vida privada pue-
de ocasionar un daño irreparable, se considera que una 
persona tiene el derecho de mentir cuando se le obligue 
o se ejerza cualquier tipo de presión para que ésta ex-
ponga al conocimiento de otros información sobre su 
vida privada, ello con el fin de salvaguardar la dignidad 
humana del individuo.

4.2 Situación en México

En este apartado se analizará el derecho de mentir como 
el medio que tiene el individuo para defender su dere-
cho de inviolabilidad de la personalidad. Por ser este úl-
timo derecho tan amplio y para efectos de claridad, el 
presente estudio se limitará al campo de las relaciones 
laborales. No pasa desapercibido que, a diferencia de los 
ejemplos antes mencionados en este escrito, la naturale-
za de la relación laboral es privada, pues se trata de una 
relación entre particulares en la que no existe interven-
ción estatal, es decir, se trata de una relación entre dos 
titulares de derechos fundamentales. Sin embargo, se ha 
escogido el campo laboral porque en la relación laboral 
el patrón tiene un poder de mando sobre el trabajador, 
y por ello este último se encuentra en una relación de 
subordinación con respecto al patrón, y en la práctica se 
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ven con frecuencia injerencias arbitrarias por parte del 
patrón en la vida privada del trabajador.

Si bien es cierto que el patrón debe saber ciertas cues-
tiones sobre el trabajador, también lo es que en algunas 
otras no debe intervenir, y de hacerlo, dicha interven-
ción deberá estar directamente relacionada con la eje-
cución de las funciones a realizar. En México, a pesar 
de que en la legislación sí se reconoce el derecho a la 
intimidad del trabajador, en la práctica se observa una 
violación recurrente al derecho de la personalidad, así 
como ataques a la vida privada en las relaciones labora-
les, en perjuicio del trabajador, como por ejemplo, con 
frecuencia se observa que al candidato a un puesto labo-
ral o empleado se le cuestiona sobre su estado civil, o a 
las mujeres se les pregunta si se encuentran o no en esta-
do de gravidez, o a veces, se condiciona la contratación a 
la obligación de realizarse exámenes médicos.

Así, el empleado o candidato se ve obligado a revelar in-
formación sobre su vida privada que de otra forma no 
daría, por lo que, en aras de salvaguardar la dignidad hu-
mana del individuo, y debido a que la obligación legal 
que tienen los patrones de no entrometerse en la vida 
privada del trabajador no es efectiva en la práctica, y to-
mando en cuenta que el patrón se encuentra en un nivel 
de supraordenación en la relación laboral, se considera 
que se debe reconocer el derecho del empleado o can-
didato a mentir al ser cuestionado sobre información 
relacionada con su vida privada, siempre y cuando di-
cha información no esté directamente relacionada con 
el trabajo a realizar. 

4.3 Derecho comparado

Resulta relevante mencionar que en Francia la ley laboral 
exige al patrón que durante el proceso de contratación so-
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lamente cuestione sobre aquellos datos o información que 
sean relevantes con la posible relación de trabajo, como 
las habilidades, conocimientos o formación del candidato, 
pero se excluyen las preguntas referentes a la salud perso-
nal, la sexualidad, ideología política o creencias religiosas. 
Lo anterior es así porque se considera que dicha actitud 
del patrón atenta contra el derecho de la personalidad. 

Lo atinado de la disposición en comento es que, a di-
ferencia de nuestra legislación nacional, no se limitó a 
imponer una restricción a la parte patronal, sino que au-
torizó a la parte trabajadora a hacer efectivo su derecho, 
permitiéndole para ello mentir en caso de que le sean 
preguntadas cuestiones que no tengan relación directa 
con el empleo a realizar, sin que con ello se creen conse-
cuencias jurídicas desfavorables para el trabajador. 

Así, la legislación francesa protege férreamente la inti-
midad y la vida privada, protección que se considera un 
modelo a seguir, ya que si un individuo se ve forzado a 
exteriorizar su intimidad, además de afectar su dignidad 
podría dar pie a actos discriminatorios.

4.4 Abuso de derecho

El derecho de mentir del trabajador no es absoluto, pues 
al ser la relación laboral de carácter privado, se tiene por 
un lado el derecho a la intimidad del trabajador, y por 
otro el poder de dirección del patrón. Así, la limitación del 
derecho fundamental del trabajador se justifica en la me-
dida que los datos que pida el patrón sean estrictamente 
necesarios y tengan relación directa con la prestación de 
servicios o trabajo a realizar. Así, si el trabajador o can-
didato miente sobre información que está directamente 
relacionada con el trabajo a realizar, estaría incurriendo 
en un abuso de derecho, y por ende, bajo estas circuns-
tancias el derecho a mentir no debe protegerse.
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5. Conclusión

El derecho a mentir, bajo los límites y alcances señala-
dos, adquiere su importancia cuando se erige en el medio 
necesario para que el individuo pueda defender ciertos 
derechos fundamentales que resultan esenciales para la 
condición humana. Si bien el Estado, a través de diversos 
ordenamientos legales, ha reconocido algunos derechos 
fundamentales del individuo con la intención de prevenir 
o detener cualquier intromisión en cuestiones que lesio-
nen dichos derechos, en la práctica se observan aún mu-
chas violaciones a los mismos. Por lo que resulta evidente 
que no se puede dejar dicha responsabilidad totalmente 
en manos del Estado, sino que lo que se propone es que 
el Estado autorice al individuo a que pueda defender am-
pliamente sus propios derechos básicos. Ello es así porque 
es precisamente el titular de esos derechos el mayor inte-
resado en la defensa de los mismos, aunado al hecho de 
tener un interés legítimo, por lo que no se le debe limitar 
a tener una rol pasivo en la defensa de sus derechos, sino 
que debe asumir un papel activo para reclamar y exigir el 
respeto a esos derechos, y bajo esa tesitura se debe prote-
ger el derecho de mentir como el medio necesario para 
proteger ciertos derechos básicos. 
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Resumen

La humanitas sigue siendo la meta del pensamiento 
humanista. Meditar y cuidar que el hombre sea humano 
en lugar de no-humano, inhumano, esto es, ajeno a su 
esencia. ¿En qué consiste la humanidad del hombre? 
Reside en su esencia. Aquí la defensa de los derechos 
humanos empieza por el reconocimiento de la violación 
colectiva del derecho a vivir, a comer, a estudiar, a ser feliz 
de la mayoría de nuestros ciudadanos. Otra violación 
tan grave como la primera: el derecho a la educación de 
millones de mexicanos quienes reciben la instrucción 
primaria que en poco les servirá para enfrentarse a la 
vida. La reflexión del texto parte de Heidegger y su Carta 
al Humanismo.

Abstract

The Humanitas remains the goal of human thought. 
Meditate and caring man to be human rather than 
nonhuman, inhuman, this is alien to its essence. What 
is the humanity of man? Lies in its essence. Here the 
defense of human rights begins with the recognition 
of collective violation of the right to live, to eat, to 
study, to be happy most of our citizens. Another serious 
violation as  the first: the right to education of millions 
of Mexicans get primary education it in just serve them 
to face life. The reflection of the text of Heidegger and 
his Letter to Humanism.

Palabras clave: hombre, humanidad, esencia, pensar, so-
lidaridad, defensa.

Keyswords: man, mankind, nature, thinking, solida-
rity, defense.
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Antes de iniciar con el desarrollo del tema, se-
ñalo dos consideraciones que deseo se tomen 
en cuenta. Primero destaco la propia interpre-

tación sobre el marco conceptual. Segundo abordo los 
derechos humanos desde la perspectiva de la Ética que 
es la fuente original. Lo que pretendo es que el tema sea 
comprendido a fin de que pueda ser practicado.

1.1 Qué es el Humanismo

Comenzaré con la palabra Humanismo para aquello 
que pertenece al ser1, esto es: el pensar es aquello que 
es según su procedencia esencial. Que el pensar signifi-
ca que el ser se ha adueñado destinalmente de su esen-
cia. Adueñarse de una “cosa” o de una “persona” en su 
esencia quiere decir amarla, quererla. Pensado de modo 
más originario, este querer significa regalar la esencia. 
Semejante querer es la auténtica esencia del ser capaz, 
que no sólo logra esto o aquello, sino que logra que algo 
“se presente” mostrando su origen.

Ahora bien ¿desde dónde y cómo se determina la esen-
cia del hombre? Marx exige que se conozca y reconozca 
al ser humano. Y él lo encuentra en la sociedad. Para él, 
el hombre social es el hombre natural. En la sociedad la 
naturaleza del hombre es el conjunto de sus necesidades 
naturales (alimento, vestido, casa, sustento) se asegura de 
modo regular y homogéneo.

El referente religioso ve a la humanidad del ser huma-
no, humanitas2 hominis en la delimitación frente a la 

1	 Ser lo destaco en cursivas a lo largo del texto por indicar su aspec-
to filosófico.

2	 Humanitas: capacidad de realizar la humanidad en el hombre. Lo 
perteneciente a la naturaleza humana.
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deitas3. Desde la perspectiva de la historia de la reden-
ción, el hombre es hombre en cuanto “hijo de Dios” 
que oye en Cristo el reclamo del Padre y lo asume. El 
ser humano no es de este mundo desde el momento en 
que el “mundo” pensado de modo teórico-platónico, es 
solamente un tránsito pasajero hacia el más allá.

Martín Heidegger en su Carta al Humanismo nos ense-
ña: ¿acaso en esta interpelación al hombre en el intento 
de disponerse para este reclamo no se encierra una pre-
ocupación por el ser humano? ¿Y hacia dónde se dirige 
ese “cuidado” si no es en la dirección que trata de re-
conducir nuevamente al hombre a su esencia? ¿Qué otra 
cosa significa esto, sino que el hombre (homo) se torna 
humano (humanus)? Pero en este caso la humanitas sigue 
siendo la intención de un pensar de este tipo porque eso 
es el humanismo: meditar y cuidar que el hombre sea 
humano en lugar de no-humano, “inhumano” esto es, 
ajeno a su esencia. ¿En qué consiste la humanidad del 
hombre? Reside en su esencia. 

Si se entiende bajo el término general de Humanismo el 
esfuerzo para que el ser humano se torne libre para su 
humanidad y encuentre en ella su dignidad, en ese caso 
el Humanismo variará de humana en función del con-
cepto que se tenga de libertad y naturaleza. Asimismo, 
también variarán los caminos que conducen a su reali-
zación, lo interesante aquí será encontrar los puntos en 
común que hicieran posible fraternizar.

3	 Deitas: capacidad de abrirse a la propia divinidad. Lo pertene-
ciente a la naturaleza divina.
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Por muy diferentes que puedan ser las distintas acepcio-
nes de Humanismo de su función, de su intención, de 
su fundamento, del modo y los medios empleados para 
su realización y de la forma de su doctrina; en cualquier 
caso siempre coinciden en el hecho de que la humanitas 
del homo humanus se determina desde la perspectiva pre-
viamente establecida de una interpretación de la natura-
leza, de la historia, del mundo, del ente en su totalidad.

Todo Humanismo se basa en una metafísica, excepto 
cuando se convierte él mismo en el fundamento de tal 
metafísica. Toda determinación de la esencia del hom-
bre que sabiéndolo o no, presupone ya la interpretación 
del ente sin plantear la pregunta por la verdad del ser, es 
metafísica. Por eso y en concreto, desde la perspectiva 
del modo en que se determina la esencia del hombre, 
lo particular y propio de toda metafísica se revela en el 
hecho de que es “humanista”. En consecuencia, todo hu-
manismo sigue siendo metafísico. 

A la hora de determinar la humanidad del Humanismo 
no sólo no se pregunta por la relación del ser con el ser 
humano, sino que hasta impide esa pregunta, puesto que 
no la conoce ni la entiende en razón de su origen meta-
físico. A la inversa, la necesidad y la forma propia de la 
pregunta por la verdad del ser, olvidada en la metafísica 
precisamente por causa de la misma metafísica, sólo pue-
de salir a la luz cuando en medio del pleno dominio de la 
metafísica se plantea la pregunta: ¿qué es metafísica? Por 
lo tanto el fundamento de los derechos humanos es me-
tafísico al inclinarse hacia la naturaleza humana.

Se ha observado una actitud errada en los círculos inte-
lectuales que se ha repetido a lo largo de la historia de 
la humanidad: es pretender imponer su postura como 
la mejor. El origen del Humanismo y de los derechos 
humanos aclaro, no es exclusivamente cristiana. Evite-
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mos caer en el autoritarismo de la opinión pública que 
sostenga que una postura es mejor que otra, rompiendo 
la esperanza para nuestro país de concebir la humanitas 
hominis en su acepción total.

1.2 La presencia de la persona 

Merece la pena recordar lo que enseña Mounier: 

La persona en su personalismo es un esfuerzo humano para 
humanizar a la humanidad. Nada de lo que expresa la persona lo 
agota, nada de cuanto lo condiciona lo sojuzga. Quien se niega 
a escuchar el llamado y a comprometerse en la experiencia de la 
vida personal, pierde el sentido de ella (Mounier, 1957:23). 

Aclaro que reposicionar equilibradamente a la persona es 
la intención del Humanismo y de los derechos humanos. 

El ejercicio de los derechos humanos es un medio para 
desarrollar y enriquecer nuestro corazón, para evitar 
que este vacío, que esta falta de sentido, que este su-
frimiento, por la insatisfacción en la vida de no haber 
alcanzado nada que realmente importe, de no conocer 
nuestra esencia que gane la batalla sobre una civiliza-
ción que se ha negado a su propia gloria por la soberbia, 
la ira, el odio y el orgullo.

Para superar esta crisis existencial debemos renunciar 
a la ignorancia, el apego y el odio. Esto crea todos los 
problemas en nuestra vida ahora y se desea que no sea 
así en el futuro, los problemas provocados por la mente 
egocéntrica y los pensamientos de arrogancia que tanto 
daño hacen a todos los seres vivos.

Nuestro cerebro está lleno de palabras que no dejamos 
de escuchar todo el tiempo (según la Psiquiatría esto de-
riva las más de las veces en trastorno de ansiedad), no ac-
tuamos como pensamos, no hablamos como pensamos. 
Esto es, no hay unificación en el ser. Al respecto, la his-
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toria nos ha obsequiado formidables ejemplos de seres 
humanos que han trascendido precisamente por haber 
hecho de la praxis de su idea la exteriorización más clara 
de su humanidad.

Hace tiempo que nos ha dejado de ocupar la presencia 
de la persona que se revela respondiendo ¿quién soy?, 
¿quién me creo?, ¿para qué me creo? y ¿hacia dónde voy?; 
responder estas interrogantes es adentrarse en la re-
flexión permanente que habrá de posibilitar el despertar 
de la conciencia y la práctica de la congruencia. 

¿Por qué sufrimos? Por “perder” el amor, la salud, la ju-
ventud, la vida. Por la imposibilidad de conseguir los 
objetos deseados, peor aún, una vez conseguidos estos 
seguimos sufriendo porque no cumplieron con nuestras 
expectativas. Eso es lo que trastorna a la gente y da pie a 
múltiples problemas en el mundo. 

Los sufrimientos más peligrosos son aquellos que devie-
nen de la inconsciencia, de no estar en contacto con la 
“realidad”, de nuestras intenciones y de nuestros actos 
equivocados que no transformamos en aprendizaje. Todo 
esto son semillas contaminadas de los pensamientos per-
turbadores, esta es la naturaleza y la razón del sufrimiento. 
Lo explico: un pensamiento perturbador sólo puede pro-
ducir otro pensamiento perturbador; así la mente se llena 
de depresión y soledad, sintiéndose siempre insatisfecha, 
vacía, temerosa, porque hay apego y mucha expectación.

La intención en la vida es no herir a los demás, beneficiar-
les, hacer que su vida sea útil, liberarles de los problemas, 
desarrollar la compasión y la sabiduría para crear una ma-
yor felicidad a los demás. Al comprender el sufrimiento y a 
nuestra mente podemos hallar motivación para conseguir 
estas intenciones y cumplir con el propósito de la vida. 
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1.3. Los derechos humanos de tercera  
	 generación: una nueva forma de  
	 vida para todos los mexicanos

Existe un deber moral que no es optativo, defender la 
propia dignidad y la dignidad de la humanidad. Impli-
ca reconocer esta propia dignidad y sus violaciones. En 
segundo término, una de las facetas del problema de la 
violencia que sufrimos ahora es la dificultad para mu-
chos de reconocer su presencia. En algunos casos nos 
negamos a reconocerla, ello de sí ya significa un trastor-
no social porque es un indicador de que se ha perdido 
la sensibilidad, situación por demás grave, porque si no 
sentimos estamos negados a conocer para luego actuar. 
La violencia es una realidad que sufrimos diariamente y 
la violencia significa aniquilación. 

La violencia es una negación de la persona, de su identi-
dad, de sus derechos. La injusticia que nos mantiene en 
estado de enajenación es la violencia fundamental. La 
violencia es una faceta necesaria del neoliberalismo, por-
que éste gesta la desigualdad, apuesta a ella, tiende hacia 
ella. El mecanismo de los ricos consiste en orillar a los po-
bres a matarse entre sí. La lucha entre grupos étnicos en 
Chiapas es paradigmática. Los ricos cada vez más ricos y 
los míseros, muertos: éste es el programa que es alimen-
tado por las decisiones de quienes tienen entre manos la 
administración o el gobierno de la Nación. Es lo que de-
nuncia el Dr. Juan Parent a lo largo de su libro La acción 
no violenta. Bases teóricas y sugerencias prácticas.

La violencia de la guerra que nos muestran los medios 
de comunicación es un modo de hacernos olvidar la otra 
violencia, la que oprime la conciencia, la que impone las 
injusticias económicas, la que nace del racismo. La per-
sona se disuelve. 
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La mayor violación a los derechos humanos en México 
proviene de su sistema económico, que mantiene en la 
miseria económica y cultural a millones de seres huma-
nos. No se trata de abrir aquí un tribunal que defendiera 
los derechos de uno al que se le ha quitado un pedazo 
de tierra sin compensación. Las soluciones individuales 
tan apreciadas por las autoridades (juicio de amparo, por 
ejemplo) mantienen vivo un individualismo que se en-
cuentra en el origen del sistema social adoptado. Para 
contrarrestar este mal es necesario contraatacar sobre 
bases teóricas nuevas y tácticas creativas.

Aquí, la defensa de los derechos humanos empieza por el 
reconocimiento de esta falta en común, de esta violación 
colectiva del derecho a vivir, a comer, a estudiar, a ser feliz 
de la mayoría de nuestros ciudadanos. “Otra violación 
tan grave como la primera: El derecho a la educación 
de millones de mexicanos que no reciben siquiera la 
instrucción primaria y cuando la reciben en poco les 
servirá para enfrentarse a la vida” (Parent, 2007:36).

El derecho a la educación no es sólo un asunto de construc-
ción de aulas, es un nuevo enfoque de todo el proceso edu-
cativo: la radio, la televisión, los medios de comunicación 
en general, la escuela. Habrá respeto a los derechos huma-
nos cuando hayamos construido un sistema educativo que 
al rebasar los muros de las aulas alcance a la totalidad de los 
mexicanos para conducirlos hacia una vida digna.

Podemos seguir, porque aquí y ahora está la salud don-
de apenas empezamos a curar, se hace muy poco para 
prevenir, la educación social para ésta es inexistente. 
Más las libertades de expresión (cuando no se sabe leer 
y escribir ¿en qué consiste?), de reunión (cuando sólo 
la familia se reúne ¿de qué se trata?), de igualdad entre 
hombre y mujer (cuando domina el machismo ¿qué sig-
nifica?) y así sucesivamente.
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Rememorando al Doctor en Filosofía de la Universidad 
de Lovaina, Michel Schooyans, en la entrevista publicada 
en la Libre Belgique comenta: 

Yo creo que la forma más peligrosa de totalitarismo que nos 
amenaza actualmente viene del neoliberalismo. Al exaltar 
al individuo, glorifica su fuerza y da valor a una despiadada 
competencia. Los mejores deben ganar, tanto peor para los 
más pobres y los menos dotados. En el sistema conservador, 
la violencia está puesta fuera del círculo social, pero se man-
tiene especialmente en los salarios bajos y en el desempleo 
programado. Bajo la concepción de estas ideas conservadoras 
a ultranza, países como Suecia, Suiza, Francia y Estados Uni-
dos llegan poco a poco a acercarse a la tesis del nazismo de los 
sobrehombres, los subhombres y los no-hombres que pueden 
eliminarse sin dificultad (citado en Parent, 2010:11). 

Así en América Latina, agrega Juan Parent:

...la esterilización de los pobres donde debe de incluirse a los 
indígenas que suman a su pobreza, que no es atendida por 
el sistema social, su calidad humana de pertenencia a otras 
razas no valoradas por los dueños del mundo se ha tornado 
una práctica común y aún sistemática, patrocinada por los 
países ricos y los gobiernos locales (Parent, 2007:35).

Al respecto enuncio una reflexión valiosa (por aplicarse 
a la realidad imperante de nuestro país) de Paul Valadier 
en Agir en Politique: 

Traficar con las palabras (justicia, democracia, libertad) no 
toca solamente los valores exteriores del hombre; alcanza 
la relación interhumana y apunta hacia este universo 
(el lenguaje) en el que y por el que el hombre capta y se 
comprende a sí mismo (…) Un daño al lenguaje constituye 
un daño al corazón del mismo hombre(…) No es excesivo 
afirmar que el tráfico del lenguaje constituye la violencia más 
fundamental de la vida social y política y consecuentemente 
la inmoralidad en su estado más puro (Valadier, 1980:91).

Es para pensarse la inmoralidad del discurso político 
que se escucha en nuestro país lleno de trampas verba-
les, nos da cuenta de que cuando una sociedad está en 
crisis lo primero que se gangrena es su lenguaje, necesi-
tamos comprender esto para trascenderlo.
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¿Cómo salir de esta inmoralidad? Ejercitando el respe-
to, que puede explicitarse como la acción que permite al 
hombre tener conciencia. El hombre no puede identifi-
carse con el mal porque su voluntad está orientada hacia 
la consecución del bien, la lucha contra la injusticia lleva 
consigo la liberación del hombre que es la condición que 
garantiza el funcionamiento de una sociedad más libre. Es 
triste observar la ignorancia del poder propio, del poder de 
nuestro espíritu. Es ésta una fase de liberación porque mu-
chos están atados a una debilidad más imbuida que real. 
Hay que volver a dar a la población confianza en su poder.

Recuerdo que Sorel decía que la fuerza es orden y la vio-
lencia caos. Mounier en 1938 lo referenció como “el caos 
establecido” (frase que se constituyó en lema de su re-
vista). La honestidad intelectual y el respeto del hombre 
abren los caminos hacia la verdad, ésta que no está en 
ninguna parte de manera absoluta. Los seres humanos 
en nuestra dimensión temporal no somos capaces de lo 
absoluto, aunque si podemos abrirnos a él.

Del libro principal que me inspira les comparto la si-
guiente idea: ya gozamos de un poder, nos encontramos 
dotados de un cuerpo que nos limita pero que nos per-
mite la comunicación. Se vive auténticamente la propia 
existencia cuando en la máxima tensión nos volvemos 
dueños de las alternativas, incluso de aquellas que re-
presentan el propio cuerpo, mediante una elección libre 
y personal o mediante una cadena de elecciones.

El sentido antropológico del cuerpo reside en su enrai-
zamiento en la personalidad que por una parte refleja y 
por otra contribuye a formar. Las violaciones a los dere-
chos humanos se dan primeramente en la temporalidad 
del ser humano y así se llega a la totalidad del ser viola-
do; por eso todo tipo de mal, como la tortura que afecta 
al cuerpo porque lo lesiona, destruye al hombre.
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La educación en los derechos humanos no es menos 
que esta enorme lucha. Mientras no penetre en nuestras 
costumbres y en nuestro pensamiento la filosofía vuelta 
acción, difícilmente podrá hablarse de una defensa in-
tegral de los derechos humanos. Limitarse a una apli-
cación recta de la ley (objetivo por demás utópico) es 
abandonar la mayor parte de la cultura de los derechos 
humanos que reside en las relaciones éticas entre las 
Personas, las Instituciones y las Naciones. En efecto, la 
ley se establece como un mínimo moral alcanzable por 
todos los miembros de una sociedad. Pero la capacidad 
ética del ser humano manifiesta en el ideal de los de-
rechos humanos, se vería frustrada, en la reducción al 
mínimo general. 

Estamos llamados a una vida ética no sólo a la obedien-
cia de la ley, porque la ley influenciada por el ius-positi-
vismo no cree en el ser humano, de ahí que no podamos 
tener sociedades justas si partimos solamente de ésta. La 
promoción de los derechos humanos nace de esta con-
vicción. Esta vida ética consiste en ver al mundo tal cual 
es para comprender lo que está en juego.

Es Basilio Padre de la Iglesia, citado por Juan Parent en 
la obra que me ocupa, quien decía: “El par de zapatos 
que tú no utilizas pertenece al que anda descalzo”. Hay 
aquí dos parámetros: primero, lo que no usas, que sea 
par de zapatos, de casas, de terrenos, de coches o el ali-
mento, el agua, la energía eléctrica que desperdicias, no 
te pertenece y segundo, la necesidad del medio social. 
Teniendo en México la cantidad de míseros que están 
por debajo de los mínimos vitales y sufren desnutrición, 
enfermedad y marginación de todo tipo, la acumulación 
sin razón de los bienes materiales se torna criminal.

La injusticia que todo este esquema representa, es la 
que debe ser considerada por los defensores de los de-
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rechos humanos. El verdadero nivel de vida del hombre 
está en su sentido de la dignidad humana y de la propia.

Es útil acudir una vez más a la realidad mexicana, toda vez 
que estamos enfrentando una crisis moral. Bien estamos 
aumentando nuestras fuerzas policiales, sacando el ejér-
cito a las calles o buscando alguna otra solución técnica. 
Esto infunde el terror y eso es contrario a la seguridad, 
además de que evidencia la insuficiencia de nuestros go-
bernantes ante la problemática social, su ineficacia va di-
rigida intencionalmente a derribar a la República.

A menos que tenga lugar un cambio positivo dentro del 
corazón de cada individuo que sea capaz de transformar 
incluso a las Instituciones, será muy difícil controlar las 
fuerzas externas (delincuencia organizada, cambios cli-
máticos, condiciones económicas, desempleo). Por con-
siguiente, cada uno de nosotros como miembro de una 
misma familia, la raza humana, tenemos la responsabili-
dad de hacer algo por la humanidad, porque si el futuro 
es bueno, brillante y pacífico nosotros recibiremos todo 
el beneficio aquí y ahora. 

Existe un reclamo generalizado planteado en congresos, 
seminarios, talleres o cursos al que se responderá con 
honestidad ¿cómo evitar la angustia y la ansiedad que 
generan las exigencias de nuestro tiempo -dicen- hay 
una familia que alimentar, que educar, cómo ser felices 
en medio de esta realidad? Una posible respuesta es ¿qué 
es esta fortaleza que nos permite mantener la calma 
ante las dificultades? No es resultado de factores exter-
nos como riqueza, comodidades, drogas, sexo o alcohol.  
La fuerza interior surge de un buen adiestramiento 
de la mente. Educar la mente y elegir a los derechos 
humanos como forma de vida ayudará a desarrollar la 
confianza incluso en la sociedad, cuestiones que son 
igual de importantes tanto para la vida pública como 
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para la vida privada. Esto, aunado a una igualdad cul-
tural, crearía una nueva nación.

Nos enseña el Dalai Lama:

...independientemente de si eres creyente o si no, el 
entrenamiento mental puede modelar nuestra actitud. 
Gracias a ello las personas pueden estar más tranquilas 
y tener más paz, son capaces de enfrentarse mejor a los 
asuntos más difíciles y urgentes; las experiencias pasadas 
y las conversaciones con otras personas expertas también 
contribuyen a la resolución de los conflictos. No cabe duda 
de que los problemas familiares incluso de la humanidad se 
pueden mitigar porque son de procedencia humana (Lama, 
2000:28).

En el área educativa no sólo nos hemos de ocupar del 
cerebro, sino también del desarrollo espiritual. Cuando 
se dice desarrollo espiritual, no es en sentido religioso, 
sino simplemente en el sentido laico de desarrollar un 
corazón bondadoso y compasivo, automáticamente, 
éste aporta fortaleza y el miedo y la duda se disipan. 

La lucha por los derechos humanos empieza, por con-
siguiente, en la purificación de las personas porque ahí 
reside el mayor obstáculo al desarrollo nacional. La dis-
ciplina personal es la base de los derechos humanos. Ser 
libre es realmente señorear sobre nuestros sentidos y 
sobre nuestro espíritu. La educación escolar o extra es-
colar (los grupos defensores de los derechos humanos 
son una escuela de vida permanente) debería de tender 
a desarrollar en todos la aptitud al dominio de sí mismo 
y a la disposición de servir a los demás.

Todos poseemos el anhelo innato de la felicidad. La fe-
licidad y la insatisfacción dependen de las emociones 
positivas y negativas. La naturaleza fundamental de la 
mente es pura. De modo que existe la posibilidad de redu-
cir las emociones negativas y aumentar las positivas. Por 
ende es posible superar el sufrimiento. Los derechos hu-
manos como forma de vida son una palanca importante 
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de transformación social, así todos podremos ser felices.

Devolver la confianza a la ciudadanía es luchar contra el 
miedo, así, por encima de la espiritualidad está la valentía, 
el conocimiento que no asume el riesgo de la práctica no 
posibilita ni la confianza ni el valor. La lucha es creación, 
es educación. El miedo de nuestra nación está fincado en 
la extrema pobreza de la mayoría y la falta de unidad so-
cial. Esta última hunde sus raíces en la identidad nacio-
nal, la grandeza mexicana está en cada ciudadano que aún 
quiere creer pese al sufrimiento infligido por la realidad. 

Cada mexicano es un canto de esperanza, porque cono-
ciéndose a sí mismo tendrá confianza en sí, acercándose 
a su naturaleza encontrará su propio ritmo que le po-
sibilitará un desarrollo armonioso, hasta entonces toda 
regla de conducta será innecesaria.

1.4 La verdad en los derechos humanos y  
	 la No-violencia

Tomasso Bugosi, filósofo italiano, declara que la solu-
ción de los conflictos está en encontrar la verdad. Pero 
¿qué es la verdad?, porque si queremos buscarla como 
recomendaba Ieoshuae4 “la verdad os hará libres”. La 
búsqueda de la verdad es una tarea que hemos abando-
nado en las ciencias y en la vida social, no sólo ya no nos 
interesa este proceso mental y físico sino que algunos ni 
siquiera se acuerdan que es la base de cualquier proceso 
humano que pretende ser eficaz. 

Para encontrar la verdad, lo primero es ponernos en 
contacto con la realidad (aprehendernos como somos en 
sí), condición que posibilita la verdad porque nos sensi-

4	 Ieoshuae, escritura en arameo correspondiente al nombre de Je-
sús de Nazaret
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biliza a ella. Saberme que soy un ser humano de carne y 
hueso, dueño de la razón, de la inteligencia y por tanto 
capaz de realizar la sabiduría como la operación más ele-
vada y emancipadora del ser-espíritu.

Desde la conciencia puedo discernir lo falso y por el libre 
albedrío optar por la verdad, que responde a ¿qué tengo 
cierto?, ¿qué tengo evidente?, ¿qué tengo en igualdad o 
adecuación a la conciencia, a lo sintiente y la realidad? y 
¿qué me ha sido desvelado?

Así, el ser humano busca la verdad y vive conforme a ella. 
Los derechos humanos podrían basarse en la búsqueda de 
la verdad. Los conflictos entre los hombres se mantienen 
vivos porque nos movemos fuera de ella. Engañándose 
los unos a los otros, no buscamos la verdad que hay en 
cada uno para llegar a una resolución justa, sino que nos 
imponemos y destruimos al otro. En este sentido, la No-
violencia es un medio eficaz para acercar a los derechos 
humanos a la verdad, en virtud de que “La No-violencia es 
la búsqueda continua de un equilibrio entre la afirmación 
de sí y el respeto del otro” (Mégard, 1996:57). 

Nos enseña Juan Parent 

La verdad no es posesión de nadie es otra razón por la 
que es bueno recurrir a la No-violencia. En efecto, en ella 
podemos desembocar en el descubrimiento de nuestro 
error y si estamos en lo cierto utilizar la misma lucha para 
alcanzar mayor conocimiento y, por consiguiente, mayor 
verdad. Porque un postulado fundamental del que depende 
toda lucha no violenta es que el espíritu de justicia está en 
mi enemigo como en mí y que el mal y el error están en mí 
como en él. No puedo iniciar una lucha no violenta para la 
defensa de los derechos humanos sin antes haber empezado 
un trabajo de purificación (Parent, 2007:39).

“El campo de batalla de la No-violencia es el corazón del 
hombre” (Vinoba, 1958:132). La preparación regular a la No-
violencia es la iniciación a la vida interior que es conoci-
miento, posesión y don de sí mismo. Este don conduce al 
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sacrificio (sagrado oficio), para evitar relacionarlo con un do-
lor mísero o burdo, el sagrado oficio (sacrificio) tiene que ver 
con el arte de servir, tiene que ver con saber para qué fuimos 
creados y asumir con vehemencia las consecuencias de ello.

El Bien Común en nuestro país, e incluso en el mundo, 
podría construirse con miras a los Derechos de los Pue-
blos, porque en una visión incluyente, en una sociedad 
humanista renovada por la No-violencia como medio 
para dar vida a los derechos humanos, será posible la in-
tersección y el equilibrio de varios órdenes de valores. 
Así podremos unirnos los unos a los otros desde nues-
tras diferencias, haciendo las causas ajenas propias. 

Comprender una época significa trascenderla. Este tra-
bajo, deseo, nos da la pauta para reflexionar cómo hemos 
vivido hasta hoy y decidirnos a trascender los males que 
hasta hoy nos han aquejado, esto es posible mediante los 
derechos humanos de tercera generación y la No-violencia.

Mas el diálogo alcanza su trascendencia en la acción, 
una acción notable de la persona es el compromiso, al 
respecto el mismo Paul Ricoeur en su entrevista Pour 
un étique du compromis, en Alternatives Non violentes in-
trodujo el tema de una ética del compromiso entendido 
como convenio entre litigantes. 

La tesis inicial es que ninguna sociedad ha estructurado un 
sistema único de justificación de lo que es justo o injusto 
¿qué es lo que, en efecto, me obliga a mantener mi promesa? 
Tres cosas: por una parte, mantener la promesa es mantenerse 
a sí mismo en la identidad de aquel que lo ha dicho y que lo 
hará mañana. En este mantenimiento de sí anuncia la estima 
de sí. Por otra parte, siempre es alguien a quien se promete y a 
la inversa de lo que se produce aquí que habíamos observado a 
propósito del reconocimiento mutuo: Es porque alguien cuenta 
conmigo, espera de mí, por lo que yo mantengo mi promesa, 
por lo que yo me siento a mí mismo vinculado. En la promesa, la 
estructura tríadica del discurso y la estructura tríadica del ethos 
se recubren mutuamente (Ricoeur, 2000:107) .

Reflexionemos que en el compromiso como recta inten-
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ción se combinan varios planos de referencia sin confun-
dirlos, el compromiso es el medio para apuntar al Bien 
Común. El compromiso se dará entre referencias fuertes, 
pero rivales. La lucha no violenta así es siempre porque 
nunca permite arreglos bajos que devaloren a los lucha-
dores y degraden el éxito.

Hay aquí todo un programa de acción educadora a los va-
lores, no simple instrucción sino adiestramiento para vi-
vir plenamente los valores adoptados. El primero de ellos 
es la propia dignidad como ser humano y ante la humani-
dad que cada cual representa. La lucha no violenta tiene 
su origen y cobra sentido en la promoción y defensa de 
nuestra dignidad. Esta convicción es indispensable para 
adentrarse en la defensa activa de los derechos humanos. 

La milenaria lucha de poder que ha levantado muros, 
roto familias, desatado guerras; llegó el momento de 
trascenderla, porque mi opositor es un enemigo para 
amar. La importancia de amar a mi enemigo cuando 
menos se lo merezca porque es cuando más lo necesita 
(Francisco de Asís). Lo explico. El opositor se ha queda-
do sin su poder merced a la ignorancia y demás emocio-
nes atávicas, comprender esto es dejar de apuntar con el 
dedo, es dejar de señalar culpables para tomar concien-
cia plena de la situación. La No-violencia enseña a asu-
mir la propia responsabilidad en el conflicto y el amor al 
prójimo es la revolución de la vida.

1.5 De la reflexión a la convicción  
	 que concluye

Eliminar la tendencia perversa de la violencia para la 
cual nos programaron desde el pensamiento de Hobbes 
“humus homini lupus” (el hombre es el lobo del hombre) y 
del antropocentrismo, que llevaron a la humanidad pri-
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mero a creer que el ser humano es malo por naturaleza, 
nada más falso que eso. 

Por otro lado, le dijeron al ser humano que era el centro 
de todo lo creado haciéndolo sentir como amo y señor, 
con ese criterio inhumano sometió a la naturaleza y la 
hirió profundamente, ahora que la naturaleza sufre a 
causa nuestra le recriminamos los daños que nos causa. 

Es peligroso porque hemos creído que somos malos, lo 
que constituye un golpe a la estima tan importante para 
un buen vivir. El antropocentrismo nos hizo hijos de la 
soberbia, un mal ancestral de la humanidad, que ha elimi-
nado incluso civilizaciones completas. “La tierra es cosa 
fuerte. Si lanzamos una pelota, ella la devuelve. Pero si re-
cibe el hierro y el azadón no. Si Ustedes son huecos e in-
flados como una pelota, la tierra los rebotará. Sean como 
el hierro, como la herramienta paciente” (Vinoba, 1958:12) 

Nuestro país también presenta problemas a raíz de aque-
llas programaciones por ello decir:

... no a la violencia, ciertamente, pero un no dirigido a 
toda clase de violencia. Es violento todo aquel que denigra 
a otro ser humano. Ausencia de trabajo es humillación, 
salario mínimo injusto es destrucción del otro, elecciones 
irrespetuosas de la voluntad popular es guerra contra la 
nación (Parent, 2007:63) .

De modo que la estructura básica de la sociedad huma-
na requiere un sentido de responsabilidad, basado en la 
unión, en la solidaridad, en la compasión, en la filantro-
pía, esta última como fuente de felicidad.

Presento el principio de la No-violencia como:

... la técnica o método para mejorar la mente, es la teoría de 
la interdependencia, ésta se basa en las causas del placer y 
el dolor en el hecho de que todo está interconectado, lo que 
crea una reacción en cadena, así la felicidad y la satisfacción 
depende de una serie de factores, de hecho la interdependencia 
amplía nuestra visión del mundo, mostrándonos que todo está 
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vinculado en beneficio nuestro. Comprender esto fomenta la 
práctica de la bondad y la compasión (Lama, 2000:38).

Como seres humanos, en esencia somos iguales, al fin 
y al cabo todos pertenecemos al mismo planeta, somos 
miembros de la misma familia: la raza humana, (concien-
ticémonos de este precepto para vivir la diferencia). Todos 
los seres vivos poseemos la misma naturaleza innata que 
anhela la felicidad y rechaza la aflicción. Todos queremos 
algo bueno para nuestras vidas, todos llevamos dentro la 
semilla del amor a nosotros mismos y al prójimo. Sinteti-
zando todos y todo cuanto existe está interconectado, de 
ahí que la injusticia hecha a uno se hace a todos.

El afecto es un elemento importante en la concepción. 
El afecto y la compasión no sólo son una búsqueda del 
amor o el placer. El amor es nuestro poder, es nuestra 
forma de estar en el mundo. La verdadera compasión es 
solidaridad, es sentimiento de comprensión-cercanía, 
de don y de responsabilidad. La compasión genuina se 
genera cuando nos damos cuenta de que las personas 
sufren por falta de prosperidad, de que nuestra naturale-
za sufre a causa de nuestra arrogancia, que las relaciones 
humanas agonizan por nuestra soberbia. La compasión 
es desarrollar un interés genuino por todo ello.

Es muy importante saber qué es la compasión, para ello 
citare textualmente al Dalai Lama: 

... la compasión genuina implica analizar la situación 
independientemente de si esa persona es allegada a nosotros 
o no. El hecho es que hay una persona que tiene un problema, 
que está afligida y que tiene el mismo derecho que yo a 
superar ese sufrimiento y a ser feliz (Lama, 2000:37).

Como seres humanos poseemos inteligencia y habilida-
des extraordinarias que nos permiten ser previsores, de 
ahí que no sólo podamos hacernos responsables de otros 
seres humanos sino del bienestar de otros seres vivos y 
del planeta. Si continuamos utilizando nuestra inteli-
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gencia, como ahora en sentido destructivo, el resultado 
será trágico, invirtamos este proceso con la educación.

Los seres humanos poseen un sentido innato para apreciar 
la verdad, si tratamos con sinceridad a cualquier individuo, 
éste lo aprecia. Si lo engañamos se da cuenta de ello y no le 
gusta. Si un ser humano se comunica profundamente con 
los demás éstos lo aprecian, tanto si son creyentes como si 
no lo son, si son pobres o ricos, cultos o incultos. Por con-
siguiente, la compasión y la honestidad existen para evitar 
engañarnos a nosotros mismos y a los demás en respeto al 
derecho que todos tenemos de ser felices.

La felicidad es mental. La tecnología no puede 
proporcionárnosla como tampoco puede hacerlo la 
riqueza, esta última es una fuente parcial de la felicidad, 
esto no nos dará felicidad directa y permanente. 

La felicidad se ha de desarrollar en nuestro interior, nadie 
nos la puede dar. Su causa última es la tranquilidad del orden 
o paz, ésta no depende de factores externos. No importa si 
carecemos de comodidades, de si tenemos o no éxito en la 
vida mientras tengamos confianza interior (Lama, 2000:49).

El interés, la consideración por los demás y el afecto 
son factores de suma importancia para nuestra felici-
dad. La compasión nos confiere fuerza interior un sen-
timiento de valía interna. Una buena elección podría ser 
la transformación en personas de buen corazón, afec-
tuosas, no importa si eres político, empresario, religio-
so, profesionista, ama de casa, hijo de familia, creyente 
o no. Nuestra conducta individual puede contribuir a 
crear un mundo feliz. 

Podemos creer en la unión como expresión de coopera-
ción, de altruismo de solidaridad, de orden. Lo que es ne-
cesario para tener un cuerpo, una familia, una sociedad, 
una nación, un planeta sano. Pero ¿cómo desarrollamos la 
unión?- ¿por la fuerza? -¡Imposible! La alternativa son las 
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acciones voluntarias que posibilitan ocuparse del bienes-
tar de los demás. Podemos elegir a la unidad como mani-
festación de los derechos humanos, en especial de los de 
tercera generación. Sea esta una invitación a la sociedad, 
a nuestras autoridades a fin de establecer un diálogo ho-
nesto sobre los Derechos de los Pueblos como una forma 
de vida para todos los mexicanos.

Ens quauntum
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Resumen

Desde su creación, los organismos públicos de derechos 
humanos en México, tienen facultad de conciliar a los 
quejosos y/o agraviados con las autoridades o servidores 
públicos señalados como responsables de presuntas vio-
laciones a derechos humanos.

El procedimiento de conciliación tenía el propósito ini-
cial de brindar atención ágil, propiciar el diálogo y la 
persuasión en asuntos de naturaleza no grave; no obs-
tante, en la actualidad es una práctica común para varios 
organismos realizar la conciliación por escrito e incluso 
bajo su criterio unilateral.

La mediación ahora se presenta como una opción para 
que las personas en conflicto sostengan un diálogo no-
violento, conducido por un experto a fin de que propon-
gan la solución a su conflicto. Por ello, debe valorarse la 
conveniencia de incluir a la mediación como una nueva 
atribución de estos organismos, para que la apliquen en 
asuntos cuya naturaleza así lo permita.

En este sentido, la experiencia de la Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de México servirá como referencia.

Abstract

Since the beginning, in Mexico the human rights orga-
nisms have practiced the conciliation in presence of a 
violation of human rights.

In this way the conciliation had the orignal purpose of 
providing flexible care; through this, one can promote 
dialogue and persuasion, in cases where no severe da-
mage is caused by the civil servant, nevertheless, in the 
present the organisms practice conciliation in a written 
matter even under unilateral approach.
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Nowdays mediation is an excellent option to solve 
conflicts between complainants and civil citizen or go-
vernmental citizen, which is handed in a non-violent 
dialogue by an expert who will help them to propose a 
satisfactory solution; even more the solution is given by 
bilateral approach. For that reasons, the convenience of 
including mediation in no severe cases should be eva-
luated as a new attribution for this Organisms.

Talking about experience, the Human Rights Organism 
of the State of Mexico could provide a better reference.

Palabras clave: mediación, conciliación, derechos huma-
nos, México, prospectiva, retos, ombudsman, Estado de 
México, queja.

Keywords: mediation, conciliation, human rights, 
Mexico, prospective, challenges, ombudsman, Estado 
de Mexico, complaint.

Introducción

Ante el súbito impulso que, en nuestro país, ha re-
cibido la mediación como método novedoso de 
solución de conflictos, es oportuno analizar con 

detenimiento en qué ámbitos y cómo ha de integrarse, a fin 
de asegurar que no violente los derechos de persona alguna.

En el ámbito público ha sido poco explorado si el ámbito de 
la defensa y protección de los derechos humanos es un es-
pacio idóneo para incorporar la facultad de mediar, a me-
nudo se evade el tema con una negativa sin debate previo, 
arguyendo que no es posible mediar o negociar derechos 
humanos y/o que con la conciliación es suficiente.

Este artículo tiene por objeto exponer algunas reflexio-
nes sobre la factibilidad y conveniencia de incluir a la 
mediación entre las atribuciones de los organismos pú-
blicos de derechos humanos.
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En primer lugar, abordaré los aspectos generales de esta 
herramienta de solución no violenta de conflictos: su 
definición, sus principios y las ventajas que representa 
frente a otras formas de afrontar conflictos.

Así, con estas bases, procederé a analizar la compatibilidad 
de la mediación con la causa, naturaleza, objeto y compe-
tencia de los organismos públicos de derechos humanos 
en México para, finalmente, compartir la experiencia de 
la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Méxi-
co (CODHEM), misma que desde el año 2008 contempla 
en su Ley la facultad de mediar asuntos de naturaleza no 
grave dentro del procedimiento de queja.

La premisa de este artículo sostiene que la experiencia 
particular de dicho Organismo en materia de mediación, 
puede ser aplicable a otros organismos públicos de dere-
chos humanos en México, ya que comparten la misma 
naturaleza y sus funciones esenciales son homólogas. 

El objetivo es provocar en otros organismos públicos de 
derechos humanos el debate y el análisis sobre la conve-
niencia de replicar o mejorar esta práctica.

1.	 Aspectos generales de la mediación

1.1. Definición

Actualmente no existe una definición consensuada y 
única sobre el término de mediación, hay tantos con-
ceptos, como autores; sin embargo, las definiciones se 
construyen a partir de elementos más o menos comu-
nes, como los siguientes: 

»» Es un método alternativo: lo que quiere decir que 
hay otras vías para resolver controversias, que se 
consideran principales. Para Martínez de Murguía 
llamamos “a la mediación y a las demás técnicas de 
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resolución de conflictos como técnicas alternativas 
porque en su origen se desarrollan al margen de los 
procesos formales de impartición de justicia” (Martí-
nez, 1999:57). Por otro lado, Boqué (2003) opina que 
en lugar de alternativa, la mediación es complemen-
taria, debido a que existen conflictos que, por su na-
turaleza, requieren de un espacio como la mediación 
para solucionarse.

»» De resolución de disputas: este término abarca a 
todas las prácticas extrajudiciales de intervención 
en los conflictos, como el arbitraje, la conciliación y 
la mediación. Deriva del término Alternative Dispute 
Resolution (ADR) como se le conoce en Estados Unidos 
y significa resolución alternativa de litigios. Cabe 
mencionar que otra sigla frecuente para referirse a 
estas prácticas es MASC (medios alternos de solución 
de conflictos) (Márquez: 2004).

»» En presencia de un tercero: el mediador es una 
tercera persona, grupo de personas o institución 
independiente o externa, que contribuye, a menudo 
con su sola presencia, a reducir al mínimo la hostilidad 
y los ataques, buscando favorecer el diálogo entre los 
protagonistas del conflicto (Boqué, 2003).

»» Neutral: este es un elemento indispensable para de-
finir a la mediación, ya que se refiere a la posición del 
mediador, la cual debe ser equilibrada, equidistante 
y libre de preconcepciones. Las partes necesitan sa-
ber que el mediador no establecerá alianzas y que 
no actuará en su conflicto basado en sus intereses o 
creencias particulares. Éste concepto se combina o 
sustituye al de imparcialidad.

Se ha propuesto que tanto neutralidad, como impar-
cialidad, sean sustituidas por el vocablo multiparcia-
lidad, que significa tomar partido por todos, “evoca 
independencia y empatía a la vez” (Boqué, 2003:33) 
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por parte del mediador, así, en lugar de evitar favo-
recer a una parte, el mediador puede ser libre para 
favorecer, a todos potenciando la autodeterminación 
de los mediados, pero en forma empática.

»» Con el objeto de llegar a un acuerdo: los protago-
nistas del conflicto colaboran en la mediación para 
hallar soluciones. Uno de los puntos fuertes de la 
mediación es que los acuerdos libremente pactados 
conllevan a un mayor grado de cumplimiento que 
aquellos acuerdos que son impuestos.

Sin embargo, dadas las características de la media-
ción, el grado de éxito no debe medirse únicamen-
te por el número de acuerdos alcanzados; sino que 
también hay que valorar otros logros, por ejemplo si 
se ha contribuido a mejorar la comunicación y/o la 
relación humana de las personas en conflicto.

»» Pacíficamente: la mediación es una intervención pací-
fica, en tanto que está libre de violencia, pero también es 
una herramienta para la construcción de la paz positiva 
(ausencia de violencia directa, estructural y cultural). 
Asimismo está relacionada con la cultura de la paz, la 
educación para la paz y el derecho humano a la paz. 

Desde mi perspectiva, prefiero asociar la mediación 
con la filosofía de la No-violencia activa, de esta for-
ma se evitará confundir pacifismo con pasividad. 

Los partidarios de la No-violencia toman en consideración 
los conflictos, ya sea interpersonales, sociales o políticos, 
para, al implicarse en ellos, intentar resolverlos por medios 
que no tengan nada que ver con el mecanismo de la violencia. 
Tales medios –que excluyen incluso el odio al otro, aunque 
sea responsable de una injusticia – se busca que sean eficaces 
y moralmente aceptable (sic) (Vaillant, citado en Ahimsa: 
www.codhem.org.mx).

La filosofía de la No-violencia sostiene que siempre 
es posible el diálogo, incluso con el que ha cometido 
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una injusticia o ha usado la violencia, sus estrategias 
siempre buscarán el diálogo, por ello, la mediación 
se ubica dentro de las estrategias de la forma de vida 
no violenta.

»» Requiere del libre consentimiento de los involucra-
dos en el conflicto: a esto se le denomina principio 
de voluntariedad. 

»» A ellos pertenece la decisión final: la mediación fo-
menta la autodeterminación y el protagonismo de las 
personas en conflicto. Asimismo les permite asumir 
su responsabilidad en el conflicto y en su solución, la 
cual debe ser satisfactoria.

»» Mejora relaciones: centra la atención en el elemen-
to humano, apunta a objetivos difíciles de reflejar en 
una estadística, pero que buscan el crecimiento per-
sonal durante el proceso.

»» Previene o cura: como prevención, evita destrucción 
o acciones irreversibles. El principal componente 
preventivo proviene del aprendizaje que adquieren 
las personas que participan en la mediación, el cual 
pueden trasladar a otra situación futura de conflicto. 
Además, cura porque reconstruye vínculos o relacio-
nes destruidas o deterioradas.

»» Transforma: supera el escenario de lucha adversa-
rial en el conflicto y lo orienta hacia la colaboración, 
asimismo busca restaurar las relaciones e influir en 
un cambio cultural en materia de solución de con-
flictos, sobre todo desde la Escuela Transformativa 
de la mediación.

»» Promueve el crecimiento personal y moral: la me-
diación potencia y promueve valores, habilidades y 
aptitudes en los participantes; sin embargo, final-
mente ellos deciden si los aprenden y practican, o no.
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Las definiciones de mediación atienden a la perspectiva 
y experiencia de cada autor; no obstante, los elementos 
anteriormente descritos son los más frecuentes. 

Para construir la definición de mediación se pueden 
considerar todos o sólo algunos elementos, por ejem-
plo los sujetos de la mediación (mediador y mediados), 
algunos principios (voluntariedad y neutralidad) y los 
objetivos de la mediación (solucionar, restaurar relacio-
nes, llegar a un acuerdo etc.). Sin embargo, esta breve 
revisión es un punto de partida para evitar confusiones 
terminológicas en el desarrollo de esta reflexión. 

Considero fundamental proponer una definición que 
abarque los múltiples espacios donde se practica la me-
diación, incluyendo el ámbito público de derechos huma-
nos. De modo que entenderemos por mediación a aquel 
procedimiento sencillo y flexible en el que un tercero, 
llamado mediador, facilita la comunicación respetuo-
sa entre las personas en conflicto, con el fin de que ellas 
construyan colaborativamente la solución que les parezca 
aceptable y satisfactoria.

1.2. Principios sine qua non de la mediación

Como he sostenido, la naturaleza sencilla de la media-
ción permite su aplicación en distintos ámbitos; pero en 
cada uno de ellos se le matiza en forma distinta, de ahí 
que además de las definiciones, son variables también el 
número de principios que se le atribuyen.

Entonces, para continuar la exposición de los aspectos 
generales de la mediación aplicables a cualquier ámbito, 
me referiré a principios imprescindibles, como lo son: el 
principio de voluntariedad, el principio de multiparcia-
lidad y el principio de confidencialidad.

No aplicar estos tres principios afectaría de tal forma que 
estaríamos en presencia de otra cosa, menos mediación. 
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Ejemplo de lo anterior sería imponer u obligar a alguien 
a participar, permanecer o convenir en determinado 
sentido, esto vulnera la voluntariedad.

Asimismo, favorecer a alguien o dejar que las creencias 
personales del mediador determinen la solución, ade-
más de atentar contra la ética profesional del mediador 
y contra los derechos de los mediados, no podría deno-
minarse mediación, pues carecería de imparcialidad (o 
multiparcialidad, como he apuntado).

De igual forma, la confidencialidad es un principio ne-
cesario para que los mediados adquieran confianza en 
el proceso, les brinda la certeza de que no se revelará lo 
dicho, salvo con el consentimiento expreso de todos los 
involucrados. Más aún, trasgredir este principio consti-
tuye un delito en el Estado de México, indistintamente 
de que se trate de un mediador privado o de un servidor 
público (www.edomex.gob.mx).

Los principios de gratuidad, sencillez, celeridad y otros, son 
variables que dependen de la sede o ámbito de que se trate, 
pero su ausencia no altera la esencia de la mediación. 

1.3. Ventajas de la mediación en comparación con otras  
formas de afrontar conflictos

Estamos en presencia de un conflicto cuando entre dos 
o más personas o grupos existen diferencias conocidas 
que no han podido resolver, ya que piensan que sus fines 
son contradictorios, sus valores inconciliables o que el 
desacuerdo no puede ser superado. En ocasiones alguno 
de los involucrados se percibe afectado o con posibilidad 
de ver afectados sus intereses, derechos o pretensiones. 

Ahora bien, la divergencia o la afectación pueden ser reales 
o subjetivas, por ello algunos autores como Floyer (1993) 
dividen al conflicto en real o irreal, en donde el primero es 
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un hecho objetivo y el segundo surge de una comunicación 
deficiente, una percepción equivocada o un malentendido, 
que si no se detectan a tiempo pueden dar lugar a un con-
flicto real. En la cotidianidad los conflictos suelen tener 
tanto elementos objetivos como subjetivos. 

Es importante destacar que el conflicto no es positivo o 
negativo en sí mismo; sin embargo, según se lo perciban 
los actores pueden inclinarse por una vía determinada 
para hacerle frente. 

Así, la perspectiva que considera al otro involucrado en el 
conflicto como adversario o enemigo, generalmente im-
plica una visión ganar-perder, según la cual la solución no 
podrá admitir que ambos tengan razón, sino solo uno, por 
lo que con frecuencia subsistirán inconformidades.

Floyer (1993) expresa que el enfoque adversarial de solu-
ción de conflictos contempla entre sus vías: la coerción 
(o imposición sobre el más débil), buscar la aplicación de 
la ley, recurrir al arbitraje o a la negociación.

Por otra parte, los actores siempre tendrán la posibilidad 
de evadir o negar el conflicto, esperar que se resuelva 
con el tiempo o ceder a todas las pretensiones del otro 
con el fin de apresurar la solución. 

A pesar de lo que se pudiera pensar, estas actitudes no son 
negativas, tampoco el enfoque adversarial, más bien, pue-
den resultar convenientes en determinadas ocasiones de-
pendiendo del caso específico, por ejemplo: en conflictos 
menores y circunstanciales en donde no se vulnere nuestra 
dignidad, elegir evadir el conflicto puede ser atinado.

Entonces, si esto es así ¿cuál es la ventaja de preferir for-
mas colaborativas como la mediación para afrontar con-
flictos? Más aún ¿por qué es mejor afrontar un conflicto 
que evadirlo?
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Para responder a esta última pregunta, podemos imagi-
nar el escenario contrario, ¿qué sucede si no afrontamos 
un conflicto?, en primer lugar: la incertidumbre, pues 
no controlaremos o influiremos en el rumbo que toma-
rá, todo dependerá del azar.

Entonces, es aconsejable afrontar un conflicto, porque 
nos permite un mayor grado de participación para de-
finir el rumbo del conflicto desde el momento mismo 
en que elegimos una u otra forma para encararlo. De 
esta forma aumentan las posibilidades de que la solu-
ción nos satisfaga, además podemos pedir que nuestras 
posturas, intereses y necesidades se vean reflejados y 
tomados en cuenta.

Una vez que se ha decidido afrontar el conflicto, ¿por 
qué optar por vías colaborativas o no violentas como 
la mediación? 

A manera de respuesta abordaré únicamente las venta-
jas de la mediación en general, como una vía no violenta 
y colaborativa para la solución de conflictos:

a.	 Autocomposición y protagonismo de las partes

b.	 Fomenta la responsabilidad

c.	 Respeta voluntad

d.	 Empoderamiento de los mediados

e.	 Fomenta valores

f.	 Reconoce la dignidad de cada persona

g.	 Cultura de la paz
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a. Autocomposición y protagonismo de las partes

Desde el punto de vista jurídico, autocomposición in-
dica que las partes en conflicto asumen la tutela de sus 
intereses y deciden voluntariamente solucionarlo por la 
vía de la renuncia de sus pretensiones, el reconocimien-
to de las pretensiones de la parte contraria, o a través de 
la transacción o negociación.

Las vías para solucionar el conflicto jurídico por auto-
composición pueden ser unilaterales o bilaterales, sien-
do en esta última categoría donde se ubica la mediación 
pues implica un acuerdo de voluntades para encontrar 
una solución a las diferencias.

En un aspecto más amplio que el jurídico, podemos sos-
layar el término autocomposición y referirnos al prota-
gonismo de los participantes como una ventaja más de la 
mediación, en otras palabras, ellos asumen el control y la 
responsabilidad por el curso y el resultado de su conflicto.

En este punto, es necesario señalar que con frecuencia 
se confunden la mediación y la conciliación. Conviene 
aclarar que la sutil diferencia entre éstas radica en la po-
sibilidad de que el tercero imparcial que interviene en 
un conflicto ajeno pueda sugerir o realizar propuestas 
específicas de solución.

Desde luego, corresponde a las partes, el derecho de 
aceptarlas, modificarlas o rechazarlas; pero no deben 
ser impuestas, pues en tal caso no sería adecuado pensar 
que es una conciliación.

La diferencia aludida entre estas figuras jurídicas, aunque 
sencilla, puede verse reflejada en la obtención de resul-
tados distintos. Algunos autores, como Márquez Algara 
(2004), indican que el hecho de que el tercero que inter-
viene sugiera caminos para la solución del problema, o 
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bien, acuerdos específicos, disminuye el grado de com-
promiso de las partes con el cumplimiento de los mis-
mos, así como el nivel de responsabilidad que las partes 
asumen hacia su conflicto y su correspondiente solución. 

Con frecuencia es en el ámbito institucional público don-
de encontramos el uso indistinto de los MASC (arbitra-
je, mediación y conciliación), lo que puede ser fuente de 
confusiones1. En este sentido, hay quienes consideran que 
mediación y conciliación pueden referirse a lo mismo.2

De tal forma que teóricamente pueden encontrarse 
perspectivas que sostengan la similitud o bien, que sub-
rayen la diferencia entre estos dos medios alternos de 
solución de controversias. Más bien, será en la práctica 
donde las diferencias en su aplicación, se hagan más evi-
dentes y por lo tanto, más importantes. 

Tanto la mediación como la conciliación adquirirán 
matices diferentes según la institución o ámbito en el 
que se analicen, esto es, el procedimiento o la fase con-
ciliatoria se practicarán en forma distinta en el ámbito 
laboral, que en el ámbito de defensa de los derechos del 
consumidor o en una escuela. Lo anterior obedece a lo 
dispuesto en la respectiva legislación, pero también in-
fluyen el espacio, el tiempo, la carga de trabajo, entre 
otros factores.3

1	 Por ejemplo, en la Comisión Nacional de Arbitraje Médico se ha-
bla de un arbitraje en amigable composición, que en realidad es 
una conciliación y en algunos organismos estatales de derechos 
humanos se confunde la mediación con la gestión o conciliación.

2	 Esta postura encuentra grandes coincidencias con la Escuela de 
Harvard de la mediación, también conocida como modelo directivo. 
Esta Escuela se fija como objetivo principal, la obtención del acuer-
do y permite que el mediador tenga un rol más activo en el diálogo, 
al punto de estar en posibilidad de proponer vías de acuerdo.

3	 La CODHEM sí respeta la diferencia. Esto se abordará con mayor 
precisión algunos párrafos más adelante.
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En resumen, la principal ventaja de la mediación sobre 
la conciliación y otros medios alternos de solución de 
conflictos, como el arbitraje o la negociación, radica en 
que la primera brinda mayor o total protagonismo a las 
partes en la búsqueda de la solución más conveniente y, 
de ello, se obtienen consecuencias deseables.

b. Fomenta la responsabilidad

Galvis opina que la responsabilidad es “la capacidad de 
los seres humanos para responder por lo que hacen, 
dicen y piensan. La responsabilidad es la pertenencia de 
los actos o de las omisiones” (Galvis, 2005:50).

Afrontar el conflicto, asumir nuestra contribución en él, 
encarar las consecuencias que provocamos y tomar las 
riendas de su solución, sin duda, fomentan el sentido de 
responsabilidad de las personas. Al permitirles a los me-
diados el protagonismo en la solución de su conflicto, se 
les devuelve la responsabilidad de su conflicto, nadie más 
la asume por ellos, ni elige por ellos o por encima de ellos.

Además, vivir la experiencia de la mediación les recuer-
da que en futuras acciones tendrán que asumir las con-
secuencias de sus actos, así como el impacto de su con-
ducta en otras personas.

Continúa Galvis “El ser humano es realmente libre 
si actúa de manera responsable, es decir, si ejerce el 
privilegio de predicar la actoría y autoría de sus actos y 
de sus consecuencias” (Galvis, 2005:50).

c. Respeta voluntad

En la mediación se respeta el principio de voluntarie-
dad, así como la autodeterminación de las personas que 
participan en ella. Nadie puede ser obligado a iniciar, 
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permanecer o convenir, si no lo desea, así, se refuerza la 
responsabilidad a las partes.

d. Empoderamiento de los mediados

Las personas en conflicto, con la ayuda del mediador, tie-
nen la oportunidad de expresar asertivamente a la otra 
persona sus inquietudes y propuestas. El procedimiento 
de mediación les otorga mayor participación y mayor 
control sobre el resultado en comparación con el arbitraje 
o la conciliación.

e. Fomenta valores

Para realizar la mediación se requiere de un ambiente de 
confianza, respeto, comprensión y tolerancia.

f. Reconoce la dignidad de cada persona

La mediación propicia el reconocimiento del otro como 
un interlocutor válido y digno, con opiniones y emocio-
nes igualmente respetables.

g. Contribuye con la cultura de la paz

Este punto se abordará más adelante.

2. Reflexiones acerca de la compatibilidad  
	 de la mediación con el ámbito de  
	 competencia de los organismos  
	 públicos de derechos humanos

2.1. Causas de creación de los organismos públicos de  
	 derechos humanos

Una vez analizadas las características generales de la me-
diación, es tiempo de analizarla a la luz de los organismos 
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públicos de derechos humanos (opdh), pues no basta 
con mencionar que la mediación es un procedimiento 
ejemplar para la solución de conflictos, hay que susten-
tar debidamente las razones por las que puede ser con-
veniente incluirla dentro de la lista de facultades y atri-
buciones de las comisiones y procuradurías de derechos 
humanos en nuestro país.

Para iniciar esta empresa considero necesario revisar, 
aunque sea en forma somera, las causas de creación de 
los organismos aludidos. 

Jorge Carpizo (2003), presidente fundador de la Comi-
sión Nacional de Derechos Humanos (CNDH), refirió 
que ésta cuenta con antecedentes tanto en nuestro 
país, como en el extranjero (Ombudsman sueco). Al es-
tudiar estos antecedentes encontraremos alusiones a 
distintas causas, que en suma, explican y propician la 
creación de organismos públicos de derechos humanos 
en México:

a.	 Se crean para proteger los derechos de los gober-
nados, subsisten con los órganos clásicos de pro-
tección de derechos; es decir, los complementan, 
no los sustituyen ni los duplican;

b.	 Se persigue que los nuevos órganos sean antibu-
rocráticos y antiformalistas (Carpizo, 2003:12);

c.	 Este gran movimiento de la sociedad y del gobier-
no puede sintetizarse con dos lemas: Nadie está 
por encima de la Ley y No a la impunidad (Carpi-
zo, 2003: 12).

En suma, los organismos públicos de derechos huma-
nos nos recuerdan que el Estado y sus instituciones son 
un mero instrumento al servicio de la persona, quien 
los trasciende.



A 
fo

nd
o

D
ig

ni
ta

s 
16

, M
ay

o-
Ag

os
to

 2
01

1

− 88 −

Las comisiones y procuradurías de derechos humanos 
son herramientas de gobernabilidad, reguladoras de la 
función pública, porque protegen al gobernado de exce-
sos, injusticias, irracionalidad y retraso en la actuación 
de servidores públicos o autoridades.

A pesar de ello, no se constituyen necesariamente como 
adversarios de las autoridades o instituciones, pues si bien 
es cierto que proporcionan protección a los ciudadanos 
de ninguna forma su interés radica en agraviar o deme-
ritar a las instituciones, ni siquiera a aquellos servidores 
públicos que han olvidado su función y han vulnerado de-
rechos fundamentales. La reprobación se dirige en forma 
contundente hacia la conducta violatoria de derechos hu-
manos, no a la persona responsable, quien siempre tendrá 
una dignidad ontológica que debe ser respetada.

Incluso, cuando se ha comprobado la violación a de-
rechos humanos y derivado de ello se ha emitido una 
Recomendación, ésta tiene al menos dos finalidades: su-
gerir medidas para conservar y restituir a los afectados 
en el goce de sus derechos, así como la reparación del 
daño cometido por la violación a los derechos humanos, 
y por otro lado propiciar que la autoridad aprenda de la 
experiencia y restaure su actuar. 

En otras palabras, los organismos públicos de dere-
chos humanos defienden al quejoso y simultánea-
mente, brindan elementos a las autoridades para que 
mejoren su desempeño y ganen nuevamente la con-
fianza ciudadana.

Bajo este prisma, conviene ahora mencionar una distin-
ción importante para nuestro tema. Sabemos que dichos 
organismos poseen la facultad de conocer e investigar 
probables violaciones a derechos humanos; sin embar-
go, éstas pueden ser de naturaleza grave o no grave.
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Ante las primeras, su deber primordial es impedir la im-
punidad; sin embargo, tratándose de las segundas, hay 
cabida para propiciar el diálogo y el entendimiento, a 
través de métodos como la mediación o la conciliación.

Entender esto es importante, ya que en asuntos graves 
se debe priorizar la visión del Ombudsman como meca-
nismo de control para evitar el abuso de poder del Esta-
do y sus instituciones. 

No obstante, desde otra perspectiva, en asuntos de 
naturaleza no grave, los organismos públicos de de-
rechos humanos pueden darle la oportunidad a las 
instituciones y servidores del Estado para enmendar 
abusos y corregir errores, abriendo espacios de acer-
camiento y diálogo entre servidores públicos y gober-
nados y, así, coadyuvar con el perfeccionamiento del 
servicio público para asegurar el debido respeto a los 
derechos humanos.

En este sentido, el Dr. Constenla4 sostiene que el 
Ombudsman, debido a su posición independiente o 
autónoma, está en las mejores condiciones para mediar, 
por lo que la mediación es una función institucional 
que puede desarrollar, al lado de las que constituyen su 
esencia (Pierini, 2008:61).

Lo anterior, indica que por virtud de la mediación, los 
organismos públicos de derechos humanos son útiles 
para el Estado y sus instituciones, a la vez que satisfacen 
a quienes buscan su protección.

En este ámbito, la mediación podría aportar dos beneficios: 
el primero, solucionar rápida y satisfactoriamente algunas 

4	 El Dr. Carlos R. Constenla fue Presidente de la Asociación de De-
fensores del Pueblo de la República de Argentina. (ADPRA) en el 
período 2005-2007.
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quejas, y el segundo, generar en la autoridad o servidor pú-
blico la convicción de respeto a los derechos humanos.

Cito las palabras de la Defensora del Pueblo de Bue-
nos Aires:

Preferimos siempre el diálogo y la resolución pacífica, por eso 
en algunos países al defensor se le llama “mediador” o “procura-
dor” (es el que procura justicia). Somos instituciones en las que 
prevalece la cultura del encuentro y la proximidad –más diálogo 
y menos confrontación-, no sólo en los temas que atendemos, 
sino en los procedimientos y en los métodos; en cómo vamos 
trabajando día a día con la gente, en su conflictiva interna o en 
intergrupos, o con el sistema administrativo de la jurisdicción.

Desde nuestras Defensorías podemos- y debemos- construir 
día a día los diálogos y una cultura de paz con las herramien-
tas que tenemos en nuestras manos.

Si los defensores del pueblo, desde nuestros humildes 
lugares y para nuestra misión utilizamos una amplia caja de 
herramientas para inducir a los diálogos, a las persuasiones, 
a los métodos no confrontativos, habremos hecho nuestro 
modesto aporte a la paz y a la democracia en el marco de la 
convivencia y los derechos humanos (Pierini, 2008: 22).

2.2. Aportación de la mediación a la labor preventiva- 
	 transformativa de los organismos públicos de  
	 derechos humanos

Además de lo expuesto, la compatibilidad de la media-
ción puede ser comprobada desde otra perspectiva: la 
ayuda que la mediación supondría en la labor preventiva 
de los organismos públicos de derechos humanos.

A pesar de ser una causa de creación de estos organismos, 
la función preventiva no se contempló en el decreto fun-
dante de las comisiones de derechos humanos en el te-
rritorio nacional, tal como se observa en el Decreto que 
reforma el artículo 102 de la Constitución Federal, publi-
cado el 28 de enero de 1992: 

B. El Congreso de la Unión y las legislaturas de las entida-
des federativas, en el ámbito de sus respectivas competen-
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cias, establecerán organismos de protección de los derechos 
humanos que ampara el orden jurídico mexicano, los que 
conocerán de quejas en contra de actos u omisiones de natu-
raleza administrativa provenientes de cualquier autoridad o 
servidor público, con excepción de los del Poder Judicial de la 
Federación, que violen estos derechos.

Los organismos a que se refiere el párrafo anterior, formularán 
recomendaciones públicas, no vinculatorias y denuncias y 
quejas ante las autoridades respectivas (Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, 2003:11-12).

Como se observa, no hay mención explícita de la función 
preventiva; a pesar de eso, para el presidente fundador 
de la CNDH, el enfoque preventivo ya estaba implícito 
en las demás atribuciones: 

Desde luego que la labor del Ombudsman también tiene 
una labor preventiva, ya que sus recomendaciones, informes 
y documentos tienen una influencia educativa para los 
funcionarios públicos y para la sociedad en general. Su 
actividad debe tener un impacto en el mejor funcionamiento 
de la administración pública (Carpizo, 2003:55).

Entonces, por labor preventiva, entendemos la serie de 
atribuciones destinadas a la creación y fortalecimiento de 
la cultura de respeto a los derechos humanos. Esta labor 
es parte de un proyecto transformativo a largo plazo y 
de acuerdo con Carpizo es: “Una de las funciones más 
importantes –quizá la más importante del Ombudsman 
consiste en educar […] Esta labor educativa es la que 
realmente perdurará” (Carpizo, 2003:58).

En consecuencia, queda claro que los organismos aludidos 
tienen al menos dos grandes líneas de acción: la correctiva-
punitiva, a través de la tramitación de quejas y la emisión 
de Recomendaciones; y la preventiva-transformativa o 
educativa, con la cual se pretende evitar la futura comisión 
de conductas violatorias de derechos humanos.

La perspectiva preventiva-transformativa distingue, en-
tre otros factores, a estos organismos de una oficina de 
quejas o una contraloría. Los opdh buscan forjar un 



A 
fo

nd
o

D
ig

ni
ta

s 
16

, M
ay

o-
Ag

os
to

 2
01

1

− 92 −

aprendizaje y una convicción que va más allá de cada 
caso, es decir, generar una verdadera cultura de respe-
to a los derechos humanos. Es aquí donde la mediación 
puede ser de gran utilidad para consolidar la cultura de 
derechos humanos. 

Aunado a ello, la mediación puede prevenir futuros atro-
pellos a la dignidad y derechos de las personas. Si bien 
es cierto que tradicionalmente se ha considerado que la 
prevención tiene lugar únicamente antes de que exista 
una violación a derechos humanos, en realidad también 
tiene lugar una vez que ha ocurrido la violación, pues se 
pueden evitar futuros conflictos o el resurgimiento de 
los mismos.

El modelo transformativo de la mediación concede total 
importancia al reconocimiento del otro como corres-
ponsable en el conflicto y como un interlocutor válido. 
Estas y otras características permiten incidir en la trans-
formación de la relación, de ahí su nombre. Desde este 
modelo se aspira a crear un cambio personal, relacional, 
estructural y cultural. (Boqué, 2003).

Por tales razones, si se aplica particularmente este mo-
delo de mediación para la solución de quejas en sede de 
derechos humanos, podemos esperar que la experiencia 
sirva a los mediados como referencia para que en el fu-
turo afronten conflictos de una forma más eficaz.

Además, los beneficios de la mediación en sede de de-
rechos humanos pueden incrementar si estos organis-
mos también colaboran en la difusión y enseñanza de 
este método.

Galvis refiere: 

Otro aspecto de la cultura de los derechos humanos es la 
forma pacífica de solución de las controversias. […] No hay 
vigencia de los derechos humanos mientras la sociedad no 
adopte mecanismos pacíficos para manejar la conflictividad. 
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La formación en derechos humanos va acompañada del 
desarrollo y divulgación de formas pacíficas de solución 
de controversias como la conciliación, la negociación, la 
mediación, la amigable composición y el impulso de las 
formas nativas pacíficas con las cuales las comunidades han 
resuelto sus diferencias […] (Galvis, 2005:41).

Por ello, a la vez que implementan la mediación en la 
atención de las quejas, los organismos públicos de dere-
chos humanos, pueden sumar a sus estrategias de difu-
sión y capacitación, el tema de mediación, con el fin de 
brindar a la sociedad más elementos para materializar la 
cultura de respeto a los derechos humanos.

2.3. Derecho humano a la paz y solución no violenta  
	 de conflictos

¿Cómo puede una sociedad construir una cultura de los dere-
chos humanos cuando la realidad cotidiana sólo le muestra la 
vivencia de la agresión y el desconocimiento de la dignidad, 
la libertad y la igualdad, y cuando para solucionar los con-
flictos tiene necesidad de eliminar física o mentalmente al 
contrario? (Galvis, 2005:41).

La reflexión anterior, expresa que la cultura de derechos 
humanos requiere de nuevos caminos para erradicar la vio-
lencia y para gestionar los conflictos en forma eficaz, siem-
pre en un marco de respeto a los derechos humanos.

Dicho de otra forma, cuando hablamos de derechos hu-
manos, en algún momento nos encontraremos hacien-
do referencia al derecho humano, la cultura y la educa-
ción para la paz, puesto que todos estos tópicos están 
relacionados entre sí.

Como derecho humano, la paz, forma parte de la terce-
ra generación de derechos, también llamados derechos 
de solidaridad o de los pueblos, ya que para su consoli-
dación requieren de la participación activa de todos los 
Estados, de los pueblos y de la humanidad.
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La cuestión con este derecho es que es muy amplio, ya 
que la paz no es antónimo de guerra, sino que tiene un 
sentido positivo que abarca un triple objetivo: lograr la 
satisfacción de las necesidades básicas de todos los seres 
humanos, la eliminación de todo tipo de violencia y el 
respeto efectivo de todos los derechos, todo ello en un 
contexto de respeto al medio ambiente.

Ahora bien, ¿quiénes están obligados a eliminar todo tipo de 
violencia? Sabemos que un actor fundamental para garan-
tizar los derechos humanos es el Estado, pero en este caso 
tienen que participar todos los actores sociales. Como se 
apuntó, el derecho humano a la paz pertenece a los dere-
chos de solidaridad, y difusos, ya que no se identifica sólo 
a un obligado ni a un titular, sino que pertenece a toda la 
humanidad y todos tenemos el deber de contribuir.

Se trata de conocer, junto con otros, cómo cambiar las 
relaciones violentas, de saber que no vivimos aislada-
mente y buscar un crecimiento colectivo e interdepen-
diente con responsabilidad universal y es que la paz im-
plica la ausencia de circunstancias no deseadas, pero la 
presencia de condiciones deseadas.

En consecuencia, la paz no promulga la ausencia de 
conflicto sino un sistema que permita regular y mane-
jar los conflictos. 

La paz necesariamente incluye aquellas condiciones “que 
permiten una vida humana digna donde los conflictos 
se resuelven de manera no violenta para lograr armonía 
de la persona consigo misma, con los otros y con el 
entorno” (Parent, 1988:21,55).

Como se observa, la resolución no violenta de conflictos 
es un objetivo de la educación para la paz. No basta 
con aspirar a la paz, hay que “formar a los individuos 
en valores y actitudes que les lleven a cuestionar la 
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realidad y proponer formas de relacionarse y resolver 
los conflictos en forma no violenta y de hacer valer la 
dignidad de los seres humanos” (Alba, 1999:29).

La educación para la paz pretende fomentar prácticas de 
convivencia que sean compatibles con el respeto a los 
derechos fundamentales de los demás, así como el de-
sarrollo de habilidades sociales que permitan el diálogo.

Es en este contexto, donde convergen la cultura de la paz 
y la cultura de respeto a los derechos humanos, donde se 
ha descubierto el invaluable recurso de la No-violencia, 
misma que contempla entre sus estrategias tendientes al 
diálogo, el ejercicio de la mediación.

En resumidas cuentas la mediación es una herramienta 
no violenta, que ostenta características y metas compa-
tibles con la causa de los derechos humanos por su en-
foque transformativo y humanista.

Creo que si se aplica en el ámbito público contribuirá 
para provocar la reacción correcta de la autoridad y ele-
var su grado de conciencia y respeto por los derechos 
humanos y su valor supremo: la dignidad. 

Finalmente, el mayor impacto se logrará cuando deri-
vado de la difusión y aplicación de la mediación, ésta 
logre insertarse en la cultura, para que cada vez seamos 
más quienes renunciemos a la violencia como forma de 
afrontar a los conflictos, optando por el diálogo y la me-
diación. Todo ello, contribuirá en el fortalecimiento de 
la paz como derecho humano.

2.4. Beneficios adicionales: atención humana y  
	 celeridad en el procedimiento de queja

Aunado a lo anterior, la incursión de la mediación en el 
campo de los derechos humanos, se sustenta en otras 
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razones, las cuales ya vislumbraba Jorge Carpizo, primer 
Ombudsman nacional en México, cuando se refería a la 
conciliación en los siguientes términos: 

Un camino muy adecuado para la resolución de quejas es 
la conciliación o amigable composición, porque siempre 
serán más rápidas que una recomendación. Su flexibilidad 
y antiburocratismo las hacen un medio ejemplar, además 
de que la persuasión y el diálogo se impondrán a un solo 
punto de vista. Es la mejor forma de demostrar a la autoridad 
que el Ombudsman es un verdadero colaborador y que 
únicamente persigue la realización de la justicia en el caso 
concreto. Cuando la conciliación o la amigable composición 
no prosperan, entonces procede la recomendación (Carpizo, 
2003:54-55)5.

Lo anterior, refleja el propósito inicial de brindar aten-
ción ágil y accesible, enmarcada en el diálogo, cuando el 
caso lo permitiese, es decir, considera la probabilidad de 
interacción personal y directa para llegar a un acuerdo 
satisfactorio para todos.

Sin embargo, sobre la atribución de conciliar para lo-
grar una solución inmediata a las violaciones a derechos 
humanos, Gloria Ramírez, Coordinadora de la Cátedra 
UNESCO de la Universidad Nacional Autónoma de 
México, señala: 

... el marco normativo de los organismos públicos de derechos 
humanos permite encontrar una solución a las diferencias 
antes o después de iniciar el procedimiento de queja, ya sea 
por imposición del organismo conciliador o por el diálogo 
entre las partes. Se hace referencia a la de la conciliación 
por imposición, porque en la práctica, en algunos de los 
organismos no se lleva a cabo la participación del quejoso, 
como sucede en la CNDH (Ramírez, 2009:77).

En forma general, la práctica conciliatoria que realizan 
las comisiones y procuradurías de derechos humanos 

5	 Buenos oficios: Término general que recoge las habilidades de con-
ciliar, mediar o facilitar, así como la acción de aquellos que desarro-
llan su labor como conflictólogos y gestores de los conflictos. 
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es por medio de documentos. La propuesta específica 
de conciliación se presenta por escrito a la autoridad o 
servidor público, quien debe responder de igual modo 
si acepta o no la propuesta. Si en el plazo indicado en la 
legislación respectiva, la autoridad o servidor público 
no responde o no acepta la propuesta se debe proceder 
a la Recomendación, o bien, si acepta y no cumple o 
no responde, se puede abrir nuevamente el expediente.

Desde luego que realizar conciliaciones por escrito puede 
favorecer la celeridad en la solución de la queja; sin embar-
go, hacerlo a través de documentos se aleja de la idea de 
cercanía, antiburocratismo y diálogo que planteaba Carpizo 
y se asemeja a la imposición que señalaba la Dra. Ramírez.

El término imposición puede parecer exagerado, pues 
no se obliga literalmente a la autoridad o al quejoso a 
aceptarla, más bien, se alude como contraposición a que 
no surge del diálogo entre ambos y que, en ocasiones, 
los puntos de acuerdo pueden obedecer únicamente al 
criterio del personal del organismo.

Si el objetivo principal de la queja es “la restitución plena 
del goce de los derechos del agraviado y la reparación de 
los daños que se le hayan causado” (Ramírez, 2009:69), 
se pueden buscar alternativas para llegar a este fin en 
forma pronta y eficaz. Ciertamente, un camino adecua-
do, como se ha sostenido, es la conciliación, pero esto 
no excluye otras vías, como la mediación.

La Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos establece como atribución del Organismo: “Procu-
rar la conciliación entre los quejosos y las autoridades 
señaladas como responsables, así como la inmediata so-
lución de un conflicto planteado, cuando la naturaleza 
del caso lo permita”.

Ante ello, y dado que diversas legislaciones estatales reto-
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man esta redacción, Gloria Ramírez señala que: 

... así como la inmediata solución del conflicto planteado, 
abre la posibilidad de buscar otra forma de mecanismos 
para brindar una pronta solución a determinado conflicto 
en turno, que bien pudiera ser la mediación o la facilitación 
como recursos alternativos que pudieran ser interpuestos 
antes o al iniciar un recurso de queja y evitar dilaciones en 
un caso en el que la víctima pueda disponer de su propio 
derecho (Ramírez, 2009:77).

Al respecto, cabe destacar que la autora subraya un punto 
fundamental: no todos los casos admitirán la práctica ni 
de la conciliación, ni de la mediación, por ejemplo los ca-
sos de violaciones graves a derechos humanos6 no deben 
ser sometidos a estas formas de solución de conflictos.

Para Gloria Ramírez los casos o conflictos susceptibles 
de conciliarse o mediarse son aquellos en los que la víc-
tima pueda disponer de su propio derecho:

»» Hechos que causen daños a la propiedad por el des-
empeño de la administración pública

»» Disposiciones legales o legislativas que perjudiquen  
a terceros

»» La negación de un servicio público

»» El mal funcionamiento del servicio público por negli-
gencia, acción, omisión (siempre y cuando no se ponga 
en riesgo la integridad física de la persona

La inclusión de los métodos alternos de solución de 
conflictos en los organismos públicos de derechos humanos 
para acceder a la justicia, a través de la institucionalización y 
desarrollo de métodos autocompositivos capaces de alternar 

6	 La Ley de la CNDH alude en su artículo 26 la existencia de infraccio-
nes graves a los derechos humanos, las cuales desglosa en el artículo 
88 de su Reglamento interno: atentados a la vida, tortura, desapari-
ción forzada y todas las demás violaciones de lesa humanidad o cuan-
do las anteriores infracciones atenten en contra de una comunidad o 
grupo social en su conjunto. 
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y coexistir con los mecanismos formales y procedimentales 
existentes, pueden constituir una salida importante hacia 
una justicia más humana, satisfactoria, económica, ágil, 
expedita y rápida. Asimismo, estos métodos constituyen 
una vía pacífica eficiente que privilegia la libre decisión de 
las partes, la cooperación y el compromiso mutuo, facilita las 
relaciones pacíficas y evita litigios futuros, siempre y cuando 
se garantice la participación de la víctima o quejoso. Se trata 
de generar una cultura de paz que fomente la convivencia 
armónica entre los individuos y las instituciones del Estado 
mexicano (Ramírez, 2009:78).

En otras palabras, la mediación retoma las ventajas de la 
conciliación y a ellas suma las propias, pues cuando ésta 
se realiza correctamente contribuye para mostrar a los 
participantes nuevos caminos de entendimiento y diá-
logo respetuoso.

Aunado a lo anterior, la mediación sería una alternativa 
viable para retornar a la idea original de brindar aten-
ción humanista.

El tipo de atención que brinde el personal que labora en 
las comisiones y procuradurías de derechos humanos, 
debe distinguirse siempre por su sensibilidad, sencillez y 
accesibilidad hacia las personas. Ello, en contraposición 
con las deficiencias en la prestación de servicios públi-
cos de las que tienen que conocer. 

Entonces, si este aspecto ha sido descuidado en algunos 
opdh, la mediación puede coadyuvar a reintegrarlo, 
pues con la debida capacitación en el tema, el personal 
puede comprender la importancia de aplicar las técnicas 
de mediación en su labor. 

Por supuesto que una atención de calidad incluye tam-
bién la rapidez con la que se obtenga la respuesta y que 
ésta sea satisfactoria para el usuario, objetivos en los que 
la mediación también puede contribuir.

En conclusión, la Dra. Ramírez aborda los temas de la 
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queja y la conciliación, realizando reflexiones que culmi-
nan con la propuesta de incluir métodos alternos de so-
lución de conflictos, tales como la mediación, aludiendo 
a los beneficios de ésta. Estas observaciones son impor-
tantes, porque parten del supuesto de que no se ha in-
cluido en algún organismo público de derechos humanos 
en México y alude a la conveniencia de hacerlo. Esto, por 
supuesto, fortalece el mérito de la Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de México, que desde 2008 reformó 
su Ley para incluir la facultad de mediar y ha practicado 
este procedimiento desde entonces.

Además de lo expresado, actualmente presenciamos la 
innegable tendencia de apertura hacia los medios al-
ternos de solución de conflictos (en los que se incluye 
la mediación).

Con la intención de mostrar lo anterior, he citado opi-
niones de académicos, como la Dra. Gloria Ramírez, así 
como de la Dra. Alicia B. Pierini, quien aplica y promue-
ve la mediación en sede de derechos humanos desde la 
Defensoría de Derechos Humanos de Buenos Aires.

En el Estado de México, a partir de enero de 2011, se 
encuentra vigente la Ley de Mediación, Conciliación y 
Promoción de la Paz Social para el Estado de México, 
la cual seguramente coadyuvará para que la mediación 
permee en la sociedad y para que aumente la demanda 
de espacios que ofrezcan este servicio.

Aunque la ley aludida no regula directamente la práctica 
de la mediación en sede pública de derechos humanos, 
sí cambiará el entorno social en relación con el tema, en 
consecuencia, estaremos en sintonía con dicho cambio 
si desde ahora fortalecemos la mediación en la Comi-
sión de Derechos Humanos de la entidad.

Sin embargo, la tendencia internacional o estatal, no es 
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la razón más importante para convencernos de privile-
giar la mediación. Las razones de peso, obedecen a las 
ventajas que esta herramienta humanista puede repor-
tar para las personas que acuden ante la CODHEM o 
cualquier otro organismo homólogo:

»» La pronta solución a un conflicto en que el quejoso 
pueda disponer de su propio derecho, por ser de na-
turaleza no grave (negación o mala prestación de un 
servicio público, conflictos de índole personal o de 
comunicación deficiente).

»» Participación del quejoso.

»» Fomentar la actitud de escucha en las autoridades y 
la asertividad en los quejosos, así como el diálogo res-
petuoso, la cooperación y la tolerancia.

Hoy los organismos públicos de derechos humanos tie-
nen la opción de continuar con la tradicional concilia-
ción escrita o de convertirse en promotores del diálogo 
y de medios no violentos, integrando la práctica de la 
mediación para la atención de las personas que volunta-
riamente decidan elegir este medio.

Finalmente, es preciso recordar que la práctica de la me-
diación tiene que acompañarse de una adecuada y con-
tinua formación en el tema.

3. Experiencia de la Comisión de Derechos  
	 Humanos del Estado de México 

En el año 2005 la CODHEM y la Universidad Autónoma 
del Estado de México (UAEMéx) comenzaron la 
publicación de un boletín mensual denominado 
Ahimsa7, con las aportaciones del Doctor Juan María 
Parent Jacquemin, investigador de esa Casa de Estudios, 
quien en su primer número, argumenta: 

7	 Término sánscrito hindú que se traduce como No-violencia.
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La defensa y promoción de los derechos humanos es una lu-
cha permanente contra el anquilosamiento de muchos que 
se dejan pisotear o se abstienen de actuar ante la injusticia de 
la que son testigos. Esta lucha puede darse desde el diálogo 
con el otro que es principio y fin de las acciones no violentas 
[…] La Comisión de Derechos Humanos tienen una función 
esencial en crear la cultura de respeto a los demás […] La filo-
sofía de la No-violencia es un alimento para que la lucha que 
llevan a cabo las Comisiones de Derechos Humanos goce de 
más opciones para lograr sus objetivos (Ahimsa: http://www.
codhem.org.mx).

Este primer ejemplar, y los subsecuentes, dejan ver la 
vinculación entre la No-violencia y los derechos humanos. 
Desde luego, la No-violencia siempre tiende al diálogo, 
por ello, entre sus herramientas se ubica la resolución 
constructiva de conflictos y, por ende, la mediación.

En este orden de ideas, el Doctor Parent presentó un 
artículo dedicado a la mediación donde refirió: “Estas 
instancias de defensa y promoción de los derechos 
humanos podrían incluir en sus funciones la creación 
de las estructuras necesarias para la formación de 
mediadores y crear así la cultura de la mediación” 
(Parent, 2006:64).

Con ello, el investigador universitario propuso difundir 
y acercar los beneficios de la mediación a las universi-
dades, a los hogares, escuelas y a los defensores muni-
cipales de derechos humanos. Tal fue el antecedente de 
la Escuela Permanente de Mediación, actividad académica 
que inició en 2006 con la firma de un convenio, entre 
la UAEMéx y la CODHEM, para realizar acciones con-
juntas de capacitación en materia de mediación, con el 
apoyo de ponentes voluntarios8.

8	 Entre quienes se encuentran el mismo Doctor Parent, el Mgdo. 
Héctor Hernández Tirado, la Mtra. Natalia Ix-chel Vázquez Gon-
zález (Investigadora y Coordinadora de la Maestría en Estudios 
para la Paz y el Desarrollo de la UAEMéx, el Mtro. Juan Carlos 
Fabela Arriaga (mediador privado), entre otros.
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Estos cursos introductorios de mediación fueron diseñados 
para sensibilizar a los participantes acerca de los conflictos, 
la solución no violenta de los mismos y la mediación como 
alternativa factible de aplicar en múltiples ámbitos. 

Derivado de ello, en el período de 2006 - 2010 la Escuela 
Permanente de Mediación, coordinada por una persona 
representante por cada institución firmante, ha logrado 
lo siguiente:

»» Se han impartido diez cursos de introducción a la 
mediación de 25 horas de duración y un taller práctico, 
en distintos municipios de la entidad, dirigidos a 
504 personas entre las que se cuentan: visitadores y 
auxiliares de visitadurías del Organismo, defensores 
municipales de derechos humanos, oficiales 
mediadores-conciliadores municipales, profesores, 
estudiantes y público en general.

»» En 2010 se impartieron pláticas y conferencias sobre 
solución no violenta de conflictos y mediación a 461 
personas, de las cuales más del 90% fueron estudian-
tes de secundaria, bachillerato y licenciatura.

»» Luego de que el personal de la CODHEM recibió 
esta formación inicial, se despertó un profundo in-
terés por incorporar este procedimiento dentro de 
nuestras facultades, a través de una reforma a la Ley 
del Organismo.

Y es que, aunque la Dra. Ramírez refería que en “la mayoría 
de los organismos públicos de derechos humanos, no 
existe un impedimento legal para crear e implementar 
mecanismos alternos de solución de conflictos como la 
mediación y la facilitación […]” (Ramírez, 2009:77), lo 
cierto es que, respetuosos del principio de legalidad y en 
consideración de las ventajas que reporta la mediación, 
en 2008 la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
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de México logró que su Ley contemplara explícitamente 
la atribución de procurar la mediación o la conciliación 
entre las partes, a efecto de dar pronta solución al conflicto 
planteado, cuando la naturaleza del asunto lo permita.

En consonancia con lo anterior, este Organismo insistió 
en que los defensores municipales de derechos humanos9 
también pudieran gozar de los beneficios de practicar 
la mediación, por lo que promovió una reforma a la Ley 
Orgánica Municipal, que se aprobó en el año 2009.

Cabe destacar que en todos estos logros hemos conta-
do con la asesoría y participación del Mgdo. Lic. Héctor 
Hernández Tirado, fundador del Centro de Mediación 
y Conciliación del Poder Judicial del Estado de México, 
quien además realizó las primeras mediaciones en for-
ma voluntaria en la CODHEM.10

Con estos precedentes, en 2009 se publicó el nuevo 
Reglamento Interno del Organismo, que contempla a 
la mediación como atribución de los visitadores, quie-
nes desde entonces, de manera oficial, han recurrido a 
este procedimiento.

Este ordenamiento jurídico interno define a la mediación 
como el procedimiento en el que la Comisión interviene 
en una controversia entre partes determinadas, 
facilitándoles la comunicación, con el objeto de que 
propongan su solución. Como se observa, le concede 
el protagonismo a los mediados en la construcción de 

9	 En el Estado de México el sistema de protección no jurisdiccional 
de derechos humanos, se complementa con la figura del defensor 
municipal de derechos humanos que, aunque autónomo, se 
encuentra adscrito a la administración pública municipal en cada 
uno de los 125 municipios. La CODHEM ha concedido especial 
importancia a fortalecer la vinculación y apoyo recíproco con estos 
servidores públicos.

10	 Asimismo en 2007 la CODHEM publicó el libro denominado El 
Convenio de Mediación, y en 2010 el Manual de la Sesión 
Inicial de Mediación, ambos de la autoría del Magistrado Her-
nández, los cuales están disponibles en el sitio web del Organis-
mo.
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la solución y limita la intervención del personal del 
Organismo a facilitar la comunicación, procedimiento 
diferente al de la tradicional conciliación escrita. 

Además, señala que procede a petición de cualquiera de 
las partes, o bien, que puede ser el mismo personal quien 
formule esta invitación a las partes y, de obtener su con-
sentimiento, las invitará a la primera sesión. El mediador 
de la Comisión deberá presidir cada sesión, con ello se evita 
delegar esta importante función y asegurar la inmediación.

Enseguida cito íntegramente el artículo del Reglamento 
que describe cada paso del procedimiento:

Artículo 60.- El procedimiento de mediación se desarrollará 
de la forma siguiente:

I. El mediador explicará a las partes, el objeto, las característi-
cas y la manera de llevarse a cabo la mediación, y si lo estima 
conveniente se suscribirá un acuerdo para sujetarse a dicho 
mecanismo de solución del conflicto;

II. Podrán intervenir en las reuniones de mediación: el agra-
viado, el quejoso, en su caso, el servidor público a quien se le 
atribuyan los hechos motivo del conflicto, así como las perso-
nas que al prudente arbitrio del mediador deban participar;

III. El mediador, a su juicio, establecerá el orden en el que 
deben intervenir los interesados y demás personas citadas;

IV. Una vez que el agraviado o el quejoso, en su caso, y el o los 
servidores públicos, hayan propuesto y aceptado los puntos 
con los que sea posible resolver el conflicto, el mediador pro-
cederá a hacerlo constar por escrito;

V. En caso de que los involucrados no lleguen a un acuerdo, el 
procedimiento de mediación concluirá, sin perjuicio de que 
pueda volver a intentarse cuando las partes lo estimen con-
veniente y a juicio del Visitador; y

VI. El acuerdo de mediación y las constancias del procedi-
miento serán firmadas por los que intervinieron en éste. 

Cabe aclarar que la fracción II prevé que puedan interve-
nir en el procedimiento otras personas aparte del agra-
viado o quejoso y servidor público, también su partici-
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pación será voluntaria. Esta disposición da lugar para 
que el visitador, discrecionalmente considere si es con-
veniente invitar a otros interesados en el conflicto, o a 
quienes puedan influir para la solución y posterior cum-
plimiento de los compromisos. 

Desde luego, la finalidad es asegurar la solución del con-
flicto desde su raíz, y prevenir conflictos futuros. Pense-
mos en un caso de mediación en un conflicto escolar, si 
se media únicamente con el profesor señalado como res-
ponsable y con el quejoso, quizá el primero tendrá que 
consultar con el director si puede comprometerse en un 
sentido u otro, por ello, en cada caso conviene estudiar 
si es preciso la intervención de alguien más, tal vez un 
superior jerárquico con poder de decisión. Por otro lado, 
quizá el quejoso quiera acompañarse de su abogado o 
de familiares en el procedimiento de mediación, con lo 
previsto en esta fracción, el visitador podrá valorarlo.

También merece mención que se respeta el principio 
de voluntariedad de las partes, pues si alguna de ellas se 
niega a continuar, se da por concluido el procedimien-
to (mas no el expediente de queja). De la misma forma, 
la mediación puede concluir por acuerdo o por haberse 
solucionado la queja por otra vía.

Una vez que las partes han acordado la solución del con-
flicto, corresponderá al Organismo verificar su cumpli-
miento y al quejoso o agraviado solicitar la reapertura 
del expediente en caso de incumplimiento.

En el año 2009 se iniciaron 6,032 quejas a las que se 
sumaron 1,810 expedientes que estaban en trámite 
al iniciar el año. Del total de quejas recibidas las 
autoridades señaladas como posibles responsables con 
mayor frecuencia fue la Secretaría de Educación y los 
Servicios Educativos Integrados al Estado de México con 
1,593 quejas, por lo que no es de extrañar que el principal 
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hecho presuntamente violatorio a derechos humanos 
fuera la negativa o inadecuada prestación del servicio 
público en materia de educación. (CODHEM, 2010: 9). 

De los 7, 842 expedientes de queja en trámite en ese año, 
6, 122 fueron concluidos y de los cuales, 236 se concluye-
ron por haberse solucionado la queja mediante el proce-
dimiento de mediación y conciliación11. Es decir, el 2009 
se archivaron sólo el 3.8% de quejas por éstas vías.

A partir del año 2010, se separan para fines estadísticos 
el número de quejas solucionadas por mediación, inde-
pendientemente de las conciliaciones. En ese año se rea-
lizan 97 mediaciones.12

Aunado a ello, la Comisión estatal ha difundido la me-
diación, como herramienta de solución no violenta de 
conflictos, así como su aplicación en el trámite de queja, 
a través de entrevistas en radio y televisión locales, así 
como en revistas que ella misma publica.

Actualmente, la CODHEM se encuentra estudiando la po-
sibilidad de crear un área o departamento de mediación, 
para que coordine e incremente los esfuerzos realizados 
en este rubro. También está gestionando un Diplomado de 
Mediación para sus visitadores, a fin de continuar su profe-
sionalización en la práctica de este procedimiento, en el en-
tendido de que ser mediador implica un gran compromiso.

11	 En ese año, se reportaba en un mismo rubro la mediación y la 
conciliación como una sola causa de conclusión de expedientes. 
Es hasta el año 2010 cuando se conoce el número específicos de 
mediaciones y de conciliaciones.

12	 Información proporcionada por la Unidad de Información y Pla-
neación Estratégica de la CODHEM.
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4. Retos y prospectiva de la mediación en  
	 la CODHEM

Como parte de nuestra experiencia creemos que uno 
de los retos que deberá afrontar la mediación en el con-
texto de derechos humanos en los años venideros, será 
reafirmar los argumentos que sustentan la viabilidad y 
compatibilidad de la mediación con el ámbito público 
de los derechos humanos. 

En efecto, se ha señalado con desconfianza la posibili-
dad de que esta vía de solución alterna de conflictos, se 
convierta en una forma de aliarse o favorecer a la auto-
ridad o servidor público y, por ende, perjudicar una vez 
más al quejoso o agraviado.

Ante esto, debo reconocer que, si bien la mediación es 
un instrumento noble, puede ser utilizado en forma 
correcta o desvirtuada, para servir o para manipular, 
tanto en sede pública de derechos humanos, como en 
cualquier otro ámbito. La bondad de su naturaleza, no 
garantiza la obtención de resultados positivos. 

De ahí, la importancia de fortalecer esta práctica desde 
antes, durante y después de su aplicación de tal forma 
que se cuente con el personal capacitado, se insista en su 
actualización en el tema, se observe la forma de mediar y 
se brinde un adecuado seguimiento al cumplimiento de 
acuerdos y grado de satisfacción de los mediados.

Entonces, ante el riesgo del mal uso de la mediación en 
sede de derechos humanos, deben diseñarse estrategias 
orientadas a asegurar que se brinde este servicio con ca-
lidad y con apego a sus principios.

En la CODHEM hay dos tareas pendientes al respecto: 
continuar la formación en el tema para el personal en-
cargado de mediar, y brindar un seguimiento cualitativo 
a los procedimientos y a los acuerdos de mediación.
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Para la CODHEM la tramitación de la queja no termi-
na con el acuerdo de mediación o conciliación, sino que 
continúa con el seguimiento del mismo. La Comisión 
por su misma naturaleza no puede dar por hecho que 
el acuerdo se cumplirá sino que hay que cerciorarse de 
ello. Esto no implica que se obligará a su cumplimiento, 
ya que los acuerdos de conciliación y de mediación, al 
igual que las Recomendaciones, no son vinculatorios, 
más bien sustentan su eficacia en la capacidad de gene-
rar convicción, es decir en la vinculación moral.

De forma general, el seguimiento de Recomendaciones 
y conciliaciones es parte de la protección de los dere-
chos de las personas, ya que dejar al azar su cumpli-
miento, puede dejar en indefensión a los agraviados o 
quejosos. Si sucediera esto último, nuestra actuación 
carecería de sentido.

Brindar seguimiento a los acuerdos, significa verificar que 
se ha dado total cumplimiento a lo pactado en mediación, 
o a la propuesta aceptada en conciliación, para corroborar 
que la autoridad ha actuado de buena fe y ha colaborado.

Contrariamente, el seguimiento sirve para que, en caso de 
incumplimiento, se retome el asunto y el quejoso o agra-
viado cuente con el apoyo de este Organismo hasta lograr 
concluir su asunto lo más satisfactoriamente posible.

El seguimiento de acuerdos de mediación enfrenta particu-
laridades, una de ellas es que las partes deciden cada punto 
del acuerdo, así como el plazo para su cumplimiento. 

Además, a diferencia de la conciliación, la autoridad no 
está obligada a demostrar el cumplimiento de los puntos 
de acuerdo; sino que se deja al quejoso o agraviado la 
responsabilidad de solicitar la reapertura del expediente 
en caso de incumplimiento.
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La legislación interna menciona que la CODHEM “podrá” 
solicitar la información que considere pertinente para ase-
gurarse del cumplimiento del acuerdo de mediación; pero 
no se establece como obligación, sino como facultad.

Incluso, no se determina expresamente que el expedien-
te de mediación quede abierto para efectuar su segui-
miento, lo que sí sucede con el de conciliación. 

En otras palabras, al archivarse una queja por haberse so-
lucionado a través del acuerdo surgido del procedimiento 
de mediación, se deja al quejoso, la carga de avisar si no 
se ha cumplido y de solicitar nuevamente la intervención 
del Organismo a través de la reapertura de la queja.

De realizarse esto al pie de la letra, significaría que no se 
le da el mismo respaldo al quejoso en el seguimiento de 
acuerdos de mediación, que en el de conciliación, por lo 
que debemos homologarlos en lo posible.

Aunado a lo anterior, esta situación se puede salvar me-
diante el uso proactivo de la facultad de solicitar a la au-
toridad la información que acredite el cumplimiento de 
los puntos acordados en las sesiones de mediación.

En este mismo orden de ideas y derivado del análisis a la 
legislación aplicable, se advierte la conveniencia de que 
la Primera Visitaduría General se encargue de definir y 
establecer las bases para el adecuado seguimiento de los 
acuerdos derivados de mediación.

El seguimiento de acuerdos de mediación que se propo-
ne tiene dos vertientes: la cualitativa y la cuantitativa. 

La cuantitativa consiste en efectuar el seguimiento con el 
objetivo de corroborar el cumplimiento de lo acordado. 
A través de los números reportados sabríamos el número 
de acuerdos de mediación incumplidos que provocaron 
la reapertura del expediente y su conclusión por otra vía.
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Si esta reforma se considera procedente, la Unidad de 
Información y Planeación Estratégica tendría una base 
de datos actualizada con el número de acuerdos deriva-
dos exclusivamente de mediación en el Organismo; así 
como el número de acuerdos de mediación no cumpli-
dos y el número de expedientes de mediación reabiertos.

En segundo término, través del seguimiento cualitativo 
se concentraría la información sobre el grado de cum-
plimiento y la efectividad de los acuerdos de mediación; 
así como las causas más frecuentes de incumplimiento. 

Es decir, estamos planteando que en materia de media-
ción, el seguimiento no sólo debe que ser estadístico o 
cuantitativo, sino que debe ser cualitativo, para verificar 
la calidad y la efectividad de esta herramienta, la cual de 
acuerdo con la legislación, debe ser privilegiada y, por 
ende, impulsada y fortalecida a lo largo de cada una de 
sus etapas, incluido el seguimiento.

Además el seguimiento así entendido, es útil para eva-
luar el logro de los objetivos de la mediación.

De esta forma, uno de los beneficios de un adecuado 
seguimiento será estar al tanto de las necesidades de la 
Comisión en materia de mediación, a fin de que la ac-
tualización y la homologación de criterios respondan a 
las verdaderas necesidades del Organismo en este rubro.

El seguimiento como último paso de la mediación, ayu-
dará a consolidar esta vía como una forma rápida y efi-
caz de solucionar los expedientes de queja.

5. Conclusiones

»» La mediación es un método no violento, humanista, 
dialéctico y no confrontativo, cuyas características y 
principios pueden realizar importantes aportaciones 
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al ámbito público de la protección y defensa de los 
derechos humanos.

»» Desde la teoría y la perspectiva académica, se en-
cuentran argumentos que sostienen que es posible 
y conveniente mediar asuntos no graves en materia 
de derechos humanos. Así lo proclama la educación 
para la paz y los derechos humanos, la cultura de la 
paz y la filosofía de la No-violencia.

»» En México los organismos públicos de derechos hu-
manos tienen tradición conciliatoria desde su crea-
ción, destinada para asuntos de naturaleza no grave; 
por tanto es factible implementar el procedimiento 
de mediación para solucionar quejas no graves. 

»» Insertar la mediación a la lista de atribuciones de las 
comisiones y procuradurías de derechos humanos, sig-
nificaría fortalecer su gama de opciones y recursos para 
brindar un servicio que se adecue a las necesidades e 
intereses de las personas que acuden ante aquellas.

»» Además de beneficiar en el procedimiento de que-
ja, la mediación puede extender sus beneficios a la 
sociedad, al ser difundida, estudiada y promovida a 
través de estos organismos, contribuyendo así, con la 
construcción de la cultura de la paz y del respeto a los 
derechos humanos.

»» Para alcanzar los beneficios potenciales que prome-
te la mediación es importante: brindar la capacita-
ción suficiente a los mediadores, verificar la forma en 
la que se realiza, brindar seguimiento cualitativo y 
cuantitativo de los resultados obtenidos.

»» La CODHEM ha de continuar reforzando y estu-
diando a la mediación, con hechos ha de demostrar 
su compatibilidad y eficacia en relación con los dere-
chos humanos.
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»» Corresponderá a las comisiones, defensorías y pro-
curadurías de derechos humanos en México contem-
plar a la mediación en sus respectivas legislaciones; 
pero además, respetar su naturaleza y proporcionar 
al personal facultado para ello, los conocimientos 
para ejercerla con éxito.

»» En suma, hoy los organismos públicos de derechos 
humanos tienen la opción de continuar con la tradi-
cional conciliación escrita, o de convertirse en promo-
tores del diálogo y de medios no violentos, integrando 
la práctica de la mediación para la atención de las per-
sonas que voluntariamente decidan elegir este medio. 
Si bien es cierto que la mediación puede representar 
beneficios para éstos, lo trascendental serán los bene-
ficios que aporte a la sociedad mexiquense.
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Resumen

El artículo inicialmente introduce los conceptos de ex-
tranjero y derecho de extranjería, mostrando su evolu-
ción respecto a la idea que se tenía de los no nativos de 
la Nueva España en la época de la conquista y la coloni-
zación. Durante el desarrollo del texto, el lector encon-
trará un panorama general de la situación que guardaba 
la migración, residencia y actividades permitidas (prin-
cipalmente económicas) de quienes habían decidido o 
habían sido enviados a poblar el nuevo territorio. En el 
texto se encontrarán una serie de disposiciones, legisla-
ciones y argumentos plasmados en las Leyes de Indias,  
que nos permiten reconstruir el panorama general en el 
cual se desenvolvía la vida social respecto al proceso de 
población de América.

Palabras clave: nacionalidad, derecho humano, extranje-
ro, derecho de extranjería, Leyes de Indias, época colo-
nial en México. 

Abstract

First able, the article introduces the foreign concept and 
the rights that they have. This work shows the evolution 
about the New Spain non- native’s idea that was had in 
the colonization and the conquest. During the text im-
provement, the reader will find an overview about the 
migration situation and the allowed activities- mainly 
economic- of those who had decided to populate the 
new land. Although, the text brings a group of legal ar-
guments that are in the Indian Laws and allow us to re-
build the overall picture where social life was build up in 
the Americas population process.

Keywords: nationality, human rights, foreigner, foreigner’s 
right, Leyes de Indias, colonial epoch in México.
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1. Contextualización temática

Existe una condición del ser humano que posee 
por derecho: la nacionalidad1, que lleva a donde 
quiera que circula, pero que ocasionalmente lo 

convierte en extranjero. La nacionalidad es una condi-
ción espacial, que incluye factores sociales, políticos y 
culturales. Ostentar una nacionalidad otorga identidad. 
Significa que pertenecemos a un país y gozamos de los 
derechos y las obligaciones de los ordenamientos jurídi-
cos de aquel entorno nacional. Pero cuando salimos de 
él nos convertimos en extranjeros, es decir, en aquella 
persona que físicamente, por cualquier circunstancia, se 
encuentra en un país o nación en donde no nació o no 
adquirió la nacionalidad, y que por lo tanto, no cuenta 
con los mismos derechos y prerrogativas de quienes sí 
nacieron en el territorio, pero que no por esa circuns-
tancia se encuentra desprotegido. No olvidemos que en 
la actualidad se sobrepone la figura del ser humano a la 
del ciudadano, por ello, al extranjero, como ser humano, 
se le otorgan derechos y prerrogativas de los que puede 
y debe gozar para garantizar su vida, libertad, dignidad 
y seguridad. 

Los ordenamientos actuales de política internacional 
más o menos compartidos por las naciones han propi-
ciado que los seres humanos, en respeto al derecho que 
poseemos de circular libremente y de elegir nuestra re-
sidencia en el territorio de un Estado, encontremos ga-
rantías de seguridad personal en cualquier latitud. Sin 
embargo, como ha sucedido con casi todos los derechos 
que poseemos, han sido resultado de años de búsque-

1	 La Declaración Universal de los Derechos Humanos, aprobada por 
las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948, establece en su artí-
culo 15, fracción 1: Toda persona tiene derecho a una nacionalidad.
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da y conquista. Las relaciones entre las personas y entre 
las naciones han cambiado con el tiempo a pesar de que 
en algunos países la actuación de los extranjeros resulta 
limitada en argumento de la seguridad política y econó-
mica nacional.

El tema de los extranjeros y la extranjería ha sido un 
tópico de estudio a través del tiempo. En cada etapa 
de la vida en sociedad existen procesos que nos dan o 
quitan esta condición y que por consecuencia nos brin-
dan y nos retiran derechos y prerrogativas. Resulta de 
interés en este sentido, explorar la distancia que existe 
entre lo que antes se entendía por quienes llegaban de 
otros territorios y el concepto moderno y universal de lo 
que implica ser extranjero. Es indispensable conocer el 
tránsito de los conceptos, las categorías y las libertades 
de esta condición de la persona ante una circunstancia 
particular, con el fin de construir una posición acerca de 
la revolución, que ha sufrido el término a través de los 
años y las circunstancias.

Al conjunto de normas que regulan la estancia y la acción 
de los extranjeros se ha llamado derecho de extranjería y 
como ya se deduce, ha pasado por diversos momentos y 
circunstancias de acuerdo a la propia dinámica política, 
social y económica de las naciones. Momentos de acep-
tación, conductas de rechazo, sociedades xenofóbicas y 
naciones receptoras de ciudadanos externos, ha sido la 
dinámica de las relaciones entre naciones respecto a sus 
ciudadanos. Por supuesto que mucho han tenido que 
ver las organizaciones internacionales que han surgido 
con el fin de armonizar las relaciones entre países, prin-
cipalmente después de las guerras mundiales, y que han 
perseguido la paz y la reconstrucción de una cultura de 
integración y concordancia; a raíz de su aparición en el 
escenario internacional el reconocimiento de los dere-
chos del extranjero ha evolucionado considerablemente. 
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Específicamente en México, este tema ha pasado por di-
versos momentos y posturas en razón de la propia evo-
lución nacional. 

Como lo escribe la historia, el territorio que hoy forma 
México hace más de 500 años fue ocupado -al igual que 
la mayor parte del continente americano- por europeos 
que descubrieron esas tierras de aparente condición de 
dominación. Sin duda, el momento de la conquista es-
pañola y la consolidación de la colonia representan un 
eslabón fundamental en la historia de México, el cual da 
cimiento a la dinámica política, económica, pero prin-
cipalmente social de este país en la actualidad. Por su-
puesto que la política vigente de trato de los extranjeros 
ha ido modificándose para adaptarse a las circunstancias 
internacionales pero principalmente para garantizar la 
estabilidad y seguridad nacional. 

2. Los extranjeros en la época colonial  
	 de México 

La ocupación de los nuevos territorios después de que 
España se acreditó su descubrimiento, enfrentó un ini-
cial periodo de desconcierto respecto a las disposiciones 
que debían imponerse para mantener el control de la 
recién descubierta tierra. América representaba la posi-
bilidad de incrementar el poder político y económico de 
la Corona Española, y por lo tanto, lo que en estas latitu-
des se hacía dependía, desde ese momento, de las dispo-
siciones que los reyes dictaran, incluida, por supuesto, 
la política migratoria y la condición de los extranjeros. 

Evidentemente, de acuerdo a una perspectiva actual, 
foráneos eran los recién llegados al continente ameri-
cano. Sin embargo, con el derecho que les atribuía su 
descubrimiento, se debe excluir esa consideración para 
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limitarse a la regulación que se impulsó en el régimen 
colonial para definir a extranjeros fuera de los conquis-
tadores. Por ello, extranjero se consideró a aquel que la 
Corona no identificaba como ciudadano propio con de-
terminadas características.

La colonización española en América no fue un movi-
miento de migración libre o sin control, ni una salida 
de personas, familias o grupos con la intención de fun-
dar una nueva nación y buscar oportunidades diferentes 
a las que ofrecía su país; tampoco fue una emigración 
obligada impuesta por el poder político, a pesar de que 
se ha afirmado que la población española venida a Amé-
rica había sido en muchos casos obligada como repri-
menda por acciones delictivas2; aunque para algunos 
haya sido de esa manera, la mayor parte de las decisiones 
de emigrar e incluso las de trasladarse por un tiempo a 
los territorios americanos, requerían para su realización 
de un permiso. La colonización española de América es 
modelo de una política de emigración y población regla-
mentada y estipulada en la ley. 

Este suceso se explica porque desde el comienzo del 
descubrimiento y conquista de América, la Corona de 
Castilla reclamó el control de todas las expediciones en 
el mar y supervisó la entrada y salida en los territorios 
americanos. Dichas disposiciones fueron en un primer 

2	 Durante los primeros viajes que se realizaron en pro de la continui-
dad del descubrimiento de las nuevas tierras se dan algunas accio-
nes a favor en la emigración forzada, cuando la Corona se vio obli-
gada a reclutar presidiarios como soldados y colonizadores. Incluso 
Cristóbal Colón en algunos de sus viajes subsecuentes en pro de 
descubrir y poblar más territorios, en vista de los pocos expedicio-
narios que reclutó, propuso que todos los delincuentes condenados 
a muerte u otras penas severas, podían ser indultados, si servían 
como trabajadores durante un tiempo determinado. De modo que 
no se trataba de una deportación forzada de reclusos, sino la pre-
sentación voluntaria de condenados que quisieran aprovechar la 
posibilidad de un indulto condicionado (cf. Martínez, 1994: 89-90).
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momento aseguradas mediante las Bulas Inter Caetera y 
el Tratado de Tordesillas.3

Para poblar América de ciudadanos españoles que repre-
sentaran a la Corona y trabajaran en dichas tierras, con 
el fin de conocer lo que de ellas se podía obtener, las le-
yes españolas de emigración no autorizaban el destierro 
de criminales. En la América española no hay registros 
de algún asentamiento que tenga como origen un grupo 
de presidiarios, vagabundos o alguna otra categoría de 
personas consideradas entonces como indeseables. Sin 
duda, llegaron algunos de ellos pero no porque se les hu-
biera trasladado obligadamente a las colonias, sino por-
que ellos mismos fueron quienes encontraron la manera 
de introducirse secretamente. Contrariamente a ello, lo 
común en los territorios ocupados fue enviar de regreso 
a España a los hombres malvados y delincuentes habi-
tuales, así como a los rebeldes y alborotadores. 

Otro aspecto que ha sido analizado al momento de iden-
tificar la forma en que el territorio americano fue pobla-
do en la época de la conquista, ha sido el de la esclavi-
tud, -que en aquella época dominaba el mundo-, con la 
justificación de que quienes eran esclavos habían nacido 
para poseer tal condición, porque además gozaban de 
ciertas características físicas que les permitían trabajar 
de manera más intensa y en cualquier circunstancia. 
En el proceso de emigración no se permitió el sistema 
de esclavitud blanca o de personas que se trasladaban a 
América y se comprometían a cambio del pago del pa-

3	 Dos de los primeros documentos suscritos después del descubri-
miento de América en donde se otorga a los reyes católicos de 
España el dominio de las tierras descubiertas y el monopolio del 
comercio con ellas mismas, prohibiendo a todos los cristianos na-
vegar a ellas sin licencia de los reyes, a cambio de permitir la entrada 
a los nuevos territorios de misioneros que difundieran entre la po-
blación nativa la fe católica. 
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saje, a trabajar durante algún tiempo y sin retribución 
económica.4 Por el contrario, se dio un amplio proceso 
de ingreso a América de esclavos negros provenientes de 
África, una vez que la misma Corona estableció, después 
de algunos años, que los indios nativos de las tierras 
americanas no debían ser esclavos.5

La Corona promovió principalmente en el proceso de 
población el establecimiento de familias en América an-
tes que hombres y mujeres solos. En el caso de indivi-
duos que habían viajado sin compañía, tenían la obliga-
ción de regresar por sus esposas e hijos para ir formando 
sociedades integradas por familias funcionales. La rein-
tegración familiar era uno de los objetivos primordiales 
de la Corona, con el objetivo de no permitir que hom-
bres o mujeres sin compañero y con conductas repro-
bables, pudieran ser un mal ejemplo para los indígenas 
nativos. Sin duda, normas marcadas por criterios y prin-
cipios religiosos como muchas otras de las disposiciones 
adoptadas en ese tiempo. 

Con la finalidad de tener un control de quiénes viajaban 
a las nuevas tierras, se promulgaron una serie de dispo-
siciones llamadas cédulas, entre las que se fijaba Cádiz 
como puerto de salida y entrada de todo el tráfico marí-

4	 En una de las disposiciones expedidas dentro de las Leyes de In-
dias se sostiene que a ninguno de los trasladados a América como 
colonos se les puede retener por la fuerza en las haciendas o inge-
nios, y que carecen de validez jurídica todas las obligaciones que 
los emigrantes hayan contraído en este aspecto con patronos en 
el Nuevo Mundo. (cf. Archivo digital de la legislación en el Perú, 
Leyes de las Indias. Libro IX, Título 27 [Internet]. Disponible en: 
http://www.congreso.gob.pe/ntley/LeyIndiaP.htm. [Acceso el 26 
de abril de 2009]). 

5	 Estas prohibiciones se dieron principalmente por las propuestas 
de algunos religiosos venidos a América con el fin de la evange-
lización, pero que reconocieron en el indígena los derechos que 
poseen otros seres humanos, defendiendo ante la Corona su posi-
bilidad de ser libres y no ejercer trabajos destinados a los esclavos.
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timo con las Indias y además, la necesidad de una licen-
cia real para todos los que quisieran viajar. Los monarcas 
españoles ordenaron que todas las personas que viaja-
ran a América debieran presentarse con las personas que 
ellos mismos habían nombrado para dicha misión con el 
objetivo de tener un control exacto de quienes emigra-
ban, así como su calidad y oficio. 

Una vez que el territorio americano comenzó a poblarse, 
siguiendo las directrices que la Corona Española había 
impuesto, comenzaron a diseñarse estrategias diferen-
tes para continuar con el control del territorio y las ac-
tividades, principalmente económicas, por parte de los 
entonces locales en esa tierra, los españoles. Ellos nunca 
adquirieron la calidad de extranjeros por el derecho que 
les concedía el dominio de las tierras, y comenzó enton-
ces la clasificación de los verdaderos ajenos y la dictami-
nación de sus deberes y sus obligaciones. 

2.1. Los requisitos para pasar a América 

Antes de la creación de la Casa de Contratación en 1503 
-que la Corona Española creó con el fin de fomentar y 
regular el comercio y la navegación con el nuevo mun-
do- el control de los pasajeros que navegaban a América 
se efectuaba en la corte, pero a partir de su existencia 
dicha facultad se traspasó a los oficiales de la Casa de 
Contratación y desde entonces fueron ellos los que con-
cedían licencias tras el procedimiento de seleccionar en-
tre los solicitantes a aquellos que les parecían más aptos 
para desempeñar actividades en la colonia. 

La Casa de Contratación de Sevilla recibió adicional-
mente la tarea de dirigir la política migratoria y evitar 
que ingresaran a América personas indeseables. 

Los primeros que fueron excluidos por razones religiosas, 
fueron los moros y los judíos que habían sido expulsados de 
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España en 1492. Más tarde la prohibición se extendió a los mo-
ros y judíos conversos, los llamados cristianos nuevos, todos 
aquellos que no podían demostrar 200 años de cristianismo 
(Martínez, 1994:116). 

El problema se presentaba porque los oficiales reales 
encontraban obstáculos al momento de obtener infor-
mación fidedigna de quienes querían viajar, ya que se 
dificultaba demostrar, para los que venían de tierras no 
muy cercanas a Sevilla, que eran cristianos de hacía ya 
muchos años, principalmente cuando sus antepasados 
ya no vivían para dar testimonio o cuando procedían de 
otras regiones. En 1552 se introdujo el procedimiento de 
limpieza de sangre para la selección de los pasajeros ha-
cia las Indias. 

Como segunda causa de eliminación para ser candidato 
a emigrar a las Indias, se presenta la exclusión de tipo 
racista, ejemplo de ello son los gitanos, a quienes se les 
atribuía una tendencia inherente a la delincuencia. Los 
reyes católicos habían ordenado que a los gitanos se les 
obligara a volverse sedentarios o se les expulsara, pero a 
través de Portugal se infiltraron a la América española. 
Cuando los reyes se enteraron de ello se ordenó a los 
funcionarios de la Real Audiencia -máximo órgano de 
justicia de la Nueva España- localizarlos y enviarlos a su 
país sin excepción, tarea que no fue posible conseguir 
totalmente (Martínez, 1994: 197).

A pesar de las políticas que se han descrito, lo cierto es 
que las medidas de supervisión de la emigración se apli-
caron con mayor o menor severidad según la necesidad 
de emigrantes que se tuviera en las Indias. Cuando la 
conquista de nuevos territorios requería más gente se 
dictaban providencias para estimular el paso a las In-
dias. En 1511 por ejemplo, se dictaron leyes en donde se 
exhorta a los oficiales de la Casa de Contratación a ate-
nuar los requisitos y los controles de salida y no se ve-



− 125 −

La
ur

a 
El

iz
ab

et
h 

Be
nh

um
ea

 G
on

zá
le

z
Lo

s 
de

re
ch

os
 d

e 
lo

s 
ex

tr
an

je
ro

s.
..

rificaran tan escrupulosamente los datos personales de 
los que deseaban pasar hacia las Indias. Por el contrario, 
cuando la Corona se percató de la necesidad de restrin-
gir nuevamente el número de emigrantes hacía América 
los controles se hacían más exigentes, incluso se ordenó 
que en lo sucesivo se concedieran licencias con mucha 
moderación, pues en España se notaba una aguda falta 
de pobladores. 

3. Los extranjeros en las Indias 

3.1. Situación legal y derechos 

Una vez que se visualizó una compensación satisfacto-
ria entre la población española e india en América, se 
continuó por supuesto con el control del proceso de 
emigración hacia las Indias. Sin embargo, se puso én-
fasis en la atención y revisión de los extranjeros, los que 
ya habitaban en América y que no poseían permiso para 
ello o que poseyéndolo tenían que adaptar su actividad 
a la normatividad impuesta en las leyes y en los extran-
jeros que encontraban atractivo el emigrar a territorio 
americano, y se acercaban a la Corona Española y sus 
instituciones para conseguir su autorización. 

Las leyes que en el momento de la colonización y la for-
mación del nuevo territorio disponían los derechos y las 
obligaciones, así como casi todo asunto vinculado entre 
el reino de Castilla y las Indias se conocieron como Le-
yes de Indias, promulgadas por los monarcas españoles 
para regular la vida social, política y económica entre 
los pobladores de la parte americana de esta monarquía 
hispánica. En virtud de ello, se rescatan pronunciamien-
tos y posturas de la Corona Española y sus instituciones 
respecto al tema de los extranjeros, ya que éste, al igual 
que el proceso de migración de los nacionales españoles 
a las tierras de América, atravesó por diferentes momen-
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tos en virtud de las propias circunstancias que vivía la 
monarquía, y las necesidades a las que se enfrentaba. No 
olvidemos la permanente situación de pugna que se da 
en este periodo de conquista de nuevos territorios entre 
los diversos reinos europeos, y España especialmente 
entre ellos, por la posesión de territorios en Italia, Países 
Bajos y las Indias, por ello nos resulta totalmente lógica 
esa disposición de marginación en que se coloca a los 
naturales de otras tierras, es decir a los extranjeros, por 
el potencial peligro que representan en ese estado de 
disputa continua. 

Claro nos parece hoy que foráneos eran los recién llega-
dos al continente americano. Sin embargo, se debe ob-
viar esa consideración para fijarse en la regulación que 
se impulsó en el régimen colonial para definir a extran-
jeros fuera de los invasores. Por tanto, se consideraron 
foráneos a los esclavos y a quienes eran súbditos de mo-
narcas distintos a los españoles. Fueron precisamente 
los esclavos la cantidad más diferida de extranjeros ya 
que la Corona prohibió tempranamente la esclavitud de 
los nativos americanos.6

La condición de extranjería no se mantuvo por mucho 
tiempo, pues la Corona Española deseosa de súbditos 
-ya que esta calidad aparejaba la tributación-reconoció 
en la Real Cédula del 27 de abril de 1574 a quienes cum-
plían con determinadas condiciones como nuevos súb-
ditos (cf. Paredes, 1983: 126). 

La organización colonial inicialmente se pensó abierta a 
todos los súbditos y naturales del imperio según licen-
cia del emperador Carlos V en 1525 (González, 1993: 81). 

6	 Los esclavos fueron en su mayor parte originarios del África tras-
ladados por una extensa red de explotadores de distintas naciona-
lidades que los vendían en el continente americano. 



− 127 −

La
ur

a 
El

iz
ab

et
h 

Be
nh

um
ea

 G
on

zá
le

z
Lo

s 
de

re
ch

os
 d

e 
lo

s 
ex

tr
an

je
ro

s.
..

Pero los funcionarios castellanos que controlaban los 
aparatos burocráticos de la colonización, el Consejo de 
Indias y la Casa de Contratación de Sevilla, pugnaron 
siempre por la monopolización. Lo que trajo consigo 
políticas migratorias discriminatorias no sólo para los 
locales, sino específicamente para aquellos que querían 
habitar en América o ya radicando en el territorio no go-
zaban de prerrogativas que facilitaran el desarrollo de su 
vida económica, social o política.

El título 27 del libro IX de las Leyes de Indias aborda pre-
cisamente el tema de la extranjería con el fin de intentar 
organizar su entrada a territorios americanos y el tipo de 
actividades que éstos podían desarrollar, así como deli-
mitar los derechos y las obligaciones de las que gozaban. 
De acuerdo a esta misma compilación de leyes, se declara 
a quienes son naturales de los reinos españoles diferen-
ciándolos de quienes se consideran extranjeros: 

Declaramos por extranjeros de los reinos de las Indias y de 
sus costas, puertos e islas adyacentes para no poder estar ni 
residir en ellas a los que no fueran naturales de estos nues-
tros reinos de Castilla, León, Aragón, Valencia, Cataluña y 
Navarra, y los de las islas de Mayorca y Menorca, por ser de la 
corona de Aragón. Y mandamos que con todos los demás se 
entiendan y practiquen las composiciones y si no se efectua-
ren, se apliquen las penas impuestas. Así mismo declaramos 
por extranjeros a los portugueses (Archivo digital de la legis-
lación en el Perú, Leyes de las Indias).

Las Leyes de Indias, considerando la importancia que 
para la Corona tenía blindar los nuevos territorios de 
amenazas exteriores, ordenaban que ningún extranjero 
ni persona prohibida pudiera pasar a las Indias, ni tratar 
y contratar en ellas si no estuviese habilitado con natu-
raleza y licencia de la Corona. No olvidemos, como ya 
se ha mencionado, que los naturales en las Indias eran 
aquellos que habían nacido en España y ahora residían 
en los nuevos territorios tras la autorización de la mo-
narquía, vía la Casa de Contratación. 
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Los extranjeros no se admitían en las Indias sin orden del 
rey y eran prácticamente echados de ellas o simplemente 
se les impedía abordar algún navío que se dirigía a las In-
dias. En este sentido, la Casa de Contratación tenía entre 
sus responsabilidades averiguar acerca de los extranjeros 
que cargaban en cada viaje y llevar un libro de registro de 
los extranjeros que poseían o no licencia para embarcar. 

Era tan controlado el otorgamiento de las autorizacio-
nes para los extranjeros que deseaban habitar en las 
Indias, que mediante disposiciones legales se impedía 
incluso a los virreyes, presidentes y gobernadores de la 
Nueva España, que pudieran hacer incorporaciones de 
extranjeros para estar en las Indias, en ningún caso, ni 
forma, sin orden especial de la Corona Española. Y si 
fuere el caso de identificación de algún extranjero en 
el territorio americano, los virreyes, las audiencias y los 
gobernadores deberían remitirlo a la Casa de Contrata-
ción sin excusa alguna. 

Respecto a los extranjeros, pero dirigido a los naturales 
e incluso a los indígenas, se exigía no tener ningún tra-
to con ellos aunque sea por asuntos de conveniencia o 
cualquiera comercio, con el riesgo de pena de la vida y 
perdimiento de los bienes como castigo por la desobe-
diencia de la ley. 

En este sentido, existían complicaciones para determi-
nar qué tipo de vinculación, entre un natural y un extran-
jero, era penada por la legislación, porque observando 
detenidamente la dinámica de vida social y económica 
que se desarrollaba en la Nueva España, existían algunos 
extranjeros que facilitaban acciones o tareas necesarias 
para el desarrollo de actividades convenientes para algu-
nos. Debido a ello, las propias Leyes de Indias considera-
ban que la expulsión de los extranjeros no se entendiera 
con quienes generan un beneficio. 
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La expulsión de los extranjeros que residieren en las Indias 
no se debe considerar a los que sirvieren oficios mecánicos 
útiles a la República, porque la principal prohibición com-
prende a los tratantes y a los que viven de vecindad en pue-
blos particulares especialmente marítimos (Archivo digital 
de la legislación en el Perú, Leyes de las Indias). 

El objetivo era purgar al territorio de personas que no 
convenían y conservar a las que eran útiles y necesarias, 
guardando la integridad de la fe católica. 

A pesar de las restricciones y las disposiciones exigidas 
de cumplir, en el caso de la entrada de extranjeros a tie-
rras americanas, existían algunos jueces u oficiales que 
permitieron o ignoraron la entrada de algunos de ellos, 
llegando a existir un número importante de ellos que no 
gozaban con el permiso correspondiente para residir en 
las Indias, pero sobre todo de tratar y contratar, asun-
to que fue identificado por la Corona y atendido lo más 
conveniente y rápidamente posible.

La atención de la situación consideró la revisión de cada 
uno de los casos de extranjeros sin permiso para residir 
en las Indias. Por supuesto que algunos tuvieron que ser 
devueltos a sus tierras de origen. Sin embargo, la mayor 
parte de quienes se encontraban en tales circunstancias 
tuvieron la oportunidad de demostrar y cumplir varios 
de los requerimientos que la Corona impuso para poder 
incluir a los extranjeros como naturales, o en su caso, au-
torizar su residencia y su posibilidad de tratar y contratar. 

En este último supuesto, para tratar y contratar en las In-
dias, ningún extranjero puede ser entendido por local si 
no posee las cualidades que las Leyes de Indias declaran:

Para que un extranjero pueda ser tenido por natural y tratar 
y contratar en las Indias se exigen veinte años de residencia 
continúan en la península o en los territorios de las Indias, y 
diez de ellos teniendo casa y bienes raíces y estando casado 
con natural o hija de extranjero nacida en estos reinos o en 
las Indias (Paredes, 1983: 143).
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Adicional a los requisitos anteriores, se impedía que 
aquél que tuviera la facultad establecida en el párrafo 
anterior de convertirse en natural y poder tratar y con-
tratar, sólo pudiera negociar con sus recursos y nunca 
con los de quien siendo extranjero no tuviera cumpli-
dos los requisitos allí establecidos. La misma disposición 
exigía que tal condición hubiera sido declarada por el 
Consejo Real de Indias para poder surtir efecto. 

Otro de los temas comunes de analizar en el caso de ex-
tranjeros que hoy podríamos llamar ilegales en las Indias, 
es el de algunos soldados, marineros o astilleros, quienes 
venían a América con el fin de servir a la Corona para, una 
vez llegados a los nuevos territorios, desertar y quedar-
se ejerciendo algunas actividades principalmente de tipo 
económico, haciendo valer algunas de las excepciones que 
como trabajadores de la Corona poseían. En esos casos, una 
vez detectada su situación se les dio la oportunidad de que 
admitieran la composición de sus actividades y se tomó en 
cuenta el beneficio que habían generado para la colonia, 
entonces era posible que se les permitiera continuar en las 
Indias y en caso contrario se ajustaron a las leyes de expul-
sión (cf. Archivo digital de la legislación en el Perú). 

Existió en la relación de la autoridad de la Nueva España 
y los extranjeros, una disposición que les permitió, como 
ya se ha comentado, bajo algunas circunstancias ser par-
te de la población legalmente establecida en la colonia, a 
lo que se llamó proceso de composición de la población, 
que se dio durante periodos que en algún momento fue-
ron flexibles y en otros en los que los requerimientos se 
endurecieron considerablemente. 

En las mismas Leyes de Indias se estipula que:

Si conviene a la corona aceptar algunos extranjeros y reducir-
los a su gracia y merced se les permita radicar en el territorio 
con la calidad que se considere conveniente… Se dará este 
supuesto habiendo pasado mucho tiempo en las Indias o hu-
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bieren servido en los descubrimientos o alteraciones, y están 
casados y con hijos y nietos, aunque la calidad de extranjería, 
se puede disimular en las composiciones. Se les dará mayor 
comodidad a los que fueren vasallos de la corona (Archivo 
digital de la legislación en el Perú, Leyes de las Indias). 

Como hemos comentado, el asunto de permitir a un ex-
tranjero convertirse en natural o simplemente echarlo 
de las Indias, mucho tuvo que ver con la conveniencia 
que representaba para la Corona y el gobierno de la 
Nueva España contar con esos extranjeros en las tierras 
en composición. 

Por citar un ejemplo, se dictaba en las leyes que a los 
extranjeros encomenderos que tuvieran que convertirse 
en naturales no se les pusiera gran oposición, flexibili-
zando su composición como integrante de la sociedad 
de la colonia. La ley al respecto confirmaba “que no sean 
molestados los extranjeros encomenderos de Indias, cu-
yas encomiendas se hubieren dado por grádes servicios 
o en casamiento, confirmados por la corona” (Archivo 
digital de la legislación en el Perú, Leyes de las Indias).

Durante el proceso de la llamada composición de extran-
jeros, se dictaron diversas disposiciones con la posibili-
dad de alcanzar la categoría de naturales, por parte de 
foráneos que por razones diversas ya se encontraban 
en los territorios americanos. En el caso de los extran-
jeros que desean componerse, tenían que hacerlo en su 
lugar de residencia y no fuera de él, bajo ninguna cir-
cunstancia. La razón obedecía a que en algunos casos se 
pretendía que se les otorgara la categoría de naturales 
en un lugar fuera de su residencia, para poder tratar y 
contratar en diversos lugares o poblados del territorio 
americano, cuando la legislación era clara al respecto e 
intentaba coadyuvar en la formación de centros especí-
ficos de comercio y mercadería, evitando que los extran-
jeros que alcanzaban la categoría de naturales actuaran 
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en regiones que no les correspondían y en las cuales no 
estaban autorizados. 

En las propias Leyes de Indias se menciona que en ausencia 
de una definición exacta del lugar de residencia, se les po-
día dar licencia para vivir y residir donde quisieren y tratar 
y contratar en ellas, sin pasar de lo prohibido. Lo prohibido 
en este caso, significaban lugares y puertos marítimos, pre-
tendiendo siempre retirarlos tierra adentro. Los virreyes y 
gobernadores debían informarles de la ocupación en que 
se emplearían, del lugar que era preferible habitar y qué 
personas podían contratar, el seguimiento del accionar de 
estos recién naturalizados era constante para averiguar si 
procedían como se consideraba justo. 

Una disposición importante al respecto, era que las cé-
dulas de composición se otorgaran a los extranjeros que 
ya se encontraran en el territorio y cumplieran con los 
requisitos impuestos por la Corona, y no con aquellos 
que después entraren en las Indias. A pesar de esta dis-
posición, el proceso de convertir en naturales a algunos 
extranjeros continuó, siempre privilegiando a aquellos 
que contaban con antigüedad en el territorio o cambia-
ban de condición por contraer matrimonio con quien 
gozaba de la naturaleza de la Corona. 

Esta última práctica resultó muy común por el hecho 
de que las disposiciones legales de los monarcas, sien-
do respaldadas con contenidos religiosos, estimulaban 
la formación de familias, y la ausencia de hombres y 
mujeres solos que pudieran poner en evidencia con-
ductas impropias que fueran un mal ejemplo para la 
población, principalmente indígena, que estaba en 
proceso de adoctrinamiento. 

Era tal la solicitud de contar con hombres en familia, 
que se estipuló en las Leyes de Indias que los extranje-
ros solteros que trataban, contrataban y residían en los 
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puertos fueran expedidos de las Indias, si no hubieren 
pasado con licencia de tratar y contratar en los puertos; 
excluyéndolos de la posibilidad de someterse al proceso 
de composición de la población. 

Un aspecto que vale la pena mencionar es el que tiene 
que ver con las mujeres, ellas, de acuerdo a las Leyes de 
Indias, no gozaban del derecho de ser incluidas en el 
proceso de composición de la población, considerando 
que su status dependía de la condición de que gozaban 
sus maridos, por lo tanto, no podían en lo personal, tra-
tar, contratar o ejercer la mercadería. La situación de 
las mujeres en la colonia guardó singularidad en virtud 
de que no era reconocida en igualdad de circunstan-
cias que el varón, y la suerte con la que le había tocado 
nacer marcaba el resto de su vida, ya que las categorías 
de raza y posición económica se aunaban a las de sexo. 
En el caso de las mujeres extranjeras, no se les permitía 
convertirse en naturales por simple autorización de la 
Corona. Igual suerte corrían los clérigos, que no podían 
convertirse en naturales en el proceso de composición. 

Un caso menos común que se presentó en las Indias, 
pero que consideraban las propias leyes, fue el de los ex-
tranjeros que después de algún tiempo de residencia en 
América decidían regresar a España. En este supuesto, la 
ley consideraba el perdimiento de su hacienda. “Se man-
da a las Audiencias, Gobernadores y Justicias que hagan 
justicia y se otorguen las apelaciones donde hubiere lu-
gar” (Archivo digital de la legislación en el Perú, Leyes de 
las Indias). Los extranjeros no podían sacar del territorio 
la riqueza que en él habían acumulado, por representar 
un perjuicio a la misma Corona, aunque su objetivo de 
nueva vecindad fuere la misma España. 

Respecto a los hijos de los extranjeros nacidos 
en territorios españoles, a pesar del paulatino 
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reconocimiento a los derechos de los extranjeros, la 
Corona estipuló en las Leyes de Indias, que los nacidos 
y criados en los reinos pertenecientes a España, hijos de 
extranjeros que hubiesen pasado a las Indias sin licencia, 
durante los procesos de composición de la población en 
América, gozarán de las facilidades de las que son objeto 
los que tuvieren naturalezas en los territorios indios o 
licencias para contratar en los mismos. Además, se manda 
que cualquier hijo de extranjero nacido en España sea 
verdaderamente originario y natural de ella (cf. Archivo 
digital de la legislación en el Perú, Leyes de las Indias). 

3.2. Actividades permitidas 

No sólo el aspecto de la personalidad jurídica de los ex-
tranjeros le importaba regular a la Corona Española, sino 
además, y de forma importante, sus actividades y aporta-
ciones a la vida económica del reino y sus colonias. 

En un reflejo discriminatorio, se negaba a cualquier ex-
tranjero la posibilidad de tratar y contratar en las Indias 
si no fuera después de la autorización de la Corona, pero 
además, se prohibía cualquier práctica de comercio a los 
naturales de otros reinos sin una previa autorización 
también para ello, seguramente por un doble motivo, la 
raquítica situación de las finanzas reales y el convenci-
miento de que quien domina el mercado tiene mucho 
más poder en otros órdenes de la vida. Al respecto, se 
llega a castigar con muerte y pérdida de todos los bienes 
a aquel que tenga trato con extranjeros. 

Las propias Leyes de Indias dictaminan algunas dispo-
siciones que tienen que ver con las mercaderías y las 
formas de comercialización legales en la época. En ellas 
se ordenaba a los oficiales reales de las Indias averiguar 
de las mercaderías de los extranjeros que se llevaban en 
flotas y armadas. 
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Que los oficiales reales de los puertos y partes de las Indias 
con toda diligencia, luego que llegaren las armadas y flotas, 
inquieran y procuren saber qué mercaderías van en ellas que 
sean de extranjeros y las envían por terceras personas, sin 
nuestra licencia ni permiso y las tomen por perdidas y apli-
quen a nuestra Cámara y Fisco (Archivo digital de la legisla-
ción en el Perú, Leyes de las Indias).

El control de las mercancías que pasaban de España a las 
Indias y viceversa, tenían que ser escrupulosamente revi-
sadas, especialmente las provenientes de extranjeros, ya 
que un porcentaje elevado de las mismas se habían em-
barcado y viajado sin los permisos correspondientes, en 
ese caso, las instituciones oficiales representantes de la 
Corona, las enajenaban y las hacían parte del patrimonio 
de la monarquía. Los extranjeros que gozaban de la au-
torización oficial para la comercialización de sus produc-
tos, debían obedecer ciertas disposiciones que pretendían 
mantener el control de entrada y salida de personas en 
estas tierras. Ellos, aunque poseyeran la autorización de 
comerciar y pasar a las Indias en navíos españoles o ex-
tranjeros y podían internarse en tierra firme con los ne-
gros esclavos, mercaderías o géneros que transportaban, 
el lugar exclusivo de estancia era el puerto donde llegaba, 
allí debía vender lo que trasladaban y regresar a España 
con las ganancias que le había significado la mercadería 
que había realizado, por supuesto, pasando por la Casa de 
Contratación, para reportar conforme a lo dispuesto en 
las propias legislaciones en la materia. 

En este sentido, era concurrente la intención de los 
extranjeros de pasar más allá de los puertos para co-
merciar sus mercancías, por ello se otorgó a los gober-
nadores a través de las Leyes de Indias la facultad de 
revisar que efectivamente los comerciantes extranjeros 
no pasaran del punto establecido por la ley, ya que se 
negaban a vender los armazones de esclavos negros en 
los puertos y deseaban internarse al territorio debido 
a que les era más provechoso por el costo que su mer-
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cancía representaba y adicionalmente defraudaban los 
derechos de alcabala.7

Incluso, se disponía que los extranjeros una vez naturali-
zados y habiéndoles otorgado algunos derechos respec-
to a sus posibilidades de comercio, no podían realizar 
transacciones en otras comisiones o territorios; existían 
disposiciones respecto a que solamente puedan comer-
ciar en las provincias que se les indicó al momento de 
otorgárseles su composición como integrantes natura-
les de España o las Indias. 

Una de las principales actividades económicas en la 
Nueva España fue sin duda la minería. Al respecto, los 
extranjeros también encontraron algunas limitaciones, 
ya que las leyes disponían que ningún extranjero pudie-
ra rescatar oro, plata ni algún otro metal precioso. 

Ningún extranjero pueda en las Indias por si, ni por interpó-
sita persona rescatar oro, ni plata ni cochinilla en tianguis, 
ferias o mercados, ni en ninguna otra parte. Quien lo hiciere 
perderá lo que intentaba extraer, así como la mitad de todos 
sus bienes aplicándolos a la Cámara y al Fisco. Aunque tenga 
licencia de tratar y contratar en las Indias (Archivo digital de 
la legislación en el Perú, Leyes de las Indias).

En cuestiones comerciales preocupaba también a la co-
rona la movilidad de las mercancías y el producto por la 
venta de los mismas, por ello se dispuso legalmente que: 

Ningún extranjero puede vender en España mercaderías fia-
das a pagar en las Indias y que las hayan de pagar en la parte 
o lugar donde se celebrare la venta o a dónde se destinare 
la paga. Si vendiera mercaderías fiadas en las Indias, las per-
derán y se apliquen los montos por tercias partes a nuestra 
Cámara, Juez y denunciador. Y que no se pueda traer de las 

7	 Impuesto real indirecto de la Corona de Castilla. Tributo corres-
pondiente a un porcentaje del precio que pagaba el vendedor en el 
contrato de compraventa, y ambos contratantes en el de permuta. 
Su cuantía fue variable. En América el importe de la alcabala fue 
el 2% hasta el año 1637, en que se duplicó para atender los gastos 
de la Armada de Barlovento. (cf. Konetzke, 1988: 82).
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Indias ningún oro, plata, perlas, ni demás cosas en cabeza de 
extranjeros. De ser así se dará por perdido y aplicado a las 
instituciones de la corona (Archivo digital de la legislación en 
el Perú, Leyes de las Indias).

4. Flexibilidad y violaciones a las leyes 

Se ha encontrado en el transcurso de la historia de la hu-
manidad, en diversas culturas y latitudes, la existencia de 
sistemas de excepciones y privilegios que gozan algunos 
por cualquier tipo de razones que convienen a quien las da 
y por supuesto a quien las recibe no siempre es fácil com-
probar esta afirmación. Sin embargo, la historia se va escri-
biendo y tarde o temprano las pone en evidencia. 

La época del domino de la Corona Española en Améri-
ca no fue diferente. Desde el principio de la conquista y 
la colonización, los persistentes apremios financieros de 
la Real Hacienda obligaron a los monarcas españoles al 
frecuente uso de prácticas que explican la constante pre-
sencia de extranjeros en América, no obstante la serie de 
prohibiciones que impedían su ingreso a las Indias. Con-
tinuamente, se encontraron extranjeros a los que se les 
consideraba conversos, penitenciados y reconciliados con 
el Santo Oficio y que por supuesto estaban prohibidos de 
viajar a las Indias bajo cualquier circunstancia, de acuerdo 
a la legislación. 

La prohibición de pasar a las Indias de los conversos, 
penitenciados y reconciliados con la Inquisición, se podía 
eludir mediante una composición, que era un acuerdo 
entre el afectado a pagar una cantidad global a prorrateo. La 
composición beneficiaba a ambas partes. La Real Hacienda 
recibía ingresos y los implicados recuperaban sus derechos. 
Esto incluía el permiso de pasar a las Indias y comerciar a 
partir de la fecha de la composición (Mosuqeda, 2004:B).

Además, mediante la dispensa personal concedida por el 
rey, se podía en cualquier momento y en casos particulares 
liberar a alguien del cumplimiento de la ley de extranjeros. 
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Muchas veces estas exenciones eran en compensación de 
algún crédito o donativo a la Corona Española. Igualmente 
el rey se mostró dispuesto a conceder, mediante el otor-
gamiento de una composición, permiso de residencia a 
extranjeros que desde tiempo atrás vivían en América sin 
autorización, más allá de las disposiciones incluidas en las 
Leyes de Indias y de las cuales ya hemos hecho mención. 

Pero más allá de la ignorancia de la ley, incluso por parte 
de quienes la habían dictado, se presentó comúnmente en 
las Indias un proceso de emigración clandestina, es decir, 
una corriente migratoria en que el emigrante no cumplía 
ninguno de los requisitos burocráticos necesarios para su 
composición al territorio de la Nueva España y convertirse 
en natural de estos reinos con todos sus derechos. La emi-
gración clandestina de los extranjeros que incluso residían 
en España, se realizaba de diferentes formas, entre ellas, se 
llegaban a convenir con el capitán o los oficiales de los na-
víos para que los trasladaran a las Indias sin necesidad de 
presentarse a la Casa de Contratación, para lo cual tenían 
que ser escondidos o abordar la embarcación una vez rea-
lizado el control de la Casa de Contratación. Otra forma 
era la posibilidad de embarcar como empleado del barco, 
previo acuerdo con los responsables de los viajes, aunque 
esta práctica fue menos frecuente. 

Como ya se había comentado con antelación, se pre-
sentó en las Indias el caso de marinos o soldados que se 
registraban con la Corona con la intención de prestar 
sus servicios, y después de algún tiempo de ser embarca-
dos en los navíos desertaban de sus responsabilidades y 
se quedaban en territorio americano. Este tipo de emi-
gración clandestina recibió la mayor cantidad de emi-
grantes ilegales de la que se tenga registro. Si bien era 
en pequeños grupos al final logró alcanzar cantidades 
bastante importantes. 
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Otra manera de emigrar clandestinamente fue la de ins-
cribirse como criado de emigrantes que habían sido auto-
rizados para llevar sirvientes. Los criados no necesitaban 
una licencia propia, sino que su nombre debía figurar en 
la de su patrón. Esta situación permitía vender el cupo, 
hecho que posibilitaba el paso a las Indias de personas 
que tenían prohibición de hacerlo. También se falsifica-
ban licencias de emigración, lo que daba lugar a un lucra-
tivo negocio. Finalmente algunos viajaban a las Canarias, 
donde hacía escala la flota, y allí esperaban la ocasión fa-
vorable para proseguir en un embarque clandestino hacia 
el nuevo mundo. 

Es de llamar la atención el importante número de per-
sonas con la categoría de criados que se encuentran en 
las listas de pasajeros que viajan a las Indias, acto que 
se explica por varias razones: los criados no necesitaban 
una licencia propia, sino que su nombre debía figurar 
en la de su amo. Esta situación permitía incluir a perso-
nas que tenían prohibición de pasar a América. Como 
no había demanda de mano de obra en América, todos 
aquellos que deseaban emigrar tenían que asegurarse 
los medios para sustentarse los primeros años, situación 
que motivó que una gran parte de los emigrantes opta-
ran por entrar al servicio de funcionarios administrati-
vos y dignatarios religiosos. 

La jerarquización administrativa tuvo consecuencias para 
el número de criados que podían llevar. Los dignatarios de 
la Real Audiencia podían trasladar un mayor número de 
criados, sólo superados por los Virreyes y los Arzobispos. Los 
Virreyes de Nueva España, Marqués de Montesclaros en 1603 
llevó consigo 103 criados, el marqués de Guadacalzar en 1613 
trasladó 115 criados y el Marqués de Esquilache en Perú llevó 
consigo 150 criados en 1615.

Los séquitos de los arzobispos eran numerosos y las órdenes 
religiosas que viajaban a las Indias por cuenta de la Real Ha-
cienda podrían trasladar un criado por cada cinco religiosos. 
Los que emigran por su cuenta podían llevar hasta dos cria-
dos y los hidalgos hasta cuatro (Mosqueda, 2009: 6).
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Los funcionarios reales y eclesiásticos que viajaban por 
cuenta de la Real Hacienda tenían la posibilidad de ofrecer 
los cupos a personas que tenían prohibición de pasar a las 
Indias, igualmente podían comercializar el pasaje a menor 
costo, situación que les permitía obtener ingresos extras. 

En la Carrera de Indias se ha podido comprobar que muchos 
funcionarios de la Monarquía que viajaban a América para 
hacerse cargo de su nombramiento por cuenta de la Real 
Hacienda, se les reservaba un volumen de carga en la flota, 
que aprovechaban para trasladar mercaderías a terceros. Esta 
misma situación se puede hacer extensiva a los criados que 
obtenían pasajes a menor precio (Mosqueda, 2009: 4).

Por citar un ejemplo, se puede reseñar que “Ana de Acosta 
se registró en la Casa de Contratación como pobladora 
de Santo Domingo y veinte días más tarde se registraba 
como criada de Pedro Guzmán Corregidor del Cuzco” 
(Mosqueda, 2009: 4). Qué explicación se puede dar a 
esta situación. La mujer encontró la posibilidad de viajar 
acompañada en una comitiva oficial y a menor costo. 

El contacto oficial entre amo y criado se podía establecer 
de forma oficial u oficiosa. Alguien oía la noticia que un 
oficial recién nombrado para las Indias buscaba personal 
que lo quisiera acompañar. Los oficiales y eclesiásticos 
no llevaban criados que habían estado a su servicio, no 
hay contrato, sino una declaración. Esta informalidad 
reinante en las relaciones entre criado y amo podía sig-
nificar que esta relación terminase al llegar a las Indias, 
como realmente aconteció. 

La emigración clandestina no se puede atribuir a la laxi-
tud de los funcionarios de la Casa de Contratación sino 
a otros motivos, como las migraciones laborales de ma-
rineros y soldados que se alistaban en una expedición 
y posteriormente desertaban en América. Pero la causa 
principal fue que la política de emigración de la Corona 
Española estuvo subordinada a los intereses de la Real 
Hacienda por la crónica insolvencia de recursos. Situa-
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ción que llevó a los monarcas a implementar un con-
junto de prácticas económicas que permiten explicar la 
presencia en América de personas que tenían prohibido 
su paso, como extranjeros, conversos, penitenciados y 
reconciliados con la Inquisición. 

5. Evolución del concepto 

Los tratados firmados por España como el de la paz de 
los Pirineos (con Francia) y el de Ryswick (en 1697 con 
los Países Bajos) obligaron a reconocer más derechos a 
los extranjeros, no sólo en la península sino en todos sus 
reinos. Así, la nueva dinastía borbónica impulsó agre-
gados a la consideración de los extranjeros. En 1767 se 
asientan seis mil colonos alemanes y flamencos, cató-
licos, labradores y artesanos en Andalucía en especial 
cerca de la Sierra Morena. En 1768 se admite a colonos 
griegos que emigran desde Córcega aceptando que man-
tengan su idioma (cf. Witker, 2000: 85). 

En el siglo XIX se generalizó la idea que los extranjeros 
que se encontraban en una entidad política gozaban de 
asilo. Se trataba de afirmar que en el territorio de un país 
se seguían los principios cristianos o humanitarios. En 
España se suprimió el fuero de extranjería el seis de di-
ciembre de 1868. Ya en esa época, se había emancipado de 
la monarquía la mayor parte del continente americano. 

A través del tiempo, la dinámica civilizatoria en América 
y específicamente en México ha impuesto una serie de 
disposiciones para regular las acciones en relación con los 
extranjeros. En un primer momento –de la etapa indepen-
dentista más reciente-, la normatividad surgió reconocien-
do al migrante como ser humano y por lo tanto sujeto de 
gozar de todos derechos humanos, le reconoció casi las 
mismas garantías de que gozaba la ciudadanía. Más tarde 
los gobiernos tratan el tema vinculándolo con las relacio-
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nes que se estrechan con otros Estados, para finalmente 
convertir el derecho de extranjería en un asunto interno 
de los gobiernos. Es decir, la legislación migratoria forma 
parte del derecho público en el ramo de la seguridad. 

En la actualidad, el tema de la extranjería se ha someti-
do a diversas discusiones respecto al origen y lugar que 
ocupa dentro de las disposiciones nacionales, es cierto 
que las reglas aprobadas por quienes hacen las leyes en 
una nación nunca deben contravenir a las dictadas y 
aceptadas internacionalmente, pero hoy en día la dis-
cusión gira en torno a definir si la extranjería debe ser 
considerada un tema de orden público o de derechos 
humanos. La posición es que no debiera discutirse dicho 
rompimiento o separación ya que le compete a ambos. 

6. Reflexión final

Resulta de suma importancia, para explicarnos la forma 
en que han evolucionado los derechos humanos, conocer 
acerca de la trayectoria de ellos involucrando factores 
como los contextos económico, social y político; analizar 
las necesidades de los individuos, la vigencia de ciertas 
costumbres o nuevas dinámicas de vida, entre otros 
elementos que por supuesto determinan la manera de 
garantizar protección de la persona. En virtud de ello, 
conocer ahora del derecho de extranjería implica repasar 
las disposiciones que a lo largo de la historia y la geografía 
se han vinculado al respecto. El caso de la Nueva España 
representa un modelo de disposiciones y políticas 
migratorias que fueron diseñadas para favorecer a los 
entonces dueños del poder, violando recurrentemente 
lo que hoy reconocemos como derechos de cualquier ser 
humano sin importar su nacionalidad.

Los llamados “derechos de la época” de la conquista y la 
colonización europea en América que hoy identificamos 
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en las ordenanzas y disposiciones de la época, son un 
antecedente importante que nos permiten comparar e 
identificar los avances que al respecto del tema ha teni-
do el derecho internacional, ya que después del análisis 
de los mismos y los alcances que significaron, aquello 
que entonces era una prerrogativa para el individuo 
realmente era una ventaja para otros; el poder estaba 
en pocas manos y el valor que se otorgaba a la persona 
mucho tenía que ver con sus condiciones de nacimien-
to, económicas y sociales. El proceso de dominación fue 
cediendo terreno y las condiciones han ido cambiando 
con el tiempo hasta llegar a los derechos universales y 
mayoritariamente reconocidos por las naciones.
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Análisis 
de caso:  
Recomendación

Fecha de recepción de originales:................... 10 de mayo de 2011
Fecha de aceptación:......................................... 25 de mayo de 2011

En esta ocasión presentamos una Recomendación 
emitida por la Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de México (CODHEM). Las Recomen-

daciones son documentos que evidencian violaciones a 
derechos humanos. El derecho vulnerado objeto de este 
análisis es la protección de la vida e integridad física. 

Una Recomendación constituye uno de los trabajos más 
destacables de un organismo público de derechos hu-
manos. La intención es mostrar al lector algunos de los 
detalles más significativos de este documento, los aspec-
tos que considera, el objeto de su emisión, y sus alcances. 
Debe decirse que las Recomendaciones son resoluciones 
que profundizan sobre los derechos humanos vulnera-
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dos, los cuales son colegidos a la luz de instrumentos na-
cionales e internacionales que protegen la dignidad de la 
persona humana. Sus consideraciones buscan instruir y 
concienciar a las autoridades sobre la responsabilidad que 
tienen encomendada y las graves consecuencias que pue-
den generar su incumplimiento, omisión o negligencia.

La Recomendación, según el artículo 84 del Reglamento 
Interno de la CODHEM, consta de los siguientes ele-
mentos: Datos generales de identificación, competen-
cia, descripción sucinta de la queja, procedimiento de 
investigación, ponderaciones, medidas para la restitu-
ción de los afectados en sus derechos fundamentales y 
puntos recomendatorios. 

1. Análisis del caso

1.1. Datos generales de identificación y descripción  
	 sucinta de la queja

En esta parte de la Recomendación, dirigida al Procura-
dor General de Justicia del Estado de México, se hace re-
ferencia a los servidores públicos responsables, que en el 
caso en concreto se trató de la policía ministerial. Tam-
bién se especifican los nombres de quien se queja y del 
agraviado. La queja fue recibida mediante comunicación 
telefónica, que es uno de los medios que permite la Ley 
de la CODHEM para conocer de quejas con la condición 
de que el quejoso la ratifique posteriormente. Durante 
la llamada, una persona refirió que fue informada por 
personal de una agencia del Ministerio Público de la en-
tidad que su hermano se había suicidado en el interior 
de las instalaciones de dicha institución, por lo que soli-
citó la investigación de la Defensoría de Habitantes.
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1.2. Competencia

La CODHEM conoció de la queja al tratarse de una pro-
bable violación a derechos humanos producto de actos 
u omisiones cometidas por servidores públicos. Acorde 
a lo dispuesto por la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de México, la Defensoría de Habitantes 
es el Organismo Público Autónomo responsable de pro-
teger y defender los derechos humanos de las personas 
que se encuentran en la entidad, por lo que tiene plena 
competencia de conocer sobre los hechos descritos.

1.3. Procedimiento de la investigación

La investigación del personal de la CODHEM reunió me-
dios de convicción que permitieron conocer lo siguiente:

»» El agraviado fue ingresado al área de aseguramiento 
de la agencia del Ministerio Público por la presunta 
comisión de un delito. Dicha persona fue detenida 
en supuesta flagrancia. 

»» Al ser materialmente detenido el agraviado, se asig-
nó su custodia y vigilancia permanente a elementos 
de guardia de la policía ministerial, en tanto se defi-
nía su situación jurídica.

»» De forma previa, el agraviado fue certificado médi-
camente. Se detectó que tenía en su cuerpo (abdo-
men) una herida antigua producto de una atención 
quirúrgica, y de ella salía una sonda sujeta por una 
venda. Esta circunstancia fue conocida por los ele-
mentos de guardia de la policía ministerial.

»» El agraviado se negó a rendir declaración ante el 
agente del Ministerio Público.
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»» Posteriormente, el agraviado fue encontrado sin vida 
en el área de seguridad al momento que los policías mi-
nisteriales ingresaron a otros detenidos. El mecanismo 
que utilizó fue ahorcamiento en uno de los barrotes de 
la galera y el objeto que utilizó fue la venda elástica. 

»» Cabe señalar que en la Agencia del Ministerio Público 
se contaba con cámara de video para monitorear las 
galeras, sin embargo, en el momento que se suscitaron 
los hechos no se encontraban en funcionamiento.

1.4. Ponderaciones

En este apartado, se hace una referencia general sobre 
los derechos humanos vulnerados. Los hechos investi-
gados permitieron al Organismo conocer y evidenciar 
una violación al derecho humano a la protección de la 
vida e integridad física.

La Recomendación resaltó en el caso la omisión de cui-
dado que derivó en la muerte de una persona al interior 
de una institución pública. Consecuencia que demues-
tra la falta de responsabilidad moral y prudencia de los 
servidores públicos a quienes se encargó socialmente la 
responsabilidad de protección de los derechos humanos 
de las personas.

Si bien se debe considerar que el agraviado es sin duda 
el principal responsable de los hechos, al tomar la desa-
fortunada decisión de suicidarse y vulnerar así su dere-
cho a la vida y el menoscabo de su integridad personal, 
lo cierto es que con la debida vigilancia y custodia del 
personal de guardia de la policía ministerial al interior 
del área de aseguramiento no se habrían presentado las 
condiciones para fraguar y materializar dicho atentado.

Sin prejuzgar los motivos de su detención, debe consi-
derarse que el agraviado fue ingresado a un área de ase-
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guramiento por la presunta comisión de un delito grave, 
evento que por sí solo puede causar reacciones inespe-
radas y que probablemente pudieron haberlo influen-
ciado en su decisión de quitarse la vida. Por tanto, aun-
que independientemente de la causa, era necesario un 
resguardo con vigilancia estrecha por parte del personal 
de custodia, más aún cuando los elementos de la policía 
ministerial sabían que el afectado portaba una venda y 
una sonda, agentes que podían ser utilizados inconve-
nientemente, tal y como aconteció. Asimismo, conocían 
que el medio técnico que auxiliaba su encomienda -sis-
tema de video-, no se encontraba en funcionamiento.

El interés del Estado en la preservación de la vida se 
considera de la mayor relevancia y una de sus máximas 
prioridades. Luego entonces, la obligación de las ins-
tituciones públicas para proteger a las personas debe 
considerar como una exigencia la protección física y la 
conservación de la vida. La Recomendación destaca la 
importancia de la proclamación de la vida, consideran-
do que es el presupuesto elemental e indispensable de 
todo derecho. Si su vulneración tiene origen en un sec-
tor que por antonomasia tiene el deber der garantizar su 
protección a través del servicio que presta, es entendible 
la gravedad de la trasgresión al ser la autoridad deposi-
taria de la confianza ciudadana, que en casos como el 
descrito queda hondamente quebrantada, tanto para el 
quejoso, cuyo familiar lamenta la falta de cuidado de las 
autoridades, como para la sociedad, a quien no se garan-
tiza seguridad alguna.

Estos razonamientos coinciden con las múltiples resolu-
ciones efectuadas por la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos, que tienen como código fuente el Pacto 
de San José, (Convención Americana sobre Derechos 
Humanos), el cual enumera como uno de los deberes del 
Estado la obligación de respetar los derechos, entre los 
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cuales se encuentran el derecho a la vida (artículo 4), y a 
la integridad personal (artículo 5).

La vida como valor indispensable en la seguridad e in-
tegridad de la persona, es un derecho que ha logrado 
consenso sobre su necesaria protección y defensa. Es 
así como la mayoría de los instrumentos internaciona-
les de derechos humanos recogen esta exigencia en sus 
contenidos, desde la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, (artículo 3); considerada igualmente en la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre, (artículo 1); incluida en los pactos de Nueva 
York, (Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí-
ticos -artículo 6-); hasta su inclusión en los principales 
tratados internacionales (Convención sobre los Dere-
chos del Niño, Convención Internacional sobre la Eli-
minación de Todas las Formas de Discriminación Racial, 
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer, Convención contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, entre otros). 

Un ejemplo claro sobre las obligaciones que en la materia 
deben observar oportunamente los servidores públicos 
o autoridades, es el Código de Conducta para Funciona-
rios Encargados de hacer cumplir la Ley, que antepone a 
los funcionarios facultados para hacer cumplir la ley en 
el desempeño de sus tareas, el respeto y protección de la 
dignidad humana, así como el mantenimiento y defensa 
de los derechos humanos de todas las personas. 

1.5. Medidas para la restitución del afectado en sus  
	 derechos fundamentales

Con el fallecimiento del agraviado se produjo no sólo 
una afectación a su derecho a la vida e integridad perso-
nal, sino también una alteración desfavorable y directa a 
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sus familiares. La Recomendación hace visible la necesi-
dad de reparación de la asistencia afectiva y económica 
de la quejosa mediante la restitución de los gastos fune-
rarios ocasionados por la omisión estatal. 

1.6. Puntos recomendatorios

Las Recomendaciones emitidas por la CODHEM bus-
can atender y zanjar los puntos que deben ser mejorados 
y tratados de manera oportuna por las autoridades, con 
el objeto de evitar en un futuro cualquier hecho simi-
lar que pueda vulnerar los derechos de las personas. En 
la Recomendación objeto de estudio, en primer lugar, 
si bien la instalación de cámaras de vigilancia no puede 
sustituir de forma alguna el trato humano y la vigilancia 
adecuada para las personas confinadas a un área de ase-
guramiento, lo cierto es que en este caso, la agencia del 
Ministerio Público ya contaba con dichas herramientas 
técnicas, por lo cual el primer punto recomendatorio 
versó en la optimización del sistema de monitoreo de 
video en circuito cerrado con que cuenta el área de segu-
ridad del Centro de Justicia, a fin de auxiliar al personal 
de guardia en la vigilancia estrecha y con plena visibili-
dad al interior de las celdas.

Un punto que no puede pasar desapercibido es el ini-
cio de los procedimientos administrativos disciplinarios 
cuando un servidor público faltó a la prudencia con sus 
omisiones. Así, la CODHEM solicitó al Procurador la 
pertinencia de que el Órgano de Control Interno de esa 
Institución diera inicio a un procedimiento administra-
tivo disciplinario que investigara, identificara y determi-
nara la responsabilidad en la que hubieran incurrido con 
su conducta los servidores públicos involucrados.

Finalmente, y en el caso en concreto, se estima la ne-
cesidad de que los servidores públicos puedan recibir 
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actualizaciones en materia de derechos humanos con 
el objeto de respetar la dignidad de la persona huma-
na, y puedan entender la alta responsabilidad que les ha 
sido conferida. El acercamiento a los temas de derechos 
humanos es necesario en vista a que los criterios en la 
materia nos remiten a los códigos de conducta que los 
servidores públicos deben de observar invariablemente 
a fin de desarrollar un sentido de la responsabilidad que 
no admite cotos a los derechos y libertades de las perso-
nas. Si bien el desconocimiento de los derechos huma-
nos implica un problema más hondo en las instituciones 
públicas, toda vez que es parte insustituible de la educa-
ción ética que es obligatoria en todo servidor público, lo 
cierto es que la CODHEM debe incluir la enseñanza de 
los derechos humanos a efecto de lograr la consolida-
ción de una cultura de respeto a los mismos.

1.7. Seguimiento de la Recomendación

En este caso se pudo advertir la completa disponibilidad 
de la autoridad involucrada a efecto de acatar y cumplir 
en sus términos los puntos recomendatorios. Así, la CO-
DHEM pudo constatar que el área de seguridad del Cen-
tro de Justicia presentó mejoras, entre ellas la adecuada 
iluminación de las celdas y el óptimo funcionamiento 
del circuito cerrado.

Asimismo, se pudo conocer de la intervención de la 
Contraloría Interna de la Procuraduría para investigar 
si la conducta desplegada por los servidores públicos in-
cumplió con la responsabilidad encomendada. 

Finalmente, personal de la CODHEM impartió una ac-
tualización en derechos humanos a 25 policías ministe-
riales, con el objeto de subrayar la importancia de mejo-
rar los cuidados y responsabilidad que deben de asumir 
en su servicio, destacando particularmente las disposi-
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ciones consideradas en el código de conducta para fun-
cionarios encargados de hacer cumplir la ley.

2. Análisis crítico de la Recomendación

Las Recomendaciones son documentos que por su esen-
cia (adoctrinamiento en materia de derechos humanos) 
deben ser públicas. El propósito no es causar resque-
mor o confrontación entre la autoridad y los Organis-
mos Públicos de Derechos Humanos, toda vez que no 
se trata de opuestos o adversarios. Sino advertir tanto a 
la sociedad como a las autoridades que se han vulnera-
do derechos humanos por la falta de profesionalismo y 
responsabilidad de servidores públicos, y que ese abuso 
debe de resarcirse con bases humanistas que impidan la 
repetición de esa conducta por el bien de todos.

En líneas anteriores se hizo referencia a los puntos más 
destacables del documento de Recomendación. No obs-
tante, el ejercicio de análisis requiere además de la revi-
sión de los puntos medulares del documento, advertir 
si con el mismo se dio la atención adecuada y se logró 
el objetivo planteado. A continuación, y con base en los 
criterios desarrollados por el Programa Atalaya1 para el 
análisis de Recomendaciones, se realiza una breve ex-
ploración del documento bajo estos parámetros, con el 
objeto de que el lector valore todos los enfoques posibles 
en el estudio de caso. 

1	 El Programa Atalaya, es realizado por el Instituto Tecnológico 
Autónomo de México (ITAM) en conjunción con la Facultad Lati-
noamericana de Ciencias Sociales (FLACSO), sede México, y Fun-
dar, Centro de Análisis e Investigación A. C., cuyo proyecto se ha 
orientado al análisis y escrutinio público de algunos organismos 
públicos de derechos humanos, como la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos (CNDH).
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2.1. Aspectos formales

La Recomendación muestra un alto nivel técnico y pro-
fesional. La exposición de los hechos es ordenada y com-
pleta para dar por establecida la violación de derechos 
humanos, constituye la garantía mínima que debe darse 
a la autoridad responsable y obedece a principios de le-
galidad, de rigor y de seriedad.

En el caso en concreto los hechos se investigaron de ma-
nera imparcial, evitando los juicios de valor en contra de 
la autoridad señalada como responsable. Así, se entiende 
que no se culpabiliza a la autoridad del suicidio de la per-
sona, sino de una omisión que favoreció dicha conducta y 
que estaba en manos de los agentes del Estado garantizar, 
como es la protección a la integridad personal. 

2.2. Análisis de facultades no ejercidas

El Organismo ejerció sus facultades de manera idónea. 
La investigación contribuye al respeto de los derechos 
humanos, por ser un caso que puede ser minimizado por 
las autoridades. El hecho de justificar una omisión por 
el hecho cometido voluntariamente por la persona (sui-
cidio) no le exonera de la protección que debe garanti-
zar. En este caso, los puntos recomendatorios buscan el 
deslinde de responsabilidades y la aplicación de medidas 
en caso de que se demuestren las violaciones a derechos 
humanos e hicieron patente medidas restitutorias para 
resarcir el daño ocasionado. Así las cosas, se cumplió 
con el objetivo al formular denuncias y quejas ante las 
autoridades respectivas; practicar visitas o inspecciones; 
citar a las personas que deban comparecer como peritos 
o testigos; recomendar cambios en disposiciones legis-
lativas o reglamentarias, así como en prácticas adminis-
trativas y decretar medidas cautelares.
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2.3. Análisis de contenido 

La Recomendación se refirió de forma concreta a la vio-
lación al derecho humano a la protección de la vida e 
integridad física. Su parte resolutiva despeja toda duda 
al responder a los hechos expuestos y probados en el 
expediente, incluyendo las ponderaciones efectuadas 
–conclusiones a que ha llegado la Comisión–. La Reco-
mendación es clara, concisa, imperativa y no dio lugar 
a que la autoridad pudiera burlarlas, tan es así, que de 
inmediato se abocó a su cumplimiento.

Los puntos resolutivos de la Recomendación conside-
ran: la solicitud de que se restituya al quejoso en sus 
derechos, se inicie el respectivo procedimiento de inves-
tigación a los presuntos responsables de violar los dere-
chos humanos y se indemnice el daño material y moral 
causado a la víctima. 

2.4.Análisis de la parte jurídica

2.4.1. Fundamentación y motivación

En el documento se expresaron con precisión el precep-
to legal, la norma internacional o el principio general de 
derecho aplicable al caso y se señaló en qué forma los 
hechos aducidos han violado dichas normas o princi-
pios. La fundamentación de una Recomendación no se 
cumple con la mera invocación de preceptos legales o 
principios de derecho, sino que es obligatorio vincular, 
mediante razonamientos lógicos y argumentativos, la 
relación que existe entre los hechos probados y la dispo-
sición o principios violados. 

Como se advierte en este análisis, el derecho a la vida y el 
derecho a la integridad cobran especial resonancia en la Re-
comendación. En los hechos se demuestra su complemen-
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tariedad al formar parte del núcleo de la dignidad y un pre-
supuesto ético y moral para el ejercicio de otros derechos. 
En los acontecimientos, la vida tiene un valor absoluto que 
debe protegerse aun sin la voluntad de la persona. En el caso 
del suicidio del agraviado, ante la omisión de cuidado se co-
locó en una situación que permitió la imposibilidad de toda 
intervención por parte de los agentes del Estado, auspicia-
da, claro está, por ausencia de vigilancia desde el primer 
instante en que el agraviado fue confinado a una área de 
aseguramiento, sobreviniendo, con la lesión a su integridad 
personal, la afectación que le produciría la muerte. 

2.4.2. Las normas aplicables

Una característica esencial de un documento de Reco-
mendación es la consideración de las normas jurídicas 
internacionales y nacionales. En el caso se hace referencia 
de la importancia que tiene la protección y defensa de los 
derechos humanos al ser interdependientes, complemen-
tarios e indivisibles y revelarse mutuamente unos a otros.

2.4.3. La amplitud en la interpretación de la norma

Los organismos públicos defensores de los derechos hu-
manos no podrían cumplir adecuadamente su cometido 
ni diferenciarse de un órgano jurisdiccional, si en cada 
caso concreto que atienden se limitaran a interpretar las 
normas jurídicas en forma estrictamente literal, apegada 
al estrecho criterio de la gramática. En el caso se desen-
traña el espíritu de esas normas, su racionalidad y opor-
tunidad, como quedó explicado en las ponderaciones. 
De este modo, la Recomendación buscó que los actos 
de gobierno se ajustaran al principio de la buena fe, que 
impone a las autoridades la obligación de una conducta 
leal, honesta, aquella conducta que, según la estimación 
de la gente, puede esperarse de los servidores públicos. 
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2.4.4. La valoración de la prueba

La valoración de la prueba es un criterio bien conside-
rado por la CODHEM (artículo 98 de su Ley) Como se 
ha referido, la Defensoría de Habitantes emitió la Reco-
mendación al existir una notoria falta de prudencia de 
la autoridad, la cual fue valorada a la luz de los diversos 
medios de convicción que se recabaron.

2.4.5. La formulación directa de quejas y denuncias

En el caso en concreto, si bien se trató de un hecho  
calificado como presuntamente violatorio de 
derechos humanos, la CODHEM esperó la emisión 
de la Recomendación para solicitar el inicio de la 
correspondiente investigación administrativa, lo cual no 
afectó la atención inmediata de la autoridad involucrada.

2.4.6. Criterio de eficacia

La Recomendación cumplió ampliamente con este cri-
terio, en vista a que adoptó simplicidad en el procedi-
miento aplicable, ofreció a la quejosa alternativas de so-
lución al problema planteado, como lo fue la restitución 
de sus derechos y la reparación del daño, tanto material 
como moral. 

2.4.7. Forma de ingreso del caso a la Comisión

La forma de recepción de queja más comunes que 
enumera el Programa Atalaya son: presentada de manera 
personal; por escrito; por conducto de una comisión 
estatal; expediente abierto de oficio; o mediante recurso.

Nuestro caso permitió observar cómo la emisión de la 
Recomendaciones de la CODHEM obedeció a una ver-
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dadera voluntad del Organismo, al ser tomada vía tele-
fónica, realizándose acta circunstanciada que después 
fue ratificada personalmente por la quejosa. Lo anterior 
muestra el interés de escuchar al ciudadano, atender sus 
peticiones de forma inmediata y no sólo esperar a que 
las quejas lleguen, en forma de remisión o por recurso 
por medio de las cuales resulta ineludible la actuación 
de las Defensorías de Habitantes.

3. Comentario final

Por fortuna, podemos decir que la CODHEM busca con 
sus Recomendaciones atender las demandas ciudadanas 
y sociales. Por un lado, respaldando a quien le fueron 
vulnerados sus derechos, y por otra parte, como bien lo 
refiere el Programa Atalaya, haciendo oportuna su labor 
al tratar de desentrañar el espíritu de las normas, su ra-
cionalidad y oportunidad, de modo que los actos de go-
bierno se ajusten al principio de la buena fe, que impone 
a las autoridades la obligación de una buena conducta, 
gestión que la sociedad espera de los servidores públicos.

Así también, es preciso reconocer que la Recomendación 
constituye el vínculo jurídico a través del cual no sólo se 
genera la obligatoriedad de su cumplimiento, sino tam-
bién, su exigibilidad en términos de la legislación aplica-
ble. Lo anterior, atendiendo a que la manifestación de la 
voluntad también es una fuente de las obligaciones, la cual 
se perfecciona con la aceptación de la Recomendación.

No obstante, aún cuando una Recomendación no fuera 
aceptada o habiéndola aceptado la autoridad sea omisa 
en su cumplimiento, a petición de la Comisión, se puede 
originar la intervención de la Legislatura, quien a su vez 
puede solicitar la comparecencia de la autoridad a efecto 
de que justifique su negativa u omisión.
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Queda abierta la invitación para que usted estimado 
lector, participe con comentarios, aportaciones y/o re-
flexiones en cuanto a los casos presentados, para lo cual 
ponemos a su disposición nuestro correo electrónico: 
revistadignitas@codhem.org.mx.
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El fenómeno inexactamente denominado femi-
nicidio se ha revelado ampliamente en nuestra 
entidad federativa. Hay quien da cifras, crea hi-

pótesis de la nada y busca crear expectativa, confusión y 
alarma. Incluso, casi siempre se utiliza el término para 
lanzar acusaciones sin sustento, si bien refieren los es-
tudiosos que se trata de un constructo social que ilus-
tra la cima de la violencia de género. Muchos no se dan 
cuenta que una posición ofensiva no aporta mucho a la 
erradicación de la problemática. Al contrario, agudiza 
una visión discriminatoria que vulnera la dignidad de 
las mujeres y las sigue confinando a un anonimato; a un 
concepto sin rostro; a la permanencia de un desatino 
-prejuicioso- que las considera objetos.

De ahí la relevancia de esta aportación. El lector pue-
de encontrar un espacio propicio para la reflexión si se 
adentra a la exploración que nos ofrecen académicos e 
investigadores sobre diversos casos de violencia contra 
mujeres en la entidad. Se trata de una investigación en-
cabezada por voces autorizadas en la materia, como la 
Universidad Autónoma del Estado de México y la Pro-
curaduría General de Justicia de la entidad. Las aporta-
ciones interdisciplinarias, acompañadas de una breve 
introducción, son:

Dimensiones de la violencia contra las 
mujeres en México. Una introducción 
Leonor Guadalupe Delgadillo Guzmán 
Nelson Arteaga Botello

Para nadie es desconocido o indiferente lo que pasa en 
Ciudad Juárez. Enterarse de los altos índices de violen-
cia contra mujeres que registra el Estado de México es 
desconcertante. Las estadísticas ubican a la entidad en-
tre las primeras a nivel nacional donde se desarrollan 
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conductas violentas dirigidas a las mujeres. El análisis 
pretende dar un acercamiento sobre las condiciones en 
que se presentan los casos violentos durante los últimos 
años en suelo mexiquense. No existe una focalización 
concreta, examinándose circunstancias sociales, cultu-
rales y económicas a la luz de la Sociología, Antropo-
logía, Psicología y Geografía, en búsqueda del agente 
esclarecedor mediante la obtención de cuotas que per-
mitan la comprensión del fenómeno. El intento ha dado 
nacimiento al primer esfuerzo de sensatez para com-
prender y atajar la violencia de género en la entidad, sin 
pasar desapercibido el término feminicidio en vista a la 
amplia aceptación ciudadana, aunque sin sesgos biolo-
gicistas o misóginos. 

¿Qué hay detrás de los feminicidios?  
Una lectura sobre sus redes sociales y culturales y las 
construcciones de nuevas subjetividades
Nelson Arteaga Botello 
Jimena Valdés Figueroa 

En estas páginas se captura el primer momento, desde la 
Sociología, que aborda el imaginario de la violencia ha-
cia la mujer, estableciéndose la concepción teórica sobre 
el feminicidio, la forma en que sucede, su plataforma de 
acción. En suma, se define el conjunto de interacciones 
que develan la dominación de género, producto de una 
hiriente desigualdad que da origen a crímenes de odio. 
La investigación descarta la consideración de hechos 
aislados y enfatiza que son los contextos y condiciones 
sociales los que provocan la violencia contra las muje-
res. Esa violencia se advierte como algo normal a tra-
vés de expresiones, conductas, estereotipos, prejuicios y 
comportamientos aceptados bajo la tutela masculina y la 
complicidad de las figuras de autoridad.
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La violencia contra las mujeres. 
Dimensionando el problema
Leonor Guadalupe Delgadillo Guzmán

Sobre líneas se abordan datos que pretenden identificar 
la virulencia con que se ha arraigado este tipo de violen-
cia en el Estado de México. La realidad mexicana mues-
tra que tanto el desasosiego causado por el fenómeno, 
como la obediencia a los compromisos internacionales 
adquiridos por el Estado en materia de derechos huma-
nos han permitido contar con herramientas que buscan 
evitar la violencia contra la mujer, tal y como lo demues-
tran los ordenamientos estatales hechos ex profeso. La 
autora confirma que las cifras respecto a este fenómeno 
en la entidad son alarmantes.

Homicidios y violencia contra mujeres en 
el Estado de México
Héctor Favila Cisneros 
Patricia Romero Becerril

La investigación profundiza sobre la información mues-
tra generada en materia penal -averiguaciones previas 
iniciadas en las agencias del Ministerio Público de la en-
tidad- inherentes a homicidios dolosos cometidos contra 
mujeres durante el periodo 2005-2007. Los autores desta-
can las relaciones familiares de las mujeres como el código 
fuente del contexto donde se desarrolla la violencia. Las 
conductas desplegadas contra las víctimas muestran un 
desprecio patente hacia el género producto de patrones 
misóginos que se han reproducido y consentido duran-
te mucho tiempo. El estudio muestra la gran influencia 
que tienen los problemas socioculturales cuando la mujer 
es objeto de agresiones que culminan con la muerte. El 
problema es tal que los comportamientos son tolerados y 
justificados por las propias mujeres. 
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El caso de las jóvenes agraviadas por 
homicidio doloso en el Estado de 
México 2007-2008. Aportes desde una 
antropología social del crimen
José Antonio Trejo Sánchez

Incursionando sobre el tema de crímenes dolosos, este 
trabajo nos brinda una interpretación cultural sobre este 
tipo de violencia, valiéndose del soporte documental que 
muestra los ilícitos perpetrados en contra de mujeres. 
Con ligeras insinuaciones a la violencia institucional, el 
autor desmenuza la relación entre víctima y victimario, 
sitúa contextos y evidencia trasfondos que han permitido 
o desencadenado la sistemática violación de los derechos 
elementales de las mujeres. Si bien se escudriña el carác-
ter multifactorial, los grupos de edad y el contexto social 
-como las pandillas, asesinos seriales, escenarios tomados 
por grupos delictivos- que dieron origen a los actos crimi-
nales en contra de mujeres, lo cierto es que no pueden ser 
tomados como hechos dispersos o desconectados, sino que 
son producto de la descomposición social. 

Sistema inteligente de combate al 
feminicidio: geoinformática, innovación 
tecnológica geoespacial y sistemas de 
información geográfica en Toluca 
José Francisco Monroy Gaytán, Milagros Campos Vargas 
Alejandra Toscana Aparicio y David García Ruiz

En estas páginas se efectúa una introducción a la cartografía 
del feminicidio en el municipio de Toluca. La propuesta bus-
ca diseñar políticas de atención cuya plataforma es la inno-
vación tecnológica, mediante la aplicación de una base de 
datos geoespacial en un sistema de información geográfica 
que considere las distintas variables socio territoriales del 
delito. A través del desarrollo de estas tecnologías se pue-
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den identificar las zonas de mayor incidencia de homicidios 
de mujeres, herramientas que sin duda aportarían valiosos 
elementos en la investigación criminológica y se abonaría a 
la prevención de los delitos cometidos contra mujeres en la 
entidad y la erradicación de la violencia institucional me-
diante la actuación pertinente de las autoridades.

Violencia y homicidios dolosos contra las 
mujeres en el Estado de México.  
Algunas recomendaciones
Rodrigo Sandoval Almazán 
J. Ramón Gil-García

El último momento consta de un análisis sobre los criterios 
tomados en cuenta a lo largo de los ensayos aquí expuestos. 
La exploración hace un acucioso estudio sobre la violencia 
contra las mujeres, considera la aportación documental de 
los casos relacionados con el flagelo, explora las acciones y 
mecanismos gubernamentales en nuestro país, las acciones 
llevadas a cabo en la entidad y una exposición comparativa 
en otras entidades federativas y países. Finalmente propo-
ne una serie de recomendaciones con el afán de aplicar es-
trategias que permitan revertir el dramático incremento de 
crímenes en contra de las mujeres.

En suma, estamos ante un denuedo que recoge por pri-
mera vez los testimonios y actos que dan pie a feminici-
dios en el Estado de México, convierténdolo en un libro 
de cabecera para iniciar el debate y la libre discusión. La 
urgencia de atención al tema es necesaria si tomamos 
en cuenta que la violencia de género atenta contra los 
derechos humanos de las mujeres, limitando el ejercicio 
de los derechos de nuestra sociedad e imposibilitando 
un real Estado de Derecho. Es voluntad del lector aden-
trarse en el tema, diversificar el debate y preconizar la 
igualdad y complementariedad entre los géneros sin dis-
tingos de ningún tipo.
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Derecho  
a la  
libertad  
de 
expresión  
y el ejercicio 
periodístico

Oficina en México del 
Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos 
(OACNUDH) (2010), 
Derecho a la libertad 
de expresión y el ejercicio 
periodístico, México. 

Luz María Hernández
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Obra colectiva de los autores Darío Ramírez, Ri-
cardo Raphael, Sanjuana Martínez, y Marcela 
Turati, entre otros. En la presentación Javier 

Hernández Valencia, Representante en México de la Alta 
Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos establece que la obra busca propiciar la re-
flexión sobre la amplia gama de retos que enfrentan las y 
los comunicadores sociales en nuestro país.

Los periodistas actualmente están en la mira de personas, 
grupos de poder y organizaciones al margen de la ley que 
los intimidan cuando, con su trabajo, tocan temas vin-
culados a la corrupción, la seguridad pública o el crimen 
organizado. También se abordan otras dificultades como 
el uso direccionado de la publicidad, la censura y los va-
cíos de una difícil y esquiva autorregulación. Un contexto 
con las dificultades descritas impacta negativamente en el 
efectivo goce de la libertad de expresión y el acceso a la in-
formación de la sociedad, dañando seriamente el proceso 
de consolidación del Estado de Derecho.

En su oportunidad Darío Ramírez parte del hecho de que 
la libertad de expresión es uno de los pilares de la demo-
cracia y es un derecho colectivo porque no sólo significa 
la capacidad de una persona para expresar sus ideas, sino 
de una comunidad para obtener la información necesaria 
para ejercer otros derechos fundamentales. El eje central 
de su colaboración es el manejo de la publicidad del go-
bierno que puede tener un efecto disuasivo sobre la liber-
tad de expresión porque es una herramienta de control 
de la información menos visible, pero mucho más sofis-
ticada. El modo discrecional de distribución de este tipo 
de publicidad preocupa a los medios y ha ingresado a la 
agenda política del poder legislativo, del poder judicial y 
de diversos organismos internacionales.

El abuso en la distribución de la publicidad guberna-
mental o en el ejercicio de otras facultades desde las 
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instituciones públicas para influir en la línea editorial de 
los medios se dibuja como uno de los mecanismos ile-
gítimos de control sobre los medios de comunicación. 
Lamentablemente, en nuestro país, esta materia no tiene 
la atención que debiera y la publicidad oficial sí es una 
condicionante potencial del contenido de la información 
que difunden los medios y tiene un efecto nocivo para 
la libertad de prensa. En especial en el ámbito local pues 
estados y municipios tienen una menor auditoría social. 
Esta situación ha generado la tendencia a la venta de pa-
quetes publicitarios que favorecen al duopolio existente 
en detrimento de medios pequeños que dependen bási-
camente de la publicidad gubernamental para sobrevivir. 

Ricardo Raphael nos presenta una colaboración que 
tiene como eje principal el análisis de una figura poco 
conocida en México: el defensor de la audiencia. Entre 
otras preguntas el autor plantea las siguientes ¿cómo 
proteger a quien vive en condiciones de desigualdad 
si, ante la mayoría, su situación se mantiene oculta por 
obra del silencio? ¿De qué manera hacer que la sociedad 
se haga cargo de su soberanía si el debate público es im-
pedido o limitado?

La deliberación amplia y plural tiene como propósito pro-
mover un proceso de aprendizaje sobre los temas del deba-
te común y también sobre las prácticas democráticas para 
resolverlos de forma satisfactoria. El diálogo a escala entre 
los grupos humanos, la comunicación libre de trabas a tra-
vés de una compleja red de espacios públicos que conectan 
lo particular con lo general y la discusión a través de los 
medios de comunicación, son fundamentales en las so-
ciedades contemporáneas para volver democráticamente 
productiva la deliberación común. Puede afirmarse que el 
derecho a la información y la libertad de expresión forman 
parte de un mismo continuo a partir del cual se fragua la 
vida en democracia.
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Raphael plantea la necesidad de tomarse con mayor pau-
sa la premisa que coloca a la libertad de expresión como 
la mayor de las libertades. Es un valor fundamental, pero 
nunca absoluto. Ninguna de las libertades o derechos pue-
de considerarse superior, sino parte de un todo indispen-
sable para que la persona goce de una vida buena: gene-
rosa en libertad pero también en responsabilidad. En una 
sociedad democrática el derecho a la información sólo es 
exigible en el espacio público. Valga decirlo así: sólo lo pú-
blico es citable públicamente. En tanto que su ejercicio en 
el espacio público ha de responder a tales restricciones, ne-
cesita de un piso de reglas explícitas, claras, interpetrables 
y evaluables. A partir de esta convicción es que se han cons-
tituido instancias tales como el defensor de la audiencia. 
Siempre que estas figuras han logrado mantener suficiente 
autonomía frente al medio han sido virtuosas. No son un 
mecanismo de autorregulación porque, en estricto sentido, 
han de mantenerse independientes frente al medio; pero 
tampoco son una institución vinculada al poder público. 

Sanjuana Martínez presenta una desgarradora visión de la 
situación que enfrentan los periodistas en México en el es-
cenario de la guerra contra el narcotráfico. Considera que 
el derecho a la información, un derecho bilateral que per-
tenece a los ciudadanos y a los periodistas, es actualmente 
vulnerado en México, debido a una serie de obstáculos que 
impiden el libre ejercicio del periodismo. Las actuales con-
diciones de violencia han generado el cáncer de la autocen-
sura en la prensa mexicana, una enfermedad que carcome 
los débiles cimientos democráticos del país.

La falta de acción de las autoridades en cada estado está 
justificada porque argumentan que es un delito fede-
ral. Ante la violencia los periodistas prefieren cambiar 
de fuente para no arriesgar sus vidas. Los periodistas se 
han enfrentado al monstruo de las mil cabezas, la censu-
ra, pero se han encontrado con otro igualmente nocivo: 



Br
ev

ia
ri

o 
Bi

bl
io

gr
áfi

co
D

ig
ni

ta
s 

16
, M

ay
o-

Ag
os

to
 2

01
1

− 172 −

la autocensura (método utilizado para la superviven-
cia). Los cursos y los improvisados manuales de auto-
protección para las coberturas riesgosas son teorías que 
apenas empiezan a aplicarse en la práctica. Al matar a 
un periodista se atenta contra la libertad de expresión, 
sustento de cualquier democracia. Corresponde no sólo 
al gobierno vigilar, proteger y defender las libertades 
de información y prensa. También es obligación de los 
ciudadanos luchar por un periodismo ejercido desde la 
independencia y la verdad. 

Marcela Turati presenta en su aportación una reflexión 
profunda y sencilla sobre las circunstancias que como pe-
riodista le toca vivir cotidianamente. La autora establece 
que los reporteros recogen constancias del dolor con los 
mismos recursos con los que antes cubrían los efectos de 
algunas tragedias naturales o hechos de violencia aislados, 
y quizás con el aturdimiento de quienes no entiende lo 
que pasa, analfabetas de los nuevos códigos de sangre en 
los que exterminar al otro es la meta, en los que la saña es 
el mensaje y se expresa a través de cuerpos que son mu-
dos testimonios de la violencia. Son tiempos en los que 
la vida humana vale lo que una bolsa de basura y pilas de 
muertos se amontonan a cuenta de una guerra que a todos 
nos salpica. Ante la violencia desbordada la opción de los 
reporteros es retomar la agenda, quitársela a los violentos 
que la fijan, para devolverle sentido a la vida, dignidad a las 
víctimas y poder a los ciudadanos. Esto es: alumbrar lo que 
ocurre con la luz de los derechos humanos.

¿Se puede hacer una cobertura periodística responsable 
que tenga a los derechos humanos como carta de ne-
gociación? Sí, pero hacerlo es un ejercicio complicado 
que se diseña cada día. La violencia del narcotráfico ha 
provocado una violación masiva y sistemática de los de-
rechos humanos: a la vida, la seguridad, la educación, 
el empleo, al libre tránsito, al juego, a la libertad, a un 
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juicio justo. Los culpables de la desgracia no son úni-
camente los criminales, el Estado es corresponsable por 
renunciar a sus obligaciones y fallar por omisión. Los 
periodistas no pueden dejar que la agenda de los medios 
se narcotice, tienen que cubrir lo que ocurre a nivel so-
cial, político y económico. 

En la actual situación de violencia los periodistas deben 
darle espacio a las víctimas porque son los protagonistas 
y hay que acercarse a ellos con sensibilidad y mantener-
se respetuosos de lo que quieran relatar, en la dosis que 
quieran, a su tiempo, sin presión. Los periodistas también 
deben buscar otros testimonios o pruebas que avalen los 
hechos porque su papel consiste en reconstruir la verdad 
más apegada a la realidad. Entonces se podrán generar 
nuevas propuestas de abordaje, mantener la atención de la 
sociedad hacia lo que le ocurre a las víctimas, presentarlos 
como individuos, que pese a la tragedia, no están vencidos 
y abonar a la creación de políticas públicas que los atien-
dan. Los periodistas tienen que estar atentos para detectar 
los momentos en que los ciudadanos se organizan, pierden 
el miedo y resisten con dignidad. 

Turati concluye diciendo que periodistas, activistas so-
ciales y defensores de los derechos humanos deben te-
ner una cobertura especial por ser pilares de la democra-
cia porque cuando se silencia a uno de ellos, se silencia 
a la sociedad entera. Así como los cárteles mafiosos se 
internacionalizan, los ciudadanos debemos comunicar-
nos para aprender estrategias que en otros lugares han 
servido para mantener a raya a los mafiosos. Los perio-
distas son clave en este proceso, ya que con la informa-
ción que divulgamos podemos exhibir las estrategias 
que han dado resultado en otros países para empoderar 
a los ciudadanos, depurar al gobierno de funcionarios 
corruptos, establecer la cultura de la legalidad y cerrarle 
los pasos a los mafiosos.
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AcerCa de nuestros 

Autores
Albino Luna Sánchez • Técnica: Lápiz Conté • 43 x 28 cm.
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Miguel Carbonell

Licenciado en Derecho por la UNAM. Doctor en Dere-
cho por la Universidad Complutense de Madrid, España. 
Investigador del Instituto de Investigaciones Jurídicas 
de la UNAM. Coordinador del Área de Derecho Consti-
tucional y de la Unidad de Extensión Académica y pro-
yectos Editoriales del mismo Instituto. Investigador Na-
cional nivel III del Sistema Nacional de Investigadores 
desde enero de 2005, siendo el más joven científico del 
país en alcanzar ese nivel. Miembro del Consejo Consul-
tivo de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
y de la Asamblea Consultiva del Consejo Nacional para 
Prevenir la Discriminación. Es articulista en el periódico 
“El Universal”. Su página de internet es www.miguel-
carbonell.com. Puede seguirlo en www.twitter.com/
miguelcarbonell.

Hilda Alejandra Rodríguez Rico

Egresada de la licenciatura en derecho del Instituto Tec-
nológico y de Estudios Superiores de Monterrey. Graduada 
con mención honorífica. Profesionalmente se ha desarro-
llado en la práctica del derecho fiscal, tanto en el sector pú-
blico como privado. Actualmente trabaja como especialista 
extranjera en un centro de noticias en Beijing, en donde 
radica desde hace más de dos años. Además, cuenta con 
estudios en lengua y cultura de China.

Angélica Castañeda Martínez

Licenciada en Derecho por la Universidad Autónoma del 
Estado de México. Cursa la Maestría en Ética y Derechos 
Humanos en la misma institución. Ha sido articulista en los 
periódicos El Diario (2000-2002) y El sol de Toluca (2010). 
Se ha desempeñado profesionalmente en el Poder Judicial y 
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el Poder Ejecutivo del Gobierno del Estado de México y en 
el Colegio de Bachilleres de la misma entidad.

Magaly Hernández Alpízar

Es licenciada en derecho por la Universidad Autónoma 
del Estado de México, tiene la especialidad en mediación 
y conciliación por la Escuela Judicial del Estado de México. 
Actualmente cursa la maestría en medios alternos de solu-
ción de conflictos, impartida por el Centro Universitario 
de Ixtlahuaca. Ha participado como ponente en diversos 
cursos relacionados con los temas de mediación, conci-
liación y manejo efectivo de conflictos, los cuales se han 
dirigido a estudiantes, profesionistas y servidores públicos 
en la entidad. Profesionalmente se ha desarrollado en la 
Defensoría de Habitantes mexiquense desde el año 2005, 
y de 2006 a la fecha ha estado a cargo del Programa de Me-
diación en ese Organismo. Realizó una colaboración en el 
libro Un acercamiento a la Discriminación. De la Teoría a 
la Realidad en el Estado de México (2007) publicado por la 
CODHEM y ha escrito artículos relacionados con el tema 
de derechos humanos para periódicos de circulación local.

Laura Elizabeth Benhumea González

Es candidata a Doctora en Derechos Humanos, es Maes-
tra en Estudios para la Paz y el Desarrollo y Licenciada en 
Ciencias Políticas y Administración Pública. Actualmente 
es profesora investigadora de la Facultad de Ciencias Po-
líticas y Sociales de la UAEMéx, en donde además coordi-
na los estudios de posgrado que ofrece la institución. Ha 
sido Presidenta del Colegio de Ciencias Políticas y Ad-
ministración Pública A.C. y regidora en el Ayuntamiento 
de Toluca. Hace nueve años participa como analista de 
temas sociales y políticos en el noticiero “Al instante” y 
columnista en el periódico “El Diario”.
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COMITÉ  
PRO  
DERECHOS  
HUMANOS 
MONARCA

Desde los inicios de la humanidad las personas 
mayores han sido objeto de respeto y venera-
ción, ya que representan la experiencia y la sa-

biduría, sin embargo, en los tiempos actuales parece que 
nos olvidamos de ellos, muchas veces abandonándolos 
en el hogar, en donde son tratados como una pieza más 
del mobiliario.

Afortunadamente existen organizaciones de la sociedad 
civil (OSC) que velan por los derechos de las personas 
de la tercera edad, en donde, además de denunciar las 
vejaciones a las que son sometidas, también se encargan 
de apoyarlas mediante cursos y talleres en los que se les 
enseñan diversas manualidades. 

Una de estas organizaciones es el Comité Pro Derechos 
Humanos “Monarca”, que imparte cursos de cocina, teji-
do, repujado, pintura y muchos otros, sin embargo la ayuda 
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no se detiene con estos cursos, ya que la OSC también les 
imparte talleres de autoestima, de nociones de derecho, de 
primeros auxilios y un extenso etcétera, toda vez que la or-
ganización siempre está al pendiente de las necesidades de 
las personas a quienes atiende, y con ello procura llevarles 
la información que requieren, buscando a los mejores ex-
pertos en la materia.

El Comité mencionado ha trabajado ininterrumpida-
mente desde el año de 1991, y ha logrado que algunos 
notarios de la ciudad de Toluca, protocolicen sin costo 
alguno, los testamentos de las adultos mayores que son 
integrantes de la organización.

En la lucha por los derechos humanos de las personas 
mayores, este Comité siempre ha estado comprometido 
con el sector que atiende, estando al pendiente del trato 
que les dan las autoridades y los particulares a los adul-
tos mayores, en las Instituciones de Salud, en el trans-
porte público, en las oficinas de trámite de las depen-
dencias gubernamentales, tiendas y en sí del trato que 
le da toda la sociedad a los adultos mayores; iniciando 
quejas, ya sea ante las mismas autoridades o instancias, 
o ante la Comisión de los Derechos Humanos.

Para mayor información sobre el Comité Pro Derechos 
Humanos “Monarca” dirigirse a sus oficinas localizadas 
en la Avenida Miguel Hidalgo Poniente #1008, Colonia 
San Bernardino en la ciudad de Toluca o en su teléfono 
(722) 213-4928. De igual manera, si deseas conocer más 
sobre organizaciones de la sociedad civil que trabajan 
con la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
México dirígete a la página oficial www.codhem.org.mx 
o a sus teléfonos (722) 236-0560 ext. 321 y 333. 

Lic. Alfredo Iván Moreno Pérez 
Jefe del Departamento de Enlace con Defensorías Municipales y OSC

COMITÉ  
PRO  
DERECHOS  
HUMANOS 
MONARCA
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linea-
mientos 
editoriales 

LINEAMIENTOS 

EDITORIALES
Bonnie Benavente • Técnica: Lápiz • 43 x 28 cm.
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Dignitas es una publicación cuatrimestral con 
fines académicos y se apega a la filosofía de acceso abierto. 
Su principal tarea es difundir reflexiones sobre la situación 
de los derechos humanos en el Estado de México, en el 
país y en el mundo, fortalecer la cultura del respeto a 
la dignidad humana y profundizar en el conocimiento 
y uso de conceptos sobre los derechos humanos. Sus 
lineamientos editoriales se conforman de acuerdo con 
requisitos académicos estandarizados.

Las colaboraciones deberán cumplir con las siguientes 
características:

De contenido:

1.	 Todos los artículos, ensayos y reseñas deben ser ori-
ginales y no haber sido publicados con anterioridad. 
Tampoco deben ser sometidos al mismo tiempo a 
dictamen en cualquier otro impreso.

2.	 Los artículos o ensayos deberán revisar la situación de 
los derechos humanos, de cualquiera de las tres gene-
raciones aceptadas hasta ahora, y en cualquier región 
del Estado de México, de México o del mundo, así 
como desarrollar adecuadamente los conceptos que 
se incluyan en el texto.

3.	 Se aceptan trabajos en castellano, inglés, francés, 
portugués e italiano.

4.	 Es imprescindible entregar un resumen de una ex-
tensión de entre 100 y 150 palabras. Además, deberán 
presentar una relación de palabras clave del texto, 
todo en castellano e inglés.

5.	 La Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
México requiere a los autores que concedan la pro-
piedad de los derechos de autor a Dignitas, para que 
su artículo y materiales sean reproducidos, publi-
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cados, editados, fijados, comunicados y transmiti-
dos públicamente en cualquier forma o medio; así 
como su distribución al público en el número de 
ejemplares que se requieran y su comunicación pú-
blica, en cada una de sus modalidades, incluida su 
puesta a disposición del público a través de medios 
electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, 
para fines exclusivamente culturales y de difusión, 
sin fines de lucro. Para ello los autores deberán re-
mitir el formato de Carta-Cesión de la Propiedad de 
los Derechos de Autor (que se puede consultar en 
la página web de la CODHEM) debidamente com-
pletado y firmado por el o los autores. Este formato 
se puede enviar por correspondencia o por correo 
electrónico en archivo PDF.

6.	 Todos los trabajos serán sometidos a dictamen del 
Consejo Editorial compuesto por estudiosos de 
los derechos humanos y las ciencias sociales, así 
como especialistas en trabajo editorial. En caso 
de resultados discrepantes se remitirá a un tercer 
dictamen que será definitivo.

7.	 Los resultados de los dictámenes son inapelables.

8.	 Los procesos de dictaminación están determinados 
por el número de artículos en lista de espera. El Cen-
tro de Estudios informará a cada uno de los autores 
del avance de su trabajo en el proceso de dictamina-
ción y, en su caso, de edición.

9.	 Todo caso no previsto será resuelto por el Consejo Edito-
rial de la CODHEM.

Del formato:

1.	 Sólo se aceptarán trabajos con una extensión de 15 a 25 
cuartillas incluyendo gráficos, tablas, notas a pie de pá-



− 183 −

﻿
Li

ne
am

ie
nt

os
 e

di
to

ri
al

es

gina y bibliografía, en tamaño carta, con un interlinea-
do de 1.5, en tipografía tahoma a 11 puntos. Las reseñas 
deben tener de una a tres cuartillas.

2.	 Todas las colaboraciones deberán entregarse en archi-
vo electrónico a través de correo electrónico, en pro-
cesador Word, sin ningún tipo de formato, sangrías o 
notas automáticas.

3.	 En la portada del trabajo deberá aparecer el nombre 
completo del o los autores.

4.	 Los cuadros, tablas y gráficos deben presentarse agru-
pados al final del documento y en el texto se debe se-
ñalar el lugar donde se coloquen. Deberán estar elabo-
rados en archivos aparte en procesador Excel. 

5.	 Todo gráfico deberá presentarse en blanco y negro, sin 
ningún tipo de resaltado o textura, así como los diagra-
mas o esquemas no deben ser copia de Internet. 

6.	 No se colocarán epígrafes al inicio de cada trabajo.

7.	 Los títulos y subtítulos deberán numerarse con sis-
tema decimal.

8.	 Las notas a pie de página deberán ser únicamente 
aclaratorias o explicativas, es decir, han de servir 
para ampliar o ilustrar lo dicho en el cuerpo del tex-
to, y no para indicar las fuentes bibliográficas, ya que 
para eso está la bibliografía. 

9.	 La bibliografía deberá contener las referencias comple-
tas de las obras de los autores que se citen en el cuerpo 
del texto, sin agregar otras que no sean citadas.

10.	 Las citas deberán usar el sistema Harvard, de acuer-
do con los siguientes ejemplos:

a.	 Cuando se haga referencia de manera general a 
una obra, se escribirá el apellido del autor, el año 
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de edición y el número de la página, dentro de un 
paréntesis: (Daltabuit, 2000: 258). En el caso de 
dos autores (Paré y Lazos, 2003: 145). En el caso de 
más autores (Zizumbo, et al., 2005: 24).

b.	 En el caso de utilizarse obras del mismo autor 
publicadas en el mismo año, se ordenarán alfa-
béticamente y se les distinguirá con una letra 
minúscula después del año: (López, 1997a: 79).

11.	 La bibliografía deberá estar escrita en el mismo sis-
tema, ordenada alfabética y cronológicamente se-
gún corresponda. No usar mayúsculas continuas. 
Los apellidos y nombres de los autores deberán ano-
tarse completos, sin abreviaturas:

a.	 Para libros: Beetham, David (1979), Max Weber 
y la teoría política moderna, Madrid: Centro de 
Estudios Constitucionales.

b.	 Para revistas o capítulos de libros: Inda, Graciela 
(2008), “La sociología política de Émile Durkhe-
im: la centralidad del problema del Estado en 
sus reflexiones del periodo 1883-1885”, en An-
damios. Revista de Investigación Social. Colegio 
de Humanidades y Ciencias Sociales, núm. 8, 
México: Universidad Autónoma de la Ciudad de 
México (UACM).

c.	 Para referencias a sitios web se indicará la ruta 
completa del trabajo señalando la fecha de con-
sulta: Martínez, Gerardo (2010), “Globalización 
y derechos humanos: dos polos de una misma 
esfera” en Democracia participativa.Net http://
democraciaparticipativa.net/economia-society/
columnistas-invitados/1980-globalizacion-y-
derechos-humanos-dos-polos-de-una-misma-
esfera.html?fbc_channel= 



− 185 −

﻿
Li

ne
am

ie
nt

os
 e

di
to

ri
al

es

12.	 Las siglas deberán ser desatadas la primera ocasión 
que aparezcan en el texto, en la bibliografía, en los 
cuadros, tablas y gráficos. Por ejemplo, en el texto 
la primera vez deberá escribirse Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos y posteriormente CNDH.

13.	 Al final del trabajo el o los autores deberán colocar una 
breve ficha curricular que contendrá: máximo grado 
académico, institución y dependencia donde labora, 
país, líneas de investigación, últimas tres publicacio-
nes, correo electrónico, dirección postal, teléfono.

14.	 Aprobada la publicación de la revista el o los auto-
res de cada uno de los artículos tendrán derecho a la 
entrega de ocho ejemplares para el caso de autorías 
colectivas o cinco para el caso de autoría individual.

Envío de trabajos:

Correo electrónico: revistadignitas@codhem.org.mx
Teléfono: 2360560 extensión 154 y 2360567.
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